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1. LA IMPARCIALIDAD DEL NOTARIO: GARANTÍA 
DEL ORDEN CONTRACTUAL 

NOT. BERNARDO PÉREZ FERNÁNDEZ DEL CASTILLO 

El primer congreso internacional de la Unión Internacional del 
Notariado Latino celebrado en Buenos Aires en 1948 definía a l  no- 
tario conio "El profesional del derecho encargado de una función 
pública consistente en recibir, interpretar, y dar forma legal a la volun- 
tad de las partes, redactando los instrumentos adecuados a ese fin y 
crinfiriCridoles autenticidad, conservar los originales de éstos y expedir 
copias que de11 fe de su contenido. En su función está coinprcndida 
la autenticación de hechos." 

Ahora bien, en cuanto a la imparcialidad del notario, objeto de 
este tema, ésta es una de las coluiniias en que se apoya la función 
notarial. Se le define conio "Falta de designio anticipado o de pre- 
vención a favor o en contra de alguien o algo, que permite juzgar o 
proceder col1 rectitud." * 

Hoy como siempre el notario se encuentra presionado por los 
intereses de los poderosos, sea el Estado o los grandes corisorcios (ban- 
cos, despaclios de abogados o contadores, inmobiliarias), que por su 
gran fuerza política y econóniica, tratan de doblegar la imparcialidad 
del notario a su favor en contra del consumidor. Esta presión es ma- 
yor cuando existe una relación dc dirección y dependencia económica 
de estos proveedores. 

Asiinisnio, el notario en un afán de obtener más ingresos, en 
ocasiones se responsabiliza a patrocinar asuntos contenciosos que lo 
convierten en juez y parte, distrayéndole y desvirtuando su ocupa- 
ción de fedatario. 

También puedc suceder que lazos de amistad o parentesco, lo 
compulsen o comprometan a actuar parcialmente. 

* Diccior~mio de la Lengua Espa>iala, Real Academia Española, Espasa Calpe, 
22' ed.. Madrid, 2001. 
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La imparcialidad en sí, está integrada por varios valores como la 
verdad; el bien común; la justicia distributiva que persigue la igualdad 
entre todos frente a la ley y los servicios, valor deniocrálico iinpor- 
tante. Como medio preventivo el legislador en todos los tiempos ha bus- 
cado la manera de preservar al notario de todo vínculo de parcialidad. 

Cuando el notario actúa debe hacerlo libre de cualquier nexo 
que le impida aconsejar a las partes y redactar los instrumentos con 
intereses distintos a los de la equidad, la justicia y la seguridad jurí- 
dica. Cuando se comparece ante un notario para solicitar la presta- 
ción de sus servicios, se está convencido que el fedatario actuará impar- 
cialmente protegicndo los intereses de ambas partes. 

Este deber de imparcialidad es especialmente significativo en los 
países subdesarrollados, donde existe analfabetismo e ignorancia del 
derecho, toda vez que las persoiias requieren de un especial aseso 
ramiento y protección jutidica. También "hay que practicarla principal- -. mente con el cliente subdesarrollado, con la pobre viuda, voluble e 
irresoluta, que no sabe lo que quiere, con el que atraviesa una grave 
crisis económica, con los matrimonios desavenidos, y con esta juven- 
tud impaciente, audaz y extraviada, procurando corregir el aderiián 
airado, la palabra violenta o la impronta de la insumisión." * 

:Por qué en todos los tiempos y en la mayoría de los países se 
ha establecido la forrna notarial para la venta de inmuebles, otorga- 
miento de testamentos, etcétera? Esto es, porque con la intervención 
del notario: 

Se obtiene claridad en las circuiistancias y contenido de los 
contratos. 

Se garantiza la existencia de lo ocumdo antc su fe, constitu- 
yendo una prueba con valor irrefutable y fuerza ejecutoria. 

Se evitan las nulidades en los contratos, pues interviene un 
técnico calificado. 

Se orienta a las partes en forma imparcial, previniéndolas de 
decisiones poco meditadas o precipitadas. 

Sirve de medio para alcanzar una publicidad reconocible por 
terceros. 

El notario se responsabiliza de la redaccióu y legalidad del 
instrumento, a tal grado que provocada la nulidad de la escritura 
otorgada ante su fe, responde de los datíos y perjuicios. 

* Faus Esteve, Kamón, "Examen de conciencia a los 100 años de la ley", en 
Jmnarlw Notannies de Poli& -años 1962-1971- con la cola(io7ación de los Coiegios Nale  
nnlo de Barceiona, Znragma, Valencia, Madvid, La Cmulia, Vallodolid, Baleares, SSevillo y 
Burps, Colegio Nolarial de Barcelona, Barcelona, 1974, p. 37. 
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El notario es eficaz y responsable coadyuvante de las leyes 
administrativas y fiscales. 

Con la existencia del protocolo se garantiza la conservación 
del instrumento y la posibilidad de su fiel reproducción. 

1.2. INDEPENDENCIA SUBSTANCIAL, ECONÓMICA Y PERSONAL 

El notario debe gozar de independeiicia para tornar libremente 
sus decisioiies, de acuerdo con los valores de justicia, equidad, segu- 
ridad jurídica. La independencia fomenta la creatividad y la imagina- 
ción en la construcción y redacción de contratos que se adecuen a las 
necesidades de ambas partes. El notario se debe liberar de la imposi- 
cióu de esquemas, contratos de adhesión y condiciones generales de 
contratación impuestos por una de las partes, normalmente la más 
poderosa. También debe tener indeperidericia económica y personal 
para no sentirse obligado a consignar en su protocolo este tipo de con- 
tratos, al depender ecoiiómicamente de un solo cliente, institución 
bancaria o cualquier otra dependencia. En este sentido, las organiza- 
ciones notariales debe11 de cuidar y auxiliar a los nuevos notarios que 
se inician sin trabajo y que pueden ser presas fáciles de los consorcios 
(bancos, despachos de abogados o contadores, inmobiliarias). 

Con pequeñas variantes en el transcurso del tiempo, ha11 existi- 
do obligaciones permanentes que los notarios deben cumplir. Siem- 
pre se ha esperado de ellos una actuación nroral calificada que se ha 
exigido en las normas jurídicas. 

Hoy eii día el quehacer del notario consiste en escuchar, inter- 
pretar y aconsejar a las partes; preparar, redactar, certificar, autorizar, 
conservar y reproducir el instrumento. Tal f~nición se desarrolla como 
ahora veremos: 
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Escuchar 

Cuando alguna persona desea celebrar algún contrato, otorgar 
su testamento, levantar una fe de hechos o se encuentra envuelta en 
un probleina jurídico, acude al notario. En una primera audiencia, 
le confía y plantea sus conflictos y deseos. El notario lo escucha con 
atención y trata de conocer todas las circunstancias que le permitan 
entender la iiiquiet~~d de las partes y sus alcances. En el bosquejo de 
las situaciones presentadas a su consideración, tal vez existan matices 
que por su alcance, es preciso aclarar. Es probable que, una vez que 
el notario les hace conocer las leyes y las consecuencias jurídicas de 
sus actos, los clientes adviertan que se encuentran en una situación 
que ni siquiera se imaginaban. 

El notario, después de escuchar a sus clientes, se sensibiliza y 
busca los motivos y causas que han tenido para querer llevar a cabo 
una operación. Así, conoce sus deseos, interpreta su voluntad y según 
los medios a su disposición, abre un abanico de posibilidades para 
satisfacer la voluntad del cliente dentro del ámbito jurídico. 

Aconsqar 

Una vez que las partes han planteado claramente sus problemas 
y el notario ha interpretado exactamente su voluntad, éste, con su 
repertorio jurídico, puede dar un consejo jurídico eficaz y concreto. 
Es muy frecuente que un planteamienLo jurídico tenga soluciones 
diferentes. Entre los caminos a seguir pueden encontrarse los típicos 
o una solución atípica particular, podríamos decir, un "traje a la me- 
dida". La capacidad, preparación jurídica, conociniientos y expenen- 
cia del notario, son fundamentales para dar una solución y aconsejar 
lo que más se adecua a los hechos presentados por sus clientes. 

Preparar 

Para la preparación y redacción de una escritura pública, se 
necesita cumplimentar requisitos prcvios a la firma. Por ejemplo, en 
las uaslativas de dominio de un bien inmueble, debe obtenerse el 
certificado de libertad de gravámenes del predio por parte del Regis- 
tro Público de la Propiedad; la identificación plena de los contratantes; 
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contar con el título de propiedad; tener el acta de matrimonio del 
enajenante a fin de examinar el régimen bajo el cual contrajo n u p  
cias; el avalúo bancario que sirva de base para la cuaiitificación de los 
irnpuestos; la actualización del pago de impuestos predial y del ser- 
vicio de agua; en caso de extranjeros, el permiso de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores para adquirir el inmueble, etcétera. Satisfechos 
los requisitos se inicia el proceso de redacciún del instruniento. 

Redactar 

Para la redacción es necesario que el notario se exprese con pr* 
piedad, claridad y concisión; además, debe utilizar un lenguaje jurí- 
dico y su exposición Iia de ser lógica. 

Las partes han expuesto su deseo; el notario califica y determina 
el tipo dc acto jurídico de que se traia y procede a la redacción de 
las cláusulas en que vuelca su creatividad de profesional del Derecho 
y por tanto, busca que por igual y en forma equitativa las partes 
resulten beneficiadas. De esta manera demuestra su calidad de juris- 
consulto; desarrolla su labor de perito en  Derecho, reconocida por 
la ley, así como su práctica en la redacción adquirida a través de la 
experiencia. Gracias a su estudio, sabe qué disposiciones integran el 
orden jurídico, las acomoda, las adecua al beneficio equitativo de los 
clientes y las transcribe en la escrilura. La redacción de las cláusulas 
requiere de sabiduría legal y responsabilidad profesional para evitar 
que en el contrato se declare como verdadero aquello que no es 
cierto, de suerte que prevalezca, mediante el orden jurídico y la buena 
fe, la realización de la voluntad de las partes sin contratiempo. 

Si la redacción del clausulado es jurídicamente correcta y pre- 
cisa; y si se usa propiedad, sencillez y exactitud en el lenguaje, no 
habrá conflicto entre las partes. 

Eii la certificación el notario da fe de que la voluntad de los con- 
tratantes se tradujo al docuinento y se llevó a cabo en cada c a ~ o  
particular. Es la parte donde manifiesta el contenido de su fe pública, 
a saber, dar fe de la existencia de los documentos relacionados en la 
escritura; fe de conocimiento; fe de lectura y explicación del instru- 
mento; fe de la capacidad jurídica de los otorgantes para realizar 
librc y sin coacción actos jurídicos y, íinalrnente, fe de otorgamiento 
de la voluntad mediante el estampado de su firma. 
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Ciertamente, cualquier abogado puede examinar los anteceden- 
tes físicos y jurídicos de un documerito, redactar las cláusulas, selec- 
cionar las disposiciones jurídicas aplicables y expresar en lenguaje 
jurídico la voluniad de las partes, pero no puede certificar. Esta facul- 
tad corresponde a los fedatarios, en este caso, al notario porque el 
Estado le da ese poder mediante sus leyes. 

El notario por su calidad de fedatario, al certificar, formula un 
juicio de ccrteza que se impondrá a los demás. 

Autorizar 

La autorización de la escritura es el acto de autoridad del nota- 
rio que convierte al documento en auténtico; en efecto, es él quien 
en ejercicio de sus facultades conlo fedatario público, da eficacia 
jurídica al acto de que se trate, y perniiie, en el caso de un hecho, 
que las circunstancias asentadas produzcan los efectos de prueba 
plena. 

La autorizacióii, como lo ha expresado la doctrina española, es 
el acto del autor y creador de la escritura o del acta notarial. 

Conservar y mfmducir 

El notario satiscace plenamente los ideales de seguridad jurídi- 
ca, no sólo por la actividad examinadora y preventiva que integra su 
función, sino porque responde al principio de conservación y repro- 
ducción del docuniento. 

Mientras que en los documentos privados no hay posibilidad de 
reproducción, pues a diferencia del notarial, no existe una matriz 
que se guarde en forma permanente, el protocolo pertenece al Es- 
tado y lo conserva el notario durante cinco años, a cuyo ténnino se 
deposita en el Archivo General de Notarías, en donde pennanece defi- 
nitivamente, dc suerte que en la Ciudad de México, pueden consul- 
tarse documentos ~iotariales elaborados desde 1527. 
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2. PROHIBICIONES E INCOMPATIBILIDADES 
EN EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN NOTARIAL 

El deber de imparcialidad se demuestra en las diversas legisla- 
ciones notariales, al establecer incompatibilidades y prohibiciones 
que, por regla general, se refieren al ejercicio de cnipleos, cargos o 
comisiones públicos o de particiilares; el ejercicio del conicrcio, la 
agencia de cambio o los ministerios religiosos, que incidirían de una 
manera grave en el incumplimiento de este deber de imparcialidad 
en la actuación notarial. Específicamcrite se prohibe a los notarios, 
actuar en los asunlos que se les encomienden, si alguna circu~istaiicia 
les impide actuar con imparcialidad, o intervenir si el acto o hecho 
corresponde por ley a otro funcionario, o bien si el misnio interesa 
al propio norario, a su cónyuge o parientes consanguíneos o afines 
en línea recta, sin límite de grados o colateral, hasta el cuarto grado 
por consanguinidad o hasta el segundo por afinidad. Lo anterior se 
comprende si se considera que la razón jurídica de tales incompati- 
bilidades o prohibiciones, descansa en el ánimo de conservar y de- 
fender la libertad profesional del notario, como un preciado bien, 
puesto que, al decir del notario argentino, don Roberto Mario Arata: 
"en Roma, para aspirar al cargo, era necesario ser libre, porque quien @ende 
de otros, no es dueño de dar fe de la verdad".' 

2.1. Deber de abstmcirín 

La incompatibilidad desde el punto de vista del derecho es un 
antagonismo entre dos actividades, es decir, es la imposibilidad de 
realizar dos acciones en un mismo Licrnpo.' 

' Figiieroa Márqiicz, Darid, La imparcialidad del notaiio, gamntia del orden conhac- 
hiaL Coiifcrcncia dictada en el Cmnyrcw Nacional dcl Notariado Mexicano, celebrado 
en el Estado de Guanajuato, en el mes de norie~ribre dc 2002. 

Ríos Iiellig, Jorge. La  práctica del derecho notarial Ed. McCraw-Hill, 2' ed., 
México. 1996. 
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La Ley dcl Notariado para el Distrito Federal, regula en su 
artículo 6? la actividad notarial como un oficio jurídico que debe 
tener, entre otras, como características fundamcntales la imparciali- 
dad y la equidad conforme a los postulados del "Notariado Latino", 
debiendo intervenir profesioiialmente, considerando a las partes por 
igual, recibiendo por fuerza legal del Estado el reconocimiento pú- 
blico y social de sus instrurncntos notariales con las finalidades de 
protección de la seguridad jurídica dc los otorgantes y solicitantes 
de su actividad documentadora. 

Se establecen en la Ley, como principios regulatorios de la 
función notarial, el de la conservación jurídica de fondo y fonria del 
iiistriirnento notarial, la conser\iación material de los iristrunientos, 
el concepto del notariado como garantía iiistitucional, que está al 
servicio del bien y la paz jurídicos de la Ciudad, y el respeto y cuin- 
plimiento del derecho. 

En la ley se establece que cl notariado es uua garantía insti- 
tucional que la Constitución, de conformidad con el artículo 122, 
establece para la Ciudad de México, y establece como condiciones 
necesarias para su correcto ejercicio, la iniparcialidad, la calificación, 
la colegiacióri y la libertad. 

L.a misma ley regula las posibilidades de excusarse de actuar en 
tratándose de días festivos, horas que no son de oficinas (salvo el 
caso de testamentos), y asimismo podrá excusarse cuando el solici- 
tante de sus servicios, no le aporte los elementos necesarios para su 
actuación o no le anticipe los gastos y honorarios. 

Sin embargo, en los términos del artículo 43, además de la 
posibilidad que tieric el notario para excusarse de actuar, en el ar- 
tículo 45 no solarriente tiene la posibilidad de excusarse sino que 
debe abstenerse de actuar, pues le queda prohibido: 

1. Actuar cuando no esté en posibilidades de conducirse con 
iiriparcialidad en cuaiquicr actividad de las que la ley le señala. 

2. Dar fe de actos dentro de los procedimientos legales en los 
que corresponda, en exclusiva, liacerlo a algún seividor público, aunque 
en tratándose de cotejos de cualquier docurneiito, registro o archivo, 
sí puede certificar hechos, situaciones o abstenciones que de acuerdo 
con la ley tengan valor como indicio calificado, respecto de los mis  
mos, sujeto a juicio de certeza judicial y sólo serán prueba plena en 
aspectos que no sean parte esencial de las facultades exclusivas del 
servidor público y siempre y cuando el notario así lo precise en el 
iiistrunierrto correspondiente. 
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3. Actuar en iustrumentos o asuntos en que tengan interés, dispo- 
sición a favor o intervengan por sí, representados por o en represen- 
tación de terceros, el propio notario, su cónyuge o parientes consan- 
guíneos o afines hasta el cuarto y segundo grados, respectivamente, 
o sus asociados o suplentes y los cónyuges o parientes de ellos, en los 
mismos grados o en asuntos en los cuales tenga esta prohibición, el 
o los notarios asociados o el notario suplente. 

4. Actuar como notario sin rug;iciúrr de parte, solicitud de 
interesado o mandamiento judicial, salvo algunos casos previstos por 
la ley. 

5. Dar fe de actos, hechos o situaciones respecto a los cuales 
haya actuado previarncnte como abogado. 

6. Dar fe de actos, hechos o situaciones, sin haberse identificado 
previaniente como notario; en virtud que el documento o el instrumen- 
to que expide hace prueba plena, los interesados o quienes intervengan 
ante el notario o liagari manifestaciones, deben estar enterados y tener 
conocin~iento de que están actuando ante notario. 

7. Dar fe, de niariera no objetiva o imparcial, por lo que su ac- 
tuación debe circunscribirse o describir lo que pueda percibir con sus 
sentidos y siempre de manera objetiva. 

8. Recibir y conservar en depósito sumas de dinero, valores o 
docurricnlos con motivo de los actos o hechos en que intervenga, lo 
cual además de ser razonable en algunos casos resulta ser en bene- 
ficio y protección del notario; bastaría imaginarse a un comprador 
que depositara el cheque personal sin ser certificado o de caja como 
docu~rrerilo y comprobante de pago del precio de un inmueble y que 
el notario aceptara bajo su responsabilidad recibirlo y entregarlo al 
comprador contra firma de la escritura. 

Es posible que la firma de la escritura se realice cuando el che- 
que ya no tenga fondos y el término para presentarse al banco ya esté 
vencido, fquC pasaría? si el comprador que depositó el cheque pro- 
bara que durante el término para la presentación del niisnio ante la 
institución bancaria siempre tuvo fondos disponibles, <habría o no 
responsabilidad para el riotario?, no quisiera iinaginarme si el nota- 
n o  recibió moneda extranjera para entregar al comprador y que en 
el inter de tiaberla recibido y su entrega hubiera sufrido una devalua- 
ción o peor si los documentos de pago, letras de cambio, pagarés que 
tuviera que entregar el notario al vendedor en una compraventa a 
plazos se llegaren a perder o de plano a extraviar. 

Sin einbargo de todo lo anterior que sólo son supuestos de la 
imaginación pero que habría que tener cuidado, por lo que podría 
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darse el caso que Cueren reales; el notario sí puede recibir dinero 
o cheques destinados al pago de gastos, impuestos, coritribuciones o 
derechos. 

Asimismo puede recibir cheques librados a favor del acreedor 
en pago de adcudos garantizados con hipoteca u otros actos que vaya 
a extinguir e igualmente puede recibir cheques relacionados con 
protestos. 

La acluacióri del notario, por todo lo anterior, debe estar libre 
de toda atadura o nexo y estar desvinculada de la protección de un 
interés, en lo particular, por lo que su úiiica guía debe ser la búsque- 
da de la seguridad jurídica, y esto sólo se logra en la medida en que 
el lcgislador, en las diversas leyes notariales, preserva al notario libre 
de vínculos. 

2.2 .  Deber de respeto al ámbito competencial 

Quizá uno de los problemas que se presentan con mayor fre- 
cuencia en el ejercicio de la actividad notarial sea el de la actuación 
en el ámbito competencial y no precisamente por lo que se refiere 
a actuar en los casos en que la actividad que realice, esté reservada 
a otros, como se verá más adelante, si no al actuar fuera de su com- 
petencia por razón territorial. 

GeiieralmenLe las lcyes notariales de cada Estado prohiben al 
notario actuar fuera de su jurisdicción territorial, que muchas veces 
se circunscribe geográficamente al municipio o cabecera judicial en 
que se encuentra su oficina notarial, la mayoría de las leyes notariales 
circunscriben la actuación notarial dentro del propio Estado. 

La actuación fuera de la demarcación territorial de un notario, 
se sanciona por las Leyes del Notariado como un acto nulo. 

Hay ocasiones en que la oficina del organisnio o institución o de 
sus representantes a los que sirve el notario, se encuentran fuera 
de su ámbito territorial, por lo que llega a suceder que el notario 
concurra o envíe su protocolo para la fir~na del instrumento, activi- 
dad que así realizada, como se ha dicho, se sanciona con la pena de 
nulidad. 

De acuerdo con la Ley del Notariado, desde luego queda prohi- 
bido a los notarios establecer oficinas fuera de los límites de su ámbito 
territorial, lo que llega a suceder con alguna frecuencia. 

Casos muy concretos de este tipo de actividades y que desde lue- 
go son nulos, son aquellos en que el notario de una entidad federativa 
o de una cabecera judicial obtiene la firma de un juez de otra enti- 
dad federativa o de oLra cabecera judicial, por ejemplo, en un juicio 
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de otorgamiento de escritura que se otorga por el juez en rebeldía 
dcl demandado, pues e11 estos casos ni el juez actuando con tal ca- 
rácter puede hacerlo fuera de su jurisdicción, ni el notario puede 
obtener la finna del juez, pues igualmente está fuera de su jurisdic- 
ción y en cualquiera de estos dos supuestos la escritura será nula. 

El artículo 34 de la Ley del Notariado para el Distrito Federal 
establece que corresponde a los notarios del Distrito Federal, el ejer- 
cicio de funciones notariales en el ámbito territorial de la Entidad y 
prohibe establecer sucursales u oficinas friera de los limites del Dis- 
trito Fcderal. 

Sin embargo, es claro que los actos que se celebren ante la fe de 
un notario que a c t ~ e  en el ámbito de su jurisdicción, podrá referirse 
a cualquiera otro lugar. 

2.3. Deber de seruicio y respecto a la legnlzdad 

Quien ejerce la funcióri de notario está obligado a tener cono- 
cimiento en el ámbito del derecho y en casi todas sus especialidades, 
así como a conocer los usos y costumbres de la comunidad cn que 
vive y eu la que presta sus servicios, a erecto de estar en condiciones 
de poder distinguir cuando el fin de un acto es contrario a la ley o 
a las buenas costumbres. 

Es necesario, por ejemplo, en el a s o  de la constitución de per- 
sonas morales teuer pleno conocimiento de que su objeto se ajusta 
al tipo de persoua moral que le fue solicitada (sociedades con fines 
lucrativos, no lucrativos, de asistencia privada, etcétera). 

En materia sucesoria, por ejemplo, las obligaciones alimeiitarias 
y en qué consisten, propiarriente, los alimentos eii tratándose de los 
bienes de los menores; saber distinguir los que adquicre por su tra- 
bajo o por otros conceptos, para poder determinar a quiéu correspon- 
de el usufructo de los bienes de los menores que se adquieren por 
sucesión cuando éstos van a ser ad~ninistrados por quienes ejercen la 
patria potestad en cuyo caso a éste le corresponde el 25% de sus 
productos, en términos de lo dispuesto por el artículo 430 de nuestro 
Código Civil, salvo el caso, y ahí estriba el conocimiento de la ley, que 
el testador disponga que dichos frutos le corresponderán exclusiva- 
mente al meuor. 

2.4. Cargos, comisiones o mandatos 

La vida, en el ámbito jurídico o de otras actividades que indeperi- 
dieritementc de la que realiza el iiotario no se limita necesariamente 
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a su actuación como tal, pues de acuerdo por la Ley del Notariado 
del Distrito Federal, en su artículo 32, es inco~ripatible cori toda 
dependencia (lo que le pennitc actuar siempre cori imparcialidad y 
con el ánimo de aplicar no  sólo el derecho, sino la justicia e igual- 
mente es inco~ripatible su actividad con empleos, cargos o comisio- 
nes públicas o privadas y con el ejercicio de la profesión de abogado 
en asuntos en que haya contienda). 

El notario, de acuerdo con esta ley, tampoco puede ser comer- 
ciante, ministro de cultos o agente económico; es pertir~ente aclarar 
que en diferentes leyes de los Estados de nuestro país, el ejercicio de 
la actividad dc abogado no está prohibida para el notario. 

Así como se seiialan abstenciones, Excusas o prohibiciones, en 
nuestra Ley del Notariado se seiialan igualmente, de manera muy ge- 
neral, actividades que el notario sí puede realizar y, al efecto, el ar- 
tículo 33 de la Ley del Notariado para el Distrito Federal señala: 

"ART. 33.-E1 notario sí podrá: 
1. Aceptar y desempeñar cargos académicos y docentes, de 

dirccción de carrera o institución académica, de beneficencia públi- 
ca o privada, de colaboracióri ciudadaria y los que desempeñe gra- 
tuitamente a personas morales con fines no lucrativos. 

11. Representar a su cónyuge, asceridientes o descendientes 
por consanguinidad o afinidad y herrrianos. 

111. Ser tutor, curador y albacea. 
N. Desempeñar el cargo de miembro del consejo dc adininis- 

tración, comisario o secretario de sociedades o asociaciones. 
V. Resolver consultas jurídicas objetivamente y ser consultor 

jurídico extranjero emitiendo dictámenes objetivos. 
VI. Ser árbitro o secretario cri juicio arbilral. 
VII. Ser mediador jurídico. 
VIII. Scr mediador o conciliador. 
IX. Patrocinar a los interesados en los procedimientos judi- 

ciales o administrativos necesarios para obtener e1 registro de escri- 
turas. 

X. Intervenir, patrocinar y representar a los interesados en los 
procedimientos judiciales en los que no haya contienda entre par- 
ticulares, así como en trámites y procedimientos admiriistrativos, 
dichas Funciones no inhabilitan al notario para autorizar, en su caso, 
cualquier instrumento relacionado. y 

XI. Actividades semejantes que no causen conflicto ni depe~i- 
delicia que afecte su dación de fe y asesoría inlparcial." 
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2.5. Sanciones 

El sistema de sanciones que se contempla por las diversas legis- 
laciones notariales de la República Mexicana, para las infracciones 
cometidas por los notarios en el desempeíio de sus funciones, es más 
o menos riguroso. Por lo que se refiere a sanciorics, la Ley del No- 
tariado para el Distrito Federal prevé, en su sección segunda, artícu- 
los 222 al 229, una serie de responsabilidades y sanciones que son 
aplicables a las faltas que conieta el notario en el ejercicio de su 
func ih ,  que va11 desde la amonestación por escrito, multas, suspen- 
siríri temporal, hasta la suspensión definitiva de sus funciones o la 
pérdida de la patente, por lo que se refiere a los deberes y abstencio- 
nes, respecto al ámbito de su competencia y a la legalidad, la primera 
sanción es la nulidad del documento como consecuencia de su actua- 
ción, iudependientemente de las responsabilidades que pudieran 
generarse por concepto dc daños y perjuicios para quienes hayan 
sulicitado su actuación. 

El notario está sujeto a una vigilancia rigurosa y estricta por 
parte de las diversas dependencias guhcrnameiitales (federales, esta- 
tales o, incluso, rnunicipalcs) que supervisan y controlan el desempe- 
ño de su actuación y que, en determinadas circunstancias, pueden 
imponerle una sanción. 

Pero quizá, en tratándose de las sanciones en que pueda incu- 
rrir un notario por su mala actuación, quizá la que sin duda repre- 
senta daiios irreparables al notario en lo personal, son la pérdida de 
la confiariza y el descrédito que pudiera sufrir cn su núcleo social o 
de negocios y no hay mayor sanción que la pérdida de la fe, preci- 
samente en uri fedatario. 

Todo lo anterior es independiente y no se compara con el daño 
que un notario por su mala actuación pueda causar a la institucibn 
del notariado, en especial, a su colegio, ya que es costutribre que 
cuarido se Iiabla de una mala actuación la crítica negativa general- 
lncnte recac en los notarios, no en el notario. 
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3. LA IMPARCIALIDAD. ATRIBUTO DE LA FUNCIÓN 
NOTARIAL 

3.1. L a  imparcialidad del notano en relación con el juez 

Entre las numerosas personas cuya actividad gira en torno a la 
adininistración de justicia, sobresale la figura del juez, persona que 
time autoridad para juzgar y sentenciar, que decide y resuelve los 
 pleito^.^ 

"Pareces juez integro: conoces la ley: has expuesto bien el caso: sólo te 
pido que con arreglo a esa ley, de la cual eres fiel inl@rete, sentencies 
pronto.. . ;Oh docto y scvaísimo juez! ;Cuánto más viejo eres en jurispmden- 
&a que en  año^!".^ 

Las coinpetencias, los conocimientos exigidos y la profesionaliza- 
ción de los jueces varían de una nacióii a otra. Pueden, sin embargo, 
delimitarse dos grandes grupos, coincideiites, por otra parte, con el 
sistciiia jurídico domiuante: si~tema romani~ta o de códip,  y sistema an- 
glosajón o de derecho común. En el priniero, propio de los países euro- 
peos contiiientales y de América Latina, el juez es un funcionario de 
la administración de justicia, con una alta formación profesional 
de jurista y plena dedicación a la justicia. En el segundo coexisten el 
juez jurista y el juez "lego", este Último con experiencia y conociriiien- 
tos en una determinada materia; los jueces profesionales son encar- 
gados de los casos más complejos, mientras que los no profesionales, 
llamados también jueces de paz, entienden de los restantes y pueden 
ejercer simultáneaniente otras profesiones. Otra diferencia furida- 
mental, en relación con su responsabilidad, radica en que el juez en 

' Enciclopedia Hisp5iiica. volumeii 8. Encyclopaedia Brirarinica Publisliers, 
lnc.. E. U .  A., 1993. 

' Sliakespcari, William, El rnocnder de Veneciu, Ed. Karnón Sopena, S. A,. Bar- 
celoiia. 1974. 
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el sistema romanista estj  sujeto a una jurisdicción especial, mientras 
que en el anglosajón queda sujeto únicamente a la ley común, igual que 
el resto de los ciudadanos. 

Las funciones fundamentales de losjueces son el esclarecimiento 
de los hechos que se juzgan, la determinación de la norma jurídica 
aplicable a tales hechos y la aplicación de dicha norma, a través de 
una sentencia, que es la obra material del juez. 

En el sistema romanista, el juez, no obstante formar parte del 
Estado (Poder Judicial), es aulónonio en su actuación y lajusticia de 
sus decisiones está garantizada por su independencia del Poder Eje- 
cutivo del Estado; son permanentes (lo que los hace ajenos a los 
canibios de gobierno); y la independencia de su función inliibe el 
ejercicio de &alquiera otra actividad que pudiera influir cri sus reso- 
luciones, de tal manera que, las niisnras, siempre estén orientadas 
por la objetividad que resulta de los actuaciones judiciales, con base 
en las cuales decide una controversia. 

En México, el Poder Judicial se organiza con base en el sistema 
romanista y desde una perspectiva tanto federal (nacional) como local 
(estatal). Desde la perspectiva federal, el Poder Judicial se deposita 
en: a )  Una Suprema Corte de Justicia Nacional, que se integra por 21 
ministros de núniero y hasta 5 ministros supernumerarios (los minis- 
tros son nombrados por e1 tilular del Poder Ejecutivo, con la apro- 
baci6n de la Cámara de Alta del Poder Legislativo); 6)  61 Tribuna- 
les Colegiados y 23 Tribunales unitarios de Circuito (magistrados); y 
c) 136 Juzgados de Distrito distribuidos a lo largo del territorio nacio- 
nal. Desde la perspectiva local (estatal), cada Entidad Federativa (31 
más cl Distrito Federal, con soberanía y libertades plenas) posee: 
a)  Un Tribunal Superior de Justicia; y b) Juzgados de Primera Instan- 
cia. Los Magistrados y los Jueces son nombrados o por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en caso de asuntos federales, o por los 
Tribuiiales Superiores de Justicia de cada Entidad Federativa o del 
Disti-ito Federal, en caso de asuntos locales. 

En la actualidad, cri México, los notarios no dependen del Poder 
Judicial, la labor de éstos es ajena y total~ricnte iridependiente, si 
bien es cierto que, en dcterrriiriadas circunscripciones territoriales 
alejadas de las vías de coinunicación, la función notarial aún se ejer- 
ce por los jueces de primera instancia del lugar y esto es así, por 
reminiscencia de los antecedentes de la furicióri notarial en México, 
que durante alguna época corisideraron dependientes a los iiotwios 
del Tribunal Superior de Justicia de cada capital, no obstairte, cuan- 
do tales jueces ejercen como notarios, su acluacióri, en ese caso, se 
sujeta a las normas notariales correspondientes y la supervisi611 de su 
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función corre por cuenta de la Autoridad Ad~niriistrativa del lugar, 
no por parte del Tribunal Superior de Justicia. La Ley Orgánica de No- 
tarios y Actuarios del Distrito Federal de 1867, promulgada por el presi- 
dcute Benito Juárez, modificó la situaci6ri de la escribanía y distin- 
guiú dos tipos de escribanos: Notarios y Actuarios, cargos que resultaron 
incompatibles. El n,otario fue definido coino "el funcionario establecido 
para reducir a i n s h m e n t o  público los actos, los contratos y últimas volun- 
t a d ~ . ~  en los casos que las leyes lo peziengan o lo permitan"; 9 el actuario 
fue definido como "el funcionario que interviene en matm'a judicial, ya 
sea para autmizar ins pmiidencias de los jueces o arbitradores o para pac-  
licar las diligencias necesarias"' 

Eri objeciones a la iuiciativa o proyecto de "Ley para el ejercicio 
de la profesióri de Escribanos Públicos", que pretendía reglamentar 
en u11 solo cuerpo legislativo a los Escribanos-actuarios y a los Esoiba- 
nos-notarios, el señor licenciado Ignacio Burgoa, en el mes de enero 
de 1870, expuso con toda claridad y precisión el concepto que debe 
tcricrse de la actuación de un escribano o notario público, al decir: 
"Esa inicialiua de los senores Alcalá e Islas, entraña la idea capital de 
extinguir en México el notariado; institiición, si bien nueva y poco conocida 
entre nosotros, establecida ya cn todas las naciones cul ta;  y si esa extinción 
se realizara vendria a patentizar al mundo, que @os de hallarnos los mexi- 
canos en el camino del fmqycro, retmgradamos a grandes pasos hacia u n a  
$ m a  rgmola en que existian u n a  legisinció~ e in,stituciones que dmaparecie- 
ron.. ". Al referirse a los actuarios, decía: ''El actuario no  hace m i s  que 
dar fe de los proveídos y sentencias dadas por los jueces: de lo que dijeron los 
in,tcre,rados al notificársela, de lo que pasó en u n a  diligencia de embargo o 
lanzamiento; de que dgó el instructiuo en tal casa, a fulano de tal, etc.; y el 
nutan'u es el fun,ciona7io honrado y acreditado en la sociedad que por lo 
común merece la confianza intima de todo el mundo, y a quien confian todos 
los interesados en su testa&to o contrato, su  fortuna, do-echos y obligacio- 
nes, para que imparcialmen~te sin dolo n i  mala fe dé en lo @vado, a cada 
uno, lo que es suyo. .. ". Agregó el liceiiciado Burgoa: "Estm funciones por 
su natumlaa tan ragradns y respetdks, no deben conferirse a todo d mundo.. . ': 

El juez como jurista y funcioriario público, conoce el uegocio a 
través de los abogados y cuaudo la relación jurídica ya ha sido lesio- 
nada, procura recorislituirla, juzga, imparte justicia, da  a cada quien lo 
suyo, de acuerdo a lo que cada parte, en el litigio, hubiera logrado 
acreditar corno suyo y, para tal efecto, requiere de la constancia 

. 

' P&ez Fci-iiáiidez del Castillo. Bernardo, Dclerhu mlm id ,  Ed. Porríia, S .  A ,  
México, 1981, p. 32. 

' Ibiden, p. 35. 
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a&éritica, documental que, por regla general, le extiende el notario 
que determina quC es lo suyo de cada quien. 

"Aunque el juez no pueda, el notario queda"? 

Si bien el Juez, en el deseinpeño de su labor, actúa con estricto 
apego a las disposiciones legales argumentadas por los litigautes o 
por la norma aplicable, de acurrdo a la m á x h a  dadme los hechos que 
yo determinaré el derr?d~o, su función es distiuta a la del notario que tam- 
bién actúa cori base en la norma aplicable, pero eii ejercicio de la fe 
pública de la que está investido. Los docunientos que autoriza y 
expide el notario hacen prueba plcna tanto en juicio como hiera de 
El ,  mientras que las seri~cricias que dicta el juez, requieren la certifi- 
cación del secretario del juzgado, que es el funcioriario a quien la ley 
concede el uso de la fe. Tanto los jueces como los notarios deben 
actuar exentos de influencias quc riublen su razóii a grado tal de 
inclinar su actuación a inlereses mezquinos que impidan que se curn- 
plan las finalidades del ordenamicuto jurídico naciorial, consistentes, 
primordialmente, eri generar seguridad jurídica, en otras palabras, 
certeza sobre las consecuencias de determinado proceder, lícito o no. 

La actuación del Juez debe ser iniparcial, lo que implica que 
dehe diclar sentencia, excliisivamente, con base en las constancias 
que obren en el expediente sobre cl que actúa; sus resoluciones 
puede11 ser justas o injustas, dependiendo que las partes hubieren 
logrado acreditar, correctamente, su pretensión o no; y sus rcsolucio- 
nes no debe11 referirse a intereses personales del Juez o de personas 
con quienes éstc tenga relaciones filiales, de amistad o de dependen- 
cia (impensables estas últi~iias);~ no obstante la iinparcialidad eri la 

' Garcia Medirla, Antonio, Decires de ~mlanos, Amatc Editorial. Jalisco, Mexico, 
2002, p. 181. 

* 1.q Oigfnica del Poder Judicial de la Federación: "Airr. 82.-Los rninistms <le 
la Supwma Cwte d& Justicia, lu.7 map>lrndos de Circuilo y lur jueces de Distiilo estin impe 
didos para corrvcer de los aruntos, por alguna de lar causar ~iyuirntes: 1. ?km pamilescu en 
lirrrn ierta, sin limitación rh ~ ~ r ~ d o ;  en In c o h l m l  f>or cw~rnn,@ndad, hasta d cuarto grado, 
y en 10 coLnlera1 por afinidad, hnsta el sepmrlo, con alyuno de lur inlocsados, sur 7eperm- 
Ianles, pationos o Ilefensa~s; II. T m r  amir ld  intima o mernistad con alguna de las perronm 
a l j ! ~  JI >eficre la fracciór~ onlenor; III imei interis pmxmal mz el asunlo, o tenerlo su 
cónyuge o sus pa&?nter, en h grados que expresa I n / k < l ó n  I; N Haber p r ~ m t a d o  querella 
o domncia elfuncionario, su c ó r ~ y t p  o s u  parientes, a' [us pados que expesa [afrncnón 1, 
nz contra dv alguno de los interesa h... IX. Ariscir; di~iunle h tramitación del arwnto, a 
cotiu~te ~ U E  le dicm O coslea~e n l p n o  de los interes~lus; tmcr mucha fnmilinridad o vivir en 
familia con a l p n u  de ellos; X Aceptar presentes o servicios du a lguw de lor inlcrvsrrdos; 
X I  Hacer pronmm p e  impliqum parciddad a favor o m contra de alguno de los intem 
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actuacióii del Juez es distinta a la imparcialidad en la actuación del 
notario, puesto que, en el primer caso, el juzgador se conduce coi1 
base en los documentos y hechos pasados que se ponen a su consi- 
deración, para quc decida el derecho, en otras palabras, actúa sobre 
sucesos, y en el segundo caso, el notario se coriducc sobre las volunta- 
des que se le manifiestan, sobre los eventos que se prctende sucedan 
y produzcan consecuencias jurídicas cuya insatisfacción o satisfacción 
iuadecuada, se dilucidará ante los tribunalcs. En este orden de ideas, 
la actuación imparcial del notario se realiza en un ámbito más sutil, 
más vulnerable, puesto que el negocio está, aún, por exteriiarse y es 
"más factiblc" que pueda viciarse la actuación notarial, no obsian~e, 
la actuación notarial, a lo largo de los siglos, ha probado su absoluta 
probidad, en todas sus publicaciones", sobre todo, en las publica- 
ciones que tienen que ver con las áreas de actividad de los sectores 
más desprotegidos de la población, donde un notario justo y probo, 
es garantía de seguridad social y jurídica. 

Este valor (de imparcialidad) se deriva de la justicia. Desde siempre, 
jueces, n.otnnos y otros seruidores públicos, han  sufrido presiones del Estado 
u de los grandes consorcios, los que c m  su fuerza política u económica tratan 
de doblegar la imparcialidad para lograr las ventaja$ y los beneficios que n o  
las corresponde. Los inlegrantes del poder judicial, sean Ministros, Magistra- 
dos o jueces deben ssrr libres e independientes, de tal manera que las sentencias 
y resoluciones por ellos dictadas, no  se inclinen a favor del rico, poderoso, 

sados, sur ~rpiesmtnntes, patmnos o dqhzrorvs, o arrienluar de cualquier modo a a@no de 
s h ;  X K  Sm acreedor, dmdm, socio, ammdador o m m d a l u ~ o ,  dependiente o principal 
de alguno de los interesados ... XN Ser heredero, legata~io, dmiatnrio o fiador de alguno de 
los interesados, si el fwnnonario ha ac$tado la h m c i a  o el legado o ha hecho alguna 
man<fcstaciún wz ese senfido; XV Ser el cónyuge o a l p n o  de los l@s delfuncionario, aerwdm, 
d a &  o fiadm & alg-uno de lar intermdris; XC7 H d e r  sido juez o magistrado en el mismo 
nswito en otra imfancia o jurisdicción.. . XVII Haber sido u p t e  del Miwistnio Público, 

jurwlo, perito. testigo, a~a(>ode>ndo, patrono o defensvr m el asunto de que se trata, o haber 
pslzonado o r a m n d a r l o  anroiormmfe el nsmlu, a fnuor o en contra de a&wno de los 
intereuaúos.. . ". 

Se llaman publicacioriex porque ertrin hechas por la marro de persvna púlilica: quia 
ma.nu l>ulibcae personae factm sunt. Ya al comimo del iiactulur notulamm Rolundano nos 
ha diclio: "h;rit&u significa notar publica g auténiicommtz los nepcios de los honibm: no 
toda. esmtum piiblim es auténtica, sino sok~mmte aquella que se redacta en f m a  ptiblica y 
antr>ltica". "El noinbio de notario wiene de riolnrin: el notano persona p6uile&la encar- 
gadu de redactar pública y at~tér~ficamenle los negocios de los hombm's': AUKOK4, Comen- 
tarios de  Kolandino, insigne notario de  Bolonia, sohre la Suma del Arte Notarial! Con 
las adiciones de Pedro d e  Uiirola, notario d e  Bolonia, obra que los modernos 
llaman Ak,iriim~a. Versión al castellaiio del Excmo. Señor don Victor Vicente Vela 
y del Excmo. Seiior don h h e l  Níiiiez Lagos. Asociación Nacional del Notariado 
Mexicano, A. C.. Publicación dr Clásicos del Derecho., México, 2001. 
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amigo, politico o del pariente.1° Como anliualores de cualquier profesión en- 
cwntramos 10,s s i g u i e n l ~ ~ :  la sed deimedida de ganar d i n m ;  el nctivismo; las 
inlrigas; las momendaciones; la divulgacibn de semtos; la falta de pqbara- 
ción teórica y púctica; el deseo tam(>ién desmedido de ser reconocido. E n  todas 
estas actitudes, los clientes y la contraparte se convierten en un medio y no  
SP k s  reconoce como un Jin en s i  mismo; se atmpella a las personas y a las 
in~tituciones para lograr el lucro y el honor"." 

3.2. La imparcialidad del nolario en relación con el s m i d m  público. 

La satisfacción de los intereses colectivos se realiza por el Esta- 
do, por medio de una organis.ación que se denomina Administración 
Pública y que está a cargo del Poder Ejecutivo y, a su vez, la Adminii 
tración Pública requiere de personas fisicas que formen y exterion- 
ceu la voluntad del Estado, a las que se denomina funcionarios o 
empleados públicos. La terminología de estas pcrsonas físicas va desde 
la expresión de altos hricioriarios. a la de funcioriarios o empleados, 
simplemente. 

En la doctriria administrativista, autores como el jurista León 
Duguit manifiestan que la expresión "agente público", designa a toda 
persona que participa de una manera pennanente, terriporaria o acci- 
dental en la actividad pública, sin tencr el caricter de gobernante 
directo o represeniante. Los agentes públicos los clasifica en dos grari- 
des categorías: agentes funcionarios y agentes empleados. E1 agente 
funcionario participa de una manera pesmaneute y nosmal en el fun- 
cionamiento de un servicio público. El agente empleado es el que 
participa de una manera monientánea y a c ~ i d e n t a l . ~ ~  Para el jurista 
Hauriou, "Funcionarios son todos los que, en virtud de un nombra- 
miento de la autoridad pública, bajo el nombre de funcionarios, 
empleados, agentes o subagentes, pertenecen a los cuadros pesma- 
nentes de la Administración Públi~a". '~ 

La propia doctrina distingue entre la función y el empleo públi- 
co; de esta manera, el jurista Petrozziello considera que "Funcionario 
sería el que tiene el derecho de mando, de iniciativa, de decisión, y 
que, por esa causa, ocupa los grados iriás elevados de la jerarquía; 

"' Pérez Feriiández del Castillo, Bernardo, Deontob~'ujuridu~ Ed. Porríia, S. A,, 
8' ed., Mixico, 2003. p. 61. 

" I h .  p. 62. 
Acosta Romero. Miguel, iiolla xmer~l del dmcko rulminislratiuo, Ed. Po- 

rnía, S. A., Y e L  México, 1979. p. 568. 
'' Villegas Basavilbaso, Benjarníii, Derecho ad?~~inislralivo. Tomo 111, Tipográfica 

Arentina, Biierios Aires, 1931. p. 243. 
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por el contrario, empleado sería el que atiende a la preparación o a 
la ejecución de las disposiciones que emanan de una autoridad supe- 
rior y que, por ese motivo, se encuentra en los grados más bajos de 
la escala jerárquica."" Para el jurista argentino Bielsa, "Funcionario 
Público es el que, en virtud de designación especial y leal, ya por 
decreto ejecutivo, ya por elección y de una manera continua, bajo 
formas y coridiciones deterniinadas en una esfera de conipetencia, 
constituye o concurre a constituir y a expresar o ejercitar la voluntad 
del Estado, cuando esa voluntad se dirige a la realización de un fin 
público; ya sea actividad jurídica o social." Por su parte, Villegas 
Basavilbaso pierisa que "La diferencia esencial entre el empleo públi- 
co y la iunci6n pública ha de buscarse, más que en los signos de 
contiuuativo, permanente, exclusivo y remunerado que caracterizan 
al primero en el lado exterior de la relación que vincula al individuo 
con el Estado." Ese lado exterior ha sido calificado por Mayer de 
representación; y es por medio de esa representación que el Estado 
actúa con terceros por intermedio del funcionario público; en cani- 
bio, en el empleo público no existe representación alguna.'La rela- 
ción sólo establece una vinculación interna entre el empleado y el 
Estado; aspecto, este último, que para el maestro Gabino Fraga hace 
sentido, pues considera que este criterio es el que realmente corres- 
ponde a la distinción entre funcionarios y empleados, ya que "de 
Iieclio sí pueden separarse los servidores públicos que tienen ese 
carácter representativo de todos los que son simplemente auxiliares 
de c l lo~" . '~  

No obstante, las nociones de empleado público y funcionario 
público no son excluyentes y se considera que ambos pueden coinci- 
dir; los dos conceptos de funcionario y de empleado pueden subsistir 
en una misma persona y, en tal supuesto, el deudor de la obligación 
de servicios es un enipleado funcionario." 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (art. loa), 
abandona esta discusión semántica para reputar corno seruadwes públi- 
cos, en general, a toda persona que desempeñe un enipleo, cargo o 
comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Fede- 
ral o en el Distrito Federal, iiidependienteniente que el ejercicio de 
su responsabilidad incluya carácter representativo o no, o que hubieren 
accedido al cargo por vía de elección popular o no. Asimismo, seílala 
-- 

' A  m. cit.. o. 263. . . 
'"costa Komero, Miguel, op. ti., p. 569. 
'" Frana. Gabiiio, Derecho adminirtratiuo, Ed. Porrúa, S. A,, 23' ed., México, 

1984, p. 136 
" Acosta Komero, Miguel, op. cil., p. 569. 
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que las Constituciones de cada Entidad Federativa deberán precisar 
el carácter de sewidores públicos de quienes desempeiien empleo, 
cargo o cumisióii en los Estados y en los Mui~icipios.'~ En términos 
prácticamente si~~iilares se pronuncia la legislacióri del Distrito Fede- 
ral, al referirse al sm~idor público, al seiialar, el Código Penal en su 
artículo 256, que "es servidor público del Distrito Federal toda persona que 
desapeiie un empleo, curgo o comisión de cualquier naluralezn en la Admz- 
nirlración Pública del Distrito Federal, en la Asamblea Lgislaliiia del Distrito 
Federal y en lus órganos que qerzan la función judicial del fuero cmnún en 
el Distrito Federal". 

Los sen~idmes públicos antes de tomar posesión de su encargo, 
deben prestar ior~rial protesta de guardar la Constitución Política 
Mexicana y las leyes que de ella emanen," y deben siempre condu- 
cirse con apego a la legalidad, actuar con honradez, ser leales a la 
patria y a los intereses públicos furidamentales, actuar con imparciali- 
dad, y coi1 la eficiencia que deban observar en el desempeiio de sus 
empleos, cargos o coinisioi~es.'~ El Congreso de la Unidn y las Legis- 
laturas de los Estados de la Federación, deben expedir leyes de respon- 
sabilidad de los servidores públicos a fin de sancionar a quienes te- 
niendo ese carácter incurran en responsabilidad. Asimismo, diclias 
leyes deben determinar los casos y circuristancias para sancioriar 
penalmetite a los servidores públicos que, durante su encargo, expe- 
rimenten eiiriquecimierito ilícito, o por motivos de tal encargo, por 
sí o por interpósita persona, aumenten de manera sustaiicial su pa- 
trimonio, adquiera11 bienes o se conduzcan como dueños respecto 
de ellos, sin que puedan justificar una procedencia lícita. 

I R  Constitiición Política de los Estados Unidos Mexicanos: ART. 108-Para los 
efectos de las responualilidadrr a que alude este 7ilulo se reputarán corno rnvidorer púci1i.m 
n 10s repwmtantes de elección po,ula>; a los miemlmis del Poder Judiczal Federal y del Poder 

Judicial del Distrito Federal, los funcionarios y empleados, y, en gerwal, a toda pmsona que 
desempnie un empleo, cargo o comisión de cualquier ?¿aturalera en la Administraciún Pública 
Federal o en el Distiito Federal, m' como o lar seruidores del Instituto Federal Eleclmal, q u i m  
serán rerpmisaller par los actos u omisiones en qm i n a r m n  en el d rmnpño  &. sus respeclivar 
funciona. 81 Presidente de la Repziblica .rlriraule el tiempo de su m c a ~ o .  sólo podrá ser 
acusado por traiciúw n la patña y rídtos g7.aues ( k l  mden común. Los yolimadura de lor 
.%lados, los diputados a [ru Legislatu~as Locales, los Magistrados de lo.! Tribunales Superiores 
de Justicia Locales y, a su casu, los miemlrnrr de los Consejos de las Jndlcalurm Locales, serán 
rerponsallex por violaciune a esta Constitución y a l a r  lqesfederale~. nsí como por el manejo 
indebido de fwidas y recursos federales. Las Constltuciow <le lor Estados de  la República 
Precisu~án, en los mismos térm~rus del p'rner párrafo de esle n~ticulo y pam los efectos <le sils 
responsobi&dades. el coráctm de se~riidwes públicos de quienes desapeílen empleo, c a p  o 
cvmzsión n Irir Eslador y Municipios? 

" .4rtículo 128 de la Coiistitución Política de los Estados Unidos iIlexicanos. 
"' Articiilo 109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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No obstante la actuación imparcial del seruidmpúblico es distin- 
ta de la actuación imparcial del notario, por lo siguiente: a) El servi- 
dor público debe desempeñar sus labores con la intensidad, cuidado 
y esmero apropiados, sujetándose a la dirección de sus jefes, a las 
leyes y reglamentos administrativos respectivos, así como debe cum- 
plir cou las obligaciones que le i~npongan las condiciones generales 
dc trabajo, csto es, desempeña su labor en un ámbito absolutamente 
adniiuistrativo y bajo una relación de depeudencia jerárquica y subor- 
diriacióii obligatoria, en función del nivel de responsabilidad que el 
correspondiente nombramiento determina; su actuación imparcial 
estriba. exclusivamente, cii no inclinarse por intereses oscuros o mal 
habidos o conducirse en base a dádivas o componendas que implican 
corrnpción (No se debe pagar lo ya pagado o lo que es gratuito, es 
decir, exigir de los particulares regalos, comisioncs, prebendas, etcé- 
tera por un servicio que se presta. Esta conducta puede calificarse de 
coliecho.)" El notario, cn el ejercicio de su función pública, como 
fedatario, se sujeta única y exclusivamente, tanto al cunipliiniento de 
las leyes y reglanientos respectivos, como aJ cuniplimiento de todas y 
cada una de las normas administrativas, civiles y fiscales que tengan 
relación con el asunto que se somete a su consideración y análisis, 
con absoluta objetividad, cuidando que se satisfagan todos los in- 
tereses en juego, tanto los públicos como los privados y su actuación 
imparcial estriba, precisamente, en cuidar que la ley se cumpla en 
todas sus coiisecuencias, de la manera como se encuentran previstas 
por la norma. No tiene rriás subordinación que la que resulta de su 
convicción personal del cunipliiniento estricto de la Ley, dc  nianera 
que el instrumento notarial satisfaga los intereses de las partes y en 
él se cumplan todos los requisitos legales, no está subordinado jerár- 
quicaiueiite a ninguna autoridad, por lo que puede garantizar la 
autuiioinía de criterio e independencia en su act~iacióii; b) El servidor 
público, en su carácter de titular de un cargo público tiene, Crente a 
los particulares, las facultades que derivan del misrno, su función es 
pública y sus facultades que constituyen la esfera de competencia que 
conforiria el cargo público y es, por tanto, competencia del Estado; '' 

" Pérez Fernández del Catillo, Bernardo, Deontolofi jundica Ed. Porrúa, S .  A., 
8% ed., México, 2003, p. 141. 

'* Pérez Fernáiidez del Castillo, Bernardo. q. cit., p. 133: 'Código C i d  Federal. 
Por lo yrre se refiere a La responsabilidad civil de h seruidores públicos, su articulo 1927 
establece: El Estado tinte dilipxión de m p a d e r  del pago de los daños y pq'uicios causados 
por sus servidores públicos con n~otiuo del qerñcw de lar atribuciones que les ~ 6 &  enroaen- 
&as. Esta resyonraliilidrui será solidaria tratándose de actor ilicitos dolosos, y subsidiaria m 
(DS d m &  CUTOS, m los gue silo pwlrd hacerse efecliua en contra del Estado cuando el s m i d m  
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las obligaciones y derechos del servidor público, constituyen una si- 
tuacióu jurídica general no establecida para los individuos en gene- 
ral. El notario realiza una funcióu jurídica (lo que realza su carácter 
de jurisia), una función privada (con efectos de publicidad y con 
valor similar al de una función pública, porque por delegación del 
Estado tiene el poder de dar fe) y una función legal (porque su 
existencia y atnbutus derivan de la ley),'"iio tiene facultad alguna 
sobre los particulares, su actuación es rogada y esa característica hace 
sólido el principio de ascendencia que el notario tiene sobre las 
partes que someten su voluntad negocia1 a los sabios consejos de "su 
notario", ya que su "autoridad" frente a las partes deriva de su pericia 
en el conocimiento de la ley y en la convicción de los particulares de 
que el notario se conducirá con estricto apego a la nonna, lo que es 
garantía de su proceder imparcial frente a ellos mismos y al Estado. 
El notario respoude, personalmente, de los delitos o faltas en que 
incurra en el ejercicio de su función, el Estado no asume respousa- 
bilidad solidaria o subsidiaria alguna;" y c)  El servidor público goza 
de las ventajas materiales que le otorga el Estado, tales como el sueldo 
que percibe por el desempeño de su encargo y que se fija unilate- 
ralmente por el Estado, sin factibilidad de su alteración por la vía 
contractual, ya que la reinuneración se contempla dentro de los con- 
ceptos que couforma el Presupuesto de Egresos del Estado. La Cons- 
titución Política Mexicana consagra el derecho a la remuneración 
por la presiación de LIU servicio,'%n los l¿-rmiuos que fijen las leyes.'" 
El uotario tambiéri es funciouario público, pero no como furiciona- 
rio de la adniiuistración. pues ni recibe sueldo del E~tado, '~  iii rinde 

público directaniate rmfonsdle no t e n p  bienes o los que tenga no sean rtqicientes para 
responder rlu los daños y fmjuicios causados. .. ': 

Y' Carral y de Teresa. Luis. Bmcho notarial y d d z o  regishal, Ed.  Porrúa, S .  A., 
12' ed.,  México, 1993, p. 100. 

" Ley dcl Notariado para el Distrito Federal: "Arrl: 222.-Lor ~zotan'os son respon- 
srililes pur los delilor o fallas que conietan en 61 qerclcio de ru función, en br thminos que 
preriiaen las @es penales d e l  fuero cornzin y , federnler.. . ': 

'" Constitución Política Mexicana: " A i x  5"-A n i q w z a  pmona podní impedirse 
que se dedique a la proferión, d u s t n ' a ,  conmcio o trdajo que le ncomon'e, siarlo licitas.. . 
Nadie p o h í  ser obligado a prestar trd@as persmaler sin la jw ta  r~t?iliunúrh y sin su pleno 
conrenti~nlato, saliio el trdajo ir@uedo como pena por lo autoridad judicial .. ': 

'Toiistitución Política hlexicana: "Al i r  13.-Nadi~ puede ser jugado por @es 
piiuaiivns ni por t?ibtm&~ especiales. Ningumn pmona o coipornción puede tener fim, ni 
p a r  más emulun~enlos que los que reun cornpensaciór~ de seruzcios públicos y estén fijador pw 
fa @y... i 

" Ley del Notariado para el Distrito Federal: "A~rr: 13.-El notano ejerce su fin- 
ciUn s i n  somlimiento al r m n o  y sin sueMo o zp~a la  del Gobiona 0 de entidades públicas o 
priuadaj, n i  fíiion'tümo alguno. La  fe pública se $me  ni cada caso conmeto. 
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cueiitas de sus actos coino profesioiial (no tiene un jefe de quien 
reciba órdenes o a quien deba obcdecer); sólo está sujeto a las respon- 
sahilidades discipliiiarias en caso que no se tina a los preceptos de 
la furnia a la que debe su~etar su iutervencióii al crear el instru- 
ineuto pí~hlico.'~ Su retribución se fija eu funcióii de los aranceles 
que se esiablecen por las leyes de cada Entidad Federativa, que el 
notario cobra a sus clientes, y sc fundan en razonamientos dc tipo 
financiero que permitan al iiuhrio una actuación independiente que 
garantice, por tanto, su ir~iparcialidad, con la obligación de disminuir 
su retribución en casos específicos como pudieran ser los relacioiia- 
dos con los sectores de la poblaci61i despro~egida económicamente, 
o con asuntos de iiilerés político o electoral.'" 

"Coii todo lo aiiterior podemos atirinar que el notario es sicni- 
pre una persoiia física que goza de un título recouocido en la disci- 
plina social del derecho, y que el Estado, ya sea a través del Poder 
Ejecutivo o dc éste y el Poder Legislativo -como siicedc en algunos 
E s l a d o t ,  le otorgaii de acuerdo a la ley, la capacidad para otorgar 
y dar fe pública, ejercitando esa persona su fuiicióii notarial dentro 

'"ey del Notariado para cl Distrito Federal: "A117: 223.-El notario inmnil-á m 
wsponsaliilidad ~ulmi~~ishntiria por iiiolacionm n estu o a otras @es rrlacionrrdas con su 
fimción ptililica, y c m  m d n o  (le1 ejercicio de la mtsmn, sionpre que tales uiolan@.nes sean 
inrputnblui al nota% El mtario no tendrá responsabilidad mando el resultado de SUS 
actuaciontx sea par n w r  da opinión juridica fundada o sea curuinlencia de las maniJestano- 
nes, (declaraciones o insln~cciones de los prestatarios, de los cuncuimLtes o partes, u éstos hayan 
esprpJado ru consnii>nicuto c m  dicho multado, sin pejuicio de lo ieplidad que repla  la 
f u ~ t c i ó ~ ~  ~mtanal".  

"' Lry del Notariado para el Distrito Federal: L A i < ~  15.-Los notarios t m d r h  
derecho de olitener de los picrtatu,ios de sus reinicios el pago de hoizmarios, de annrwlo cm el 
arancel y de h p t o s  snficimtes que .se causen o hayun (le causarse. Can base en estudios 
ecoaónricos, el rolegio propondrá el proyecto de arancel jurto y propo>no,~arlo y lo Adniinirlm 
ción hará /m obseiuac~ones pertinentes y fundadar g en m caro, lo apiuhra. Entre lo presem 
tacióii del pruyecto 3; su publicaciin mediará un plazo no mayor de quince dFas hábiles. Pasado 
ere plazo se entender6 apivliado totulnmcte o en la parte no oújeladn con base olijelivf~. 
Aiii: 16.-Las mlvdrides  podrán repetir de h notarios la prestación de sur smicios para 
otmder asuntos de orden público o de intnés sociaC En eslor casos, las oufvridndex y el colcgio 
convmdri~u los honorarios crnrespondzintes. ,4117: 17-Los notavios participarán también, 
con tnrifm reducirlas y convenidos por el Colegio con lar autoridades correspondienter, m 
p o g ~ m ~ a s  de fomn~to n la vivienda y v.guhización de la lniencia de ia ppiopiedad inrnuchle. 
Aif'r. 19.-Los notarios estarán obligados a prestar sus servicios en los coros y m hr términos 
que estabkcan lor ordmaminrios clectaraler. L m  anloridades cwnpctmles, con la coadyuvnncia 
del Colegzo, o través (le su Conrejo, y con el auxilio en su caro de la Comisión de Howm y 

Justiea, cstarán muy atentas a ciiulquier irreplalidad a f i n  de que el servicio nota?ial m esta 
materia se preste de la n i q o r f m a  posible. E n  su caso, si mi h pidzerm las anloridades o los 
partidos. los ~Volmins podrrin q n n i z a r  reconidos pwa d m f e  si es menestq cmfonne al l umo  
p e  al qectcto ataiikca d Cf l i ep .  
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del ejercicio propio de las profesiones liberales, pero sujeto estricta- 
inerite a una reglameiitarión legal muy precisa, pues sus actos son, 
cri última instancia, actos materialmente ad~ninistrativos".~ La fun- 
ción notarial cs la actividad que el notario realiza conforme a las 
disposiciones de la ley. Posee una naturaleza compleja: es pública en 
cuaii~o proviene de los poderes del Estado y de la ley, que obran 
en recoiiociiniento público de la actividad profesiorial del notario y 
de la documentación ~iolarial al servicio de la sociedad; y por otra 
parte, es autó~iouia y libre, para que el uotario la ejerza, actuando 
con fe pública. 

3.3. Ida imparcialidad del notario y la parcialidad del abogado 

1.a abogacía es una profesión libre e independiente y uria insti- 
tución consagi-ada en orden a la Justicia, al asesoraniiento y a la de- 
fensa de los derechos e iiitereses públicos y privados mediante la 
aplicación de la ciciicia y de la técnica jurídica; a los abogados corres- 
ponde la protección de los intereses que scari susceptibles de defensa 
jurídica, de manera exclusiva y exc1uyente.Y' De no existir esta profe- 
sión, quienes ig~iorari las disposiciones jurídicas no sabrían cómo 
defenderse y ello provocaría múltiples injusticias; del inisnio modo, 
en los juicios no se preseutarían en forma clara los hechos y las 
pruebas, de tal manera que la labor del juez se dificultaria al momen- 
to de dictar sentencias."' 

La palabra abogado deriva de latín ad-vocalus, avocaw, que signi- 
fica Ilaniado, porque los romanos (dice la Enciclopedia Espasa) acos- 
tumbraban llamar en los asuntos difíciles para que les auxiliasen a las 
personas que tenían un conocimiento profundo del derecho. Tam- 
bién se ha designado a los abogados con el nonlbres de patronos, los 
que nos transporta a la institución de la dientela en la legislacióu rw 
inana. El palian tenía la obligación de ayudar a sus clientes de diversas 
maneras, y entre otras, defendiéndolos ante los tribunales. La palabra 
abogado es el participio pasado del verbo abogar que significa defen- 
der de palabra o por escrito ante los tribunales, o interceder o hablar 
a favur de otro; por tanto, en su sentido más amplio, abogado es la 
persona que defiende a otra o intercede por ella, y en su sentido pro- 

"'Cárderias Gonzilez, Fernando Antonio, "El iiatafio jautoridad o funcionaria 
público?", Revista & Derecho Notariul, Tomo 1, número 117, año XLIII, hruciación 
Nacional del Notariado Mexicano. A. C., Mixico, 2002, p. 211. 

*' niccionuno / ~ ~ i d z c o  Esfiam, Fundación Tomás Moro, Espasa-Calpe, Madrid, 
1993. 

" Pérez Feriiández dcl Carrillo, Bernardo, op. nt., p. 46. 
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pio y restringido, menciona a quien, con título oficial, defiende los 
intereses de otra persona ante las autoridades. 

Los his~oriadores afinnan que en Grecia fue donde la abogacía 
se convirtió en una verdadera profesión y que Pericles fue el primer 
abogado profesional. Solón reglanieritó aquélla, atribuyéridole carác- 
ter religioso y la institución se desarrolló ampliameri~e por la opor- 
tunidad que daba el Areópago para que los defensores cultivaran sus 
dotes oratorias e hicieran gala dc  sus conocimientos. 

En el Derecho roniario los patronos eran los abogados natura- 
les de sus clientes, pero al lado de ellos surgieron los jurisconsultos 
que se especializaron en la ciencia del Derecho. Grande fuc su pres- 
tigio, como se infierc de algunas leyes que se expidieron durante la 
Repíiblica y que ordenaron que los Poiitíficcs fuesen elegidos entre 
los abogados. Eran llamados entonces patroni y más tarde durante el 
Imperio advocati o causidici. Las personas infamadas no podían ejer- 
cer la abogacía y, no sin mucho esfuerzo, lograron los plebeyos que 
se les concediera ese derecho. Originariamente las mujeres podían 
ser abogadas, pero debido a los excesos de palabra y obra de una tal 
C q a  Afrania, que cohnó la paciencia de los pretores, se les prohibió 
hacerlo en lo sucesivo y sólo pudieron defenderse a sí mismas." 
Las Siete Partidas (del derecho espaíiol), describieron al abogado como 
el liomhe que razona p k t o s  de otro en juicio, o el suyo m,ismo, demandando 
o respmdiendo. 

El abogado es el jurista que corioce el caso cuando una relación 
jurídica, de la materia que fuere, sufre o va a sufrir una lesión y lo 
conoce dc forma parcial, esto es, a través de la versión dc una sola 
de las partes, que es a la que tendrá que asesol-ar y defender (el 
abogado tiene el deber de proteger a una de las partes y éticaniente 
está obligado a realizar todo cuanto pueda hacer por su cliente; 
puede aprovecharse de las deficiencias de la otra parte, porque no 
está obligado a protegerla; su deber fundamental es defender a su 
cliente); por lo tanto, en principio, no resulta posible identificar al 
valor de la imparcialidad con la actuación del abogado incluso, podría 
aíirrnarse, que este valor es inconipatible con su actividad, puesto 
quc debe conducir sus actos y orientar sus argumentos con un solo 
sentido, el de su cliente y debcrá presentar los hechos, si bien con 
absoluta objetividad, también con argumentos contundentes que 
orillen al juez a resolver a Lavor de su cliente. No significan estas 
aseveracioiics que el abogado deba tmcer el derecho en beneficio de 

'" Pallares, Eduardo, Diccionario de rlnecl~o procesnl c i d ,  Ed. Porríia, S. A . ,  
8-erl, México, 1975. 
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su cliente o que deba maquilinrlos heclios para convencer al juez que 
la razón, eii un conflicto, asiste a su cliente (abogado de malas causas), 
puesto que tales conductas no son sólo carentes de ética sino, inclu- 
sive, constitutivas de delito (y estos casos desprestigian a los aboga- 
dos, los convierten en abogados . ~ i n  platos); más bien significa que su 
valoraciones deben evitar buscar el equilibrio de los intereses de las 
partes en conflicto, y vencer a la otra parte con sus argumentos, ya 
que el abogado no actúa como juez, ni como conciliador, árbitro o 
mediador, sino como abogado, salvo que de la conciliacióri, arbitraje 
o mediación resulte un beueficio claro para su cliente, esto es, que 
gaiic, puesto que de otra forma su participación no se justificaría. 
Si el abogado actúa como juez, no tiene la visión del litigante, esto 
es, no está en conflicto, no compite contra la otra parte para ganar 
(puesto que nunca se compite sólo por la satisfacción de competir, 
independientemente del resultado, se compite para ganar o para 
intentar ganar y resultar vencido en el intento), actúa con absoluta 
objetividad e imparcialidad y trata de dar a cada quien lo suyo; si el 
abogado actúa como árliitro, su intervención es a solicitud de las dos 
partes cri conflicto y sus decisiones descansan en el resultado de las 
probanzas que se le presentan por las dos partes y tal vez con la 
asesoría de un abogado, en otras palabras, en ese caso su naturaleza 
se desvirtúa; y si actúa como mediador, su orientación y vocación 
deben ser absolutamente pacifistas, esto es, debe evitar un litigio, 
debe buscar que las partes en conflicto salgan satisfechas, no debe ama- 
rrar navajas, debe buscar que no haya un vencedor sino que ambas 
triunfen y que las dos partes resulten satisfechas, por lo que la me- 
diación no es el campo de actuación del abogado. 

Con lo anterior, la reflexión inicial en el sentido de ser imposi- 
ble identificar al valor de la imparcialidad con la actuación del aboga- 
do, admite una rectificación, y se podría afirmar que el valor de la 
imparcialidad no está alejado del todo de la actuación del abogado 
jurista, pues como lo senala el artículo ]"el Código de Ética Profe- 
sional de la Barra Mexicana: "El abogado lia de tener presente que 
cs un servidor del Dcrecho y un coadyuvante de la justicia...", y la 
justicia es, por naturaleza, imparcial, no se incliria para ningún lado 
o intercs, ya que para eso "la pintan ciega", pretende la seguridad 
jundica y el bien común, y un bien no puede ser común, cuando es 
poseído sólo por algunos con exclusión de los otros; es bien sólo 
cuando es benéfico para todos y este beneficio parte de la premisa 
del respeto de las cosas, interés y derecho de cada uno de los seres 
que conviven en sociedad, y este respeto, finalmente, nos conduce a 
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la seguridad, pues saliendo que cada uno debc conducirse con respe- 
to del otro, sin peligro, daiio o riesgo, la vida en sociedad es segura. 

El notario co~nieriza siendo abogado,"' ejerce uua función priva- 
da, pcro debe especializarse en la profesión notarial a ejercer, puesto 
que siendo la función notarial de orden e inlerés públicos, es indis- 
pensable que la misma se briride cri u11 ambiente de independencia, 
iinparcialidad y autonoinía, a fin que la fe pública que ejerce el nota- 
rio, se rrianifieste con libertad eri beneficio de la certeza y seguridad 
jurídicas que requiere el conglomerado social. Para este efecto, el 
artículo 27 de la Ley del Notariado para el Distrito Federal obliga a 
las autoridades administrativas y judiciales a proveer lo necesario para 
hacer ejktiwu y expedita la inu2pendacia funcional del Notariado, auxilzán- 
dole de la misma f o m ,  cuando asi lo requitra el notariado, para el eficaz 
ejercicio de sus funciones? En este orden de ideas, no es posible pensar 
en la conjuiición de las labores del notario y del abogado, es impor- 
taritc reflexionar sobre la separación de estas dos furiciones: abogado 
y nota.rio, puesto que resulta difícil concebir las dos en una sola per- 
sona; el abogado actúa en casos en donde existe contienda, donde 
se pretende que el interés de uno prevalezca sobre el de otro, en 
tanto que el notario se encarga de crear, objetivamente, ese interés; 
en otras palabras, si el abogado con su intervención busca que los 
tribunales impartan justicia, dándole a cada quien lo suyo, el notario 
con su inteiwencióri buscará detenniliar que es lo suyo de cada quien. 
La actuación de uno y otro tienen presupuestos diferentes, el abogado 
esgrime argumentos con base en hechos o docuinentos que tenga 
consistencia, quc sirvan para hacer prueba, que sean fehacientes, 
busca prcconstituir pruebas para un litigio futuro, no necesariamen- 
te seguro, en tanto que el notario crea esos documentos o consiata 
esos hechos que sirvan a los interesados para presentarlos al abogado 
y éste puede utilizarlos en juicio o fuera de él. La labor del notario 
es de creación, la labor del abogado es de discusión; puesto que si 
bien es cierto que, en ocasiones, al abogado le toca crear documen- 
tos (pcnseinos en contratos privados que con arreglo a las leyes sean 
suficientes o documentos mercaritilcs como actas de asairibleas o 
títulos ejecutivos), también lo es que, en todos ellos, actúa con abso- 
luta inclinación a los intereses del clientc que contrató sus servicios, 

" 1,ey del Notariado para el Distrito Federal: 'Íim 54.-Pma solicitar el examen 
de aspirante a nota&, el ir~lere.cwio deberá ratisfacer los sigi~ier~tes rquisilos.. . III. Ser @fe- 
sional del Derecho, con t í tub de abogado o licenciudo en Umcho )' con cédula profesional.. ". 

*" Por otra parte, cl artículo 28 de la misma 17, obliga a l a  autoridades dcl 
Distrito Federal a auxiliar a los notarios cuando los actos respecto de los cuales vaya 
a dar fe, así lo requieran. 
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esto es, es absolutamente parcial, y la mayoría de los citados docu- 
mentos requieren o una 1-atificación judicial, administrativa o registra1 
o bieu, una ratificación o reconocin~iento de firmas para su eficacia 
judicial o extrajudicial, en algunos casos. Por el contrario, los docu- 
mentos notariales tienen el sello legal de au~enticidad y eficacia tanto 
en juicio como fuera de él, puesto que el notario cn cada instrumeri- 
to y en la asesoría quc ofrece a los coniparecientes a su despacho 
notarial, se coriduce conforme a los principios jurídicos y deontológi- 
cos de su oficio profesional, por lo que no trata a una pane como a 
su cliente y a la otra no, para ambas tiene una coilsideracióri personal 
y profesional igual, coiiduciéndose con buena fe y briudaiido una 
ascsoría imparcial a todo aquel que solicite sus servicios. 

"Hallun en ti más compasión las lágrima del pobre, pero no más 
juslicia, que las informacion~~i. del rico. Procura descubrir la verdad por entre 
las promevas y dádivas del rico como por enlre 10.s sollozos e importunidades 
del pobre. Si alguna mujer hermosa u i n i m  n pedirtejuslicia, quita los ojos 
d e  sus lágrimas p tus uidm de sus gemidos, y considera de espacio la sustan- 
cia de lo 9ue pide, si no quieres que se anegue tu razón m su llanto y tu  
bondad en sus s~cpiros." '~ 

El notario no cuida ni su bolsillo personal, ni el bolsillo de sus 
clientes, cuida que los actos respectos de los cuales da fc y que asieii- 
te por escrito mediante la redacción del iilstrunicnto notarial corres- 
pondiente, sean seguros jurídicamente y cn su celebración se cuin- 
plau todas las formalidades legales, para su absoluta e indiscutible . 
eficacia. Algunas ocasiones, tal forma de actuación le implican per- 
der clientela, puesto que por ningún motivo puede actuar con parcia- 
lidad hacia ninguna de las partes, sin importar, si alguna de ellas Ic 
provee frecuentemente de asuntos, pues en caso contrario, violaría la 
obligación que tiene de conducirse y actuar con imparcialidad, valor 
que es garantía y soporte dc la institucióri notarial a lo largo y ancho 
de todos los países donde se ejerce una fuución notarial de tipo 
latino, como eu MCxico. 

El decirriusexto Congreso del Notariado I,atino, celebrado eii la 
ciudad de Lima, Perú, en cl aiio de 1982, al respecto, por conducto 
de la comisióu corre~pondiente,"~ concluyó que el notario tiene el deber de 
informar a los okrrgantes de los efectos jundicos que se deriuahn del acto o 

'" Dc Cervaiites Saavedra, Miguel, El Inpioso Hidalgo Don @@te de ia Mancha. 
" l'érrz Fcrnández del Castillo, Bernardo, Doctrina notarial internacional, 

E d  Porrúa, S .  A., y Arociación Saciorial dzl Notariado Mexicano, A. C., 2' ed., 
MExico, 2001, p. 212. 
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contrato que v a n  a l h a r  a cabo, incluidas las consecumcias tributunas que 
emanen directamente de tal acto o contrato. La  imparcialidad del notario 
comporta, asimismo, el deber de aconsqar a las partes sobre los medios más 
idóneos para conseguir j u r i d i c a m t e  los fines prácticos que se proponen al 
contratal; o a l  otorgcr el acto junclico de que se trate. E l  asesoramiento y el 
consyo así entendidos deben presentarse a todos aquellos que h a n  requerido 
del notario la prestación de su función. Sin embargo, y por lo que se refiere 
especialmente a la información, el notario debe e x t m a r  s u  diligencia respecto 
del contratante que por cualquier razón puede considerarse como parte más 
débil. Finalmente la comisión entiende que el deber de información y aseswa- 
miento debe contarse a l  campo jurídico. El notario como tal no  debe constituir- 
se en asesor económico de los interesados. 

I 3.4. La imparcialidad del notario en la jurisprudencia 

En su acepción más general, el término jurisprudencia designa 
el estudio del derecho. La expresión originaria latina iurir puden t ia  
hacía rcferencia a la actividad iiiterpretativa del derecho, que estaba 
reservada en principio al poder oficial. Posteriorn~ente designó la 
actividad interpretativa efectuada por cuantos poseyesen pericia en 
derecho (uris prudentes), llegando a coiivertirse de ese modo en sinó- 
nimo dc ciencia jurídica. Desde un punto de vista técnico, se entien- 
dc por jurisprudencia el criterio constarite y uniforme de aplicar el 
dereclio de acuerdo con las sentencias dictadas por los tribuiiales de 
rango superior. 

La jurisprudencia tiene diferente importancia y rango de aplica- 
ción según se trate de países con sistema jurídico romanista o de 
código (Europa Contiuental y América Latina), o con sistema de dere- 
cho común o consuetudinario (common law), propio de los estados de 
cultura anglosajona. En los primeros, la jurisprudencia es fuente 
subsidiaria del derecho, ya que la primacía se reserva a la ley. El juez 
está soirictido única~rieiite a la ley y no queda viiiculado por cl prece- 
dente (sentencia anterior sobre u11 supuesto similar) ni por el critc- 
rio de los tribunales superiores, es decir, el órgano jurisdiccional es 
soberauo en el ejercicio de su fuiicióii. En los países de derecho 
común, por el contrario, las decisiones de los jueces tienen valor 
viuculante absoluto. El jurista, en presericia de un caso determinado, 
deberá rccurrir al estudio de los precedentes, es decir, tratará de 
encontrar alguria sentencia que haya resuelto uii caso similar. En sus 
alegatos, en lugar de citar preferentemente artículos de códigos, como 
sus colegas del sistema romanístico, hará sobre todo referencia a las 
sentencias judiciales anteriores. Por otra parte, los tribunales están 
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obligados a seguir el precedente, en el sentido de que una vez deci- 
dida una cuestión legal por un tribunal superior, todos los que sean 
de rango igual o inferior deberán acatarla. La fuerza que lajurispruden- 
cia tiene en este sistenia hace que corresporida a la misma ajustar el 
derecho a los cambios impuestos por la evolución social, econó~nica 
y cultural, lo que realiza, eu general, de forma más flexible y gradual 
de la que se observa en los países de sistema roinanista, en los que 
la adaptación requiere la ~nodificacióii de los códigos, mecánica más 
rígida.'R 

La jurisprudencia eu el sentido en la consideramos en México, 
se produce en virtud del juego de los recursos judiciales, por un 
tribunal suprcnio o suprema corte o, mediante la actividad de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación con ocasión dc los juicios de 
amparo. Para nosotros, la función de la jurisprudencia no es la 
de crear derecho, sino la de interpretar el derecho creado por el 
legislador. La Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
define la jurisprudencia ol>ligalona como el criterio susteutado en cin- 
co ejecutorias del Pleno o de las Salas de la Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Nación, no interrumpidas por otra en contrario. La juns- 
prudeucia es una manifestacióii de la interpretación judicial del 
derecho; pero no todos los órganos jurisdiccioiiales pueden crear 
jurisprudencia (sentar jurisprudencia), ésta es una potestad que sólo 
los tribunales federales; por lo tanto, ningún tribuual estatal puede 
sentar jurisprudencia. 

La consideracióii sobre el valor de la interveución notarial y la 
coiiviccióri de que el notario, cn el ejercicio de su función, se con- 
duce con estricto apego a las disposiciones legales y actúa con abso- 
luta imparcididad. ha sido recibida por los tribunales, en sus diversas 
resoluciones que han sentado jurisprudencia, entre otras, cn las si- 

I guientes: 
a) TESTIMONIO SOTARIAL. SU NO INSCIUPCIÓN EN EL REGISTRO PÚ- 

BLICO DE LA PROPIEDAD NO LO I~VALIDA. Lafinalidad de la inscripción de 
un instrumento notarial con,siste sólo en la publicidad de éste, toda u n  que 
el acto en el consignado surte efctos desde el momento de su ce~bración y 
los derecl~os ahí establecidos provienen del acto juridico declarado, es decir, los 
efectos de esa insn$ción son declarativos, no  constitutivos de derechos; luego, 
si en la especie la parte uctora acredito su personalidad en el juicio con la 
exhibición del testimonio notarial número 1219, la falla dr! s u  inscripción a 

'"ncic@edia Ilispáwica, volumen 8, Encyclopaedia Britannica Publishers, Inc.. 
E.U.A., 1995. 
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el Kegzstm Público de la Propiedad no lo inualida, puesto que el quejoso, 
siendo parte en el juicio, tuvo conocimiento de aquél, dándose enlonms prpre- 
cisamente lafinalidad de la insnipción. (Tribunal Colegiado del Déciriio 
Sexto Circuito: Amparo Directo 858/86. Rogelio Barragán Galván. 10 
dc marzo de 1987. Unanimidad de votos. Poricnte: Juan Solórzano 
Zavala. Secretaria: María del Carmen Prado Carrera). 

La tcsis relacionada hace referencia al valor de los actos jurídi- 
cos otorgados ante notario y refuerra el carácter declarativo que las 
inscripcioiies en el Registro Público tienen cri México; así pues, la 
constaiicia de un notario en el sentido que ante é1 se otorgó algún 
acto jurídico es suiiciente para que el mismo valga entre las partes. 

b) COPIA DE M ESCKITURAS PUBLICAS. Aun c u m d o  la segunda o 
t e r c m  copia de u n a  esnitura no  se haya expedido con las formalidades a que 
se refiere la iq, no  por eso puede decirse que no  deba ser considerada como 
dnc&ento público, como es el notario que la autoriza, quien merece plena fe 
y que certiJica la existmcia del original y auténtico, expedido por un funcio- 
nano que merece la fe pública, como es d notario que la autoriza, quien me- 
r e c e p h u f e  y que certifica la existencia del original y lafidelidad de la copia; 
y esto basta para que deba ser claszJicado como documento auténtico, expedido 
por un funcionano que wlerece la fe pública, m lo relativo al ejercicio de sus 
 funcione.^; y cunndo la iq define los testimonios, diciendo que son lrw @me- 
ras copias de las escrituras expedidas pm el notario ante quien se otorgaron, 
y las ulteriores copia.: dadas por el mandato judicial, con citación de la per- 
rana a quien interesan, solamente quiere decir que las copias postm'ores, que 
no han  sido expedidm por mndutojudicial n i  con la citación del intmrulu, no 
son., con arreglo a dmcho, testimonios, pero que no  carezcan de los requisitos 
necesarios para que se les cclazjique como documentos fehacientes. Cierto es 
que un documento de esa n a t u r a k a ,  no  es bastante para fundar u n a  acción 
ejecutiva, pues para este e/Icto, la iq quiere que se presente el primer lestimo- 
nio de las esm'turas públicrw, o las copias ulteriores, dadas por wlan,dato 
judicial, con citación de la perwnm a quien interesa su expedición; pero esto 
no  quiere decir que estas mismos copias no  puedan usarse en la i h  oordinaria 
y que tengan el carácter de docummlos fehacientes. (Amparo Directo 3432/ 
1968. Paz Alcántara de Rojas. Octubre 2 dc 1969. 4 votos. Ponente: 
Mariaiio Rarriírez LTázquez. 3"ala. Séptima Época. Vol. X. Cuarta 
Parte. Págiua 73). 

La fe pública de que está investido el iiotario, que implica que 
los docurriciitos autorizados por él hagan prueba plcria tanto en juicio 
como fuera de 61, sc aborda en esta tesis, si bien es cierto que tales 
documeiitos pueden Lcrrcr efectos diversos, pero por iiirigúri motivo 
dejan de ser docunientos aut¿hLicos, fehacientes. 
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c )  IMPROCEDENCIA DE LA SUSPENSIÓN DE FUNCIONES DEI. NOTARIO. 
Es improcedente conceder la suspensión contra el acuerdo administrativo que, 
fundándose en la 4, ordena que cesen los notarios en sus funcione.$ por lo 
que, con diclzu. suspensión podrán seguirse da.ños de d i f f i l  r$aración a las 
personas que acudieren en soliiitud de los servicios del notario, y si la sm-  
imcia de a m f ~ a m  es aduersa al demandante, resultarinn nulos y sin ningún 
valor todos los documentos que el mismo hubiera autorizado, causándose can 
eUo ,un, notorio perjuicio a la sociedad. (Especial. Sección Adrninistrativa. 
Níim. 142. Apéndice 1983. página 196. Vol. IX). 

La función notarial puede ser motivo de cuestioriamiento, siem- 
pre, en virtud que la misma no satisfaga cierto tipo de intereses, pero 
la actuación firmc, consciente y legítima del notario, dche sobrepo- 
nerse a cualquier tipo de cuestionaniienlo, tan esto es así, que la tesis 
relacionada dcscansa en su reflexión sobre esos principios. 

d) IKWACIDAE DEL NOTARIO PARA TRAMKAK UN JUICIO. U n  lt0tari0 
no  puede lrarnitar como aliogado un juicio sucesorio ante los tribunales, a u n  
cunndo a estejuicio no  h a y  contienda. El notario solamente puede intcrue- 
n i r  en las sucesiones como funcionario público en los casos expresa y limita- 
damenle señalados por la L q  Pmcesal Civil, & acuerdo con los Artículof 1872 
y r i p i m t e s  del Código del Distrito Federal y iernlorios Federales. Pero en este 
caso, el notario debe cobrar sus honorarios conforme al arancel de nmlarios, 
según disponu t$ Articulo 9Qe la Ley del Notariado y no  confirme, al arancel 
de abogados. (Epoca Sexta. Cuarta Parle. Vol. XVI, página 107. Amparo 
Directo 441/57. Juan Moulíri García. 4 votos). 

La tesis en cucstión, abunda sobre el hecho que el notario no 
debe realizar funciones diferentes a las estrictamente indispensables 
para ejercer su función como un aposiolado, que es la columna 
vertebral de la confianza púhlica. 

e) ES KESPOPÍSABILIDAD DEL NOTARiO IIiENTIFICAK A LOS COKTRA- 
TAVI'ES: Se da la relación de causa a efecto, entre la conducta de un notario 
y el rlano resentido por la persona suplantada en. el otolgamiento de un man- 
dato, como rwullado de lu negligencia de dicho notario, al  no  identzflcar a la 
otorgante del mandato, y como consecwacia de la inexactitud del fnüpio 
fedatario, al  asentar en la colrespondiente escritura, lo que de apariencia de 
kgalidad del citado poder y permite al faiso mmdatario d cobro del depósito 
bancario constituido a farior de la persona suplantada; e,í decil; al  hacer 
constar inexactamente el mencionado notario, que aquella persona otorgaba 
poder antl~ll~irno para pleilos y cobranzas y acto.$ de administración y de 
dominio, el citado fedatario creó el in,.ctrurnento adecuado pava que la insti- 
tución bancaria d$osilaria hiciera entrega, al falso apoderado del importe del 
mencionado d~púsito; en otras palabras, con la wfm'da escritura de pode6 creó 
el notario el instrumento m,ediante el m a l  el supuesto apoderado fmdu wórar 
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la suma indicada, en pq'uicio de su legiiima titulada. De lo antoior se col ip  
que la indebida conducta del notario fue causa eficiente del daño indicado, 
como pnmera acción idónea para que se produjera el mismo, conducta que 
hace derivar para él la responsabilidad pevista en el Articulo 1788 del C6- 
digo Civil para el Estado de Baja California, que dispone: "El que obrando 
ilkitumente o contra las buenas costumbres causa daño a otm, está obligado 
a repararlo, a menos que demuestre que el daño se pndujo como consecuencia 
de culpa o negligencia inexcusable de la victima". S in  que sea necesario, para 
determinar la responsabilidad del notario que el daño patrimonial + i d o  
haya sido exclusiuamente consecuencia de su expesada n e g l i p c i a ,  elemento 
que él excluya afirmando que "el banco no debió hacer entrega de la cantidad 
que tenía en depósito si no  se le devolvía peuiamente el título a que constaha 
dicho depósito. Y si a pesar de ello, la entregó, resulta evidente que el daño 
o perjuicio que con motivo de tal entrega pudiera resulta? n o  es u n a  conse 
cuencia inmediata y directa del poder que ante m i  se otorgó.. . : pues si la 
mencionada institución bancaria incunió a negligencia al entregar al falso 
apoderado el dinero depositado y sus intereses y esta conducta t a d i é n  contri- 
buyó a producir el resultado dañoso, pudo tal ver incurrir en diversa respon- 
sabilidad, que no es el cayo de determinar si la acción no  se gerció en contra 
de la citada institución; pero es necesario precisar que en todo caso, tal respon- 
sabilidad no  excluye la del citado notario, dado que sin su conducta idónea 
para producir el resultado dañoso, éste no  se habria producido, ya que sin la 
exhibición, del testimonio notarial del poder apamtemenle otorgado a f a v m  
delJalso mandatario, el banco no  habría dado trámite a su solicitud de retiro 
de los fon,dos depositados a nombre de quien en dicha escritura aparecía como 
poderdante. Debe en suma tenerse en consideración que, como lo ha  establecido 
la iercera Sala de la Sup-ema Corte de Justicia de la Nación, la base de la 
sanción de u n a  conducta es la capacidad que esa conducta tenga para produ- 
cir con certeza el resultado dañoso, es decil; la aptitud que esa conducta tenga 
para puducir  el resultado. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Jurisprudencia 1987-1988. Segunda Parte. Salas y Tesis Comunes. Vo- 
luriicii 11 D -a la- O. Mayo Ediciones. Libro 3, página 1910.) 

Tanta coiifianza sc deposita en la función notanal, que cualquier 
falta, por leve que pareciera, genera coiiflictos de tal envergadura 
como los que resultan de la tesis en cuestión, la que nos muestra que 
tal alta envergadura es correlativa de igual responsabilidad. 
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4. LA IMPARCIALIDAD DEL NOTARIO EN ASUNTOS 
EXTRAJUDICIALES Y SUCESOFUOS 

4.1. EL NOTARIO COMO CONSULTOR 

El notario, eri riucstro dereclio, tiene como uno de sus oficios, el 
de ser coiisejero, asesorjurídico y avenidor de quienes requieren su 
asisteiicia. Es, en efecto, misión suya la de instruir, con su autoridad 
de jurisconsulto, a los interesados, sobre las posibilidades legales, re- 
quisitos y corisecueiicias de la relación que quieren establecer, no 
menos que la de conciliar y coordinar, con la autoridad moral que le 
cs propia, las pretensiones de las partes, en el ritmo del Derecho 
y de la E t i ~ a . ~ "  

El notario, por su calidad de jurista, deseinpeiia una labor de 
consultoría constante; consultoría que puede realizar previa o con- 
coriiiiaiiteme~ite a su iiiterveiicióii en la forinalización de u11 negocio 
jurídico. E n  el fmmer supuesto podrá percibir sus honwarios como otro ju- 
rista c u a ~ u i m  y sin sujeción (11 Arancel Notarial. E n  el segundo supuesto, 
si su  adiriidad como jurista crislalizn docurnentalmente antes del i n , s l r u m -  
to, pudiendo así destacarse de su actividad '~uncionansta".  . . no  cabe duda 
que podrá tarnbiin percibir I~onorarios como pmJesiona1 del Derecl~o.. . 
La Ley del Notariado para el Distrito Federal, en su artículo 33, 
establece las actividades que son compatibles con el ejercicio de la 
fuiició~i notarial y, dentro de las mismas, regula la de: "ir Resolver 
conmrllas juridicm 06jetivanzente y ser consultor juridico extranjero emitiendo 
dictámenes objetivos". 

La consultoría es una de las actividades que realiza el notario, 
en sil calidad de profesional del derecho y, pareciera, es una de las 

~ 

"' C ~ a á i i  Tobeiias, Josi., Función nolwial y eldolación nolmial (le1 derecho, Iiisti- 
tuto Ed. Keus. Madrid, 1946. pp. 4546. 

"' tivila Alvarcz, Pedro, Esludios de dnccho notarial, Ed. Moritecorvo. S.A.. 
4' id . ,  Madrid, 1973, p. 20. 
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más características, pues el preciso conocimiento de la ley, convierte 
al notario en uno de los consultores más confiables ya que, auiiddo al 
conocimie~ito del derecho, están los pn~icipios y valores que susten- 
taii el ejercicio de su f~i~ición, tales como la excelencia, la especia- 
lización, la legitimación, la objetividad, el profesionalisrno, la impar- 
cialidad, la susteritabilidad, y su independe~icia.~' El notario conoce 
la ley y adecua, a su espíritu, los acuerdos y convenciones de los par- 
ticulares que acuden a su consejo; de esta manera, el notario, para 
el otorganiic~ito de un instrumento, dcbe asesorar a las partes y acon- 
sejarles de manera que se obtenga el fin lícito buscado por las mis- 
mas. Cierto es que esta función de consultor jurídico, el notario la 
comparte con el abogado, pero en el caso de aquel, la función de coii- 
sultoría tiene el valor agregado de la capacitación y especialización 
en la contratación además de que, como autor del documento, el no- 
tario proporciona mayor ventaja en el resultado de la consejería pues, 
necesariamente, la conducta de las partes, aconsejada por el notario, 
se plasniará en un documento notarial. 

El abogado no puede rii debe ser imparcial, toda su imaginación 
y creatividad la tiene que enfocar a favor de la causa de su cliente y 
en coritra de la otra parte. Tiene que ser eficaz técnica yjurídica~rien- 
te, su fuiición es conseguir una sentencia favorable para su cliente y 
condenatoria para su contraparte. No así el notario, que tiene obli- 
gación de ser asesor y proteger los intereses de los que concurran 
ante su presencia, debe redactar el contrato con la imparcialidad que 
al litigante no le cs posible. 

La furrción del notario es eminentemente jurídica, como profe- 
sional del derecho, escuclia a las partes, recoge su voluntad, los ase- 
sora y aconseja e interpretando esa voluntad, redacta, con imparcia- 
lidad, el documento que las partes leerán y conformes con su 
contenido, lo otorgarán manifestando su coniormidad con la forma 
en que, el notario, interpretó y plasmó su voluntad y, a mayor abun- 
damieiito, lo firmarán, con lo que las partes ratificarán esa voluntad 
expresada en el documento notarial. Es prccisamente en la corifor- 
mación del iiistrumento, donde el notario tiene que aplicar todos sus 
conocimieiitos jurídicos para redactar un documento que sea jurídi- 
camerilc perfecto y, para tal efecto, debe examinar y valorar todos los 
elementos y requisitos a satisfacer en el mismo. El notariado, es ser 
juricta, abugado, licenciado m derecho, perito en @es, oye, asesora, aconsqa 
a las partes; estudio @fundo, actualiración obligada, pernlanmtt; constan- 
te, in.tos1ayable. Como cuns.jero, siempre imparcial -qué dzficil resulta para 

" Ley del Notariado para el Uislnto Federal, artículo 50 

130 
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los ahgados sajones entendm esta característica toral del notariado lalino, 
que rrluilibra las partes, que las nivela-. A u t m  responsable del documento, 
lo concibe, lo crea, lo ajusta, lo redacta, y para ello intcrpeta ln voluntad 
ernpmca de las partes, traduce esa uoluntad en t h c i n o s  jurirlicos, utiliza los 
medios más adecuados que el h e c h o  opece, calz@a su legalidad, acredita la 
repee~mta&ón, examina títulos, cumple lns requisitos que la lqi exige, autoriza 
el instrumento, lo consma,  lo reproduce; todo eso es notariado.* 

En la doctrina notarial el notario es un "profesional del dcre- 
cho", guía de voluntades" que, con absoluta objetividad e imparcia- 
lidad, debe escuchar a las partes para conocer el negocio que Iiaii 
celebrado y le plantean para que, en un examen detallado del mis- 
mo, determine los elementos que se deberán satisfacer a fin de que 
el referido trato económico se convierta en uno de los contratos 
reglamentados por la ley o, incluso, de los no reglamentados pero 
que reúna los elemcritos de existencia y requisitos de validez que 
contemple el ordenairiieiito jurídico. Esa iriteraccióri del' notario con 
las partes, en su pritnera entrevista o audieircia," es lo que va a 
permitir que el notario conozca el "motivo determinante de la volun- 
tad de cada una de las partes" para negociar, para vincularse econó- 
inicanicnte, lo que, sin duda, le permitirá interpretar de la mejor 
manera esa volutirad para ajustarla a derecho de tal forma que el 
documento que redacte satisfaga, plenamente, esa intención negocia1 
que, el notario, tradujo en un negocio jurídico, para cuya confección 
verificó que el mismo cunipliera con todos los requisitos de forido y 
forma que el Ordetiamieilto Jurídico determina; así pues, el docu- 
inerito elaborado por el notario: a )  Satisface las necesidades de las 
partes; 6 )  Tiem la presurición de validez; y c) Produce todos los efectos 
jurídicos deseados; ade~nás de liaber cuidado el cabal curnplimierito 
a las leyes que t~ivierori relevaricia para el acto consignado en dicho 
documento. Tales aspectos los contempla la Ley del Notariado del 

-- 
*' Iturbide Galindo, Adnán R, "El Notariado en Sustantivo", Corifercncia ma- 

gistral dictada cn el Colegio de Notarios del Distrito Federal. A.C., el 17 de noviem- 
bre de  1999, publicada por la Revista de Derecho Notarial de la Asociación Nacioiial 
del Notariado Mexicano, A.C., Aiio XL, núniero 114, México, 1999. 

" Núñer Lagos y Gorizálcz, I'aloniino, citado por Luir Carral y de Teresa, op. 
al., p. 43. 

"' La audiencia es una "end+atia: un scntir, los unos delante de los otros 
- d ~  iizsu el audilu-, '' a la ver". cada uno "con los demkq". "Los Esquemas Coiicep 
tuales del Instrumento Público". Conferencia magistral dictada por el sr. Notario 
Rafael Kúiiez Lagos en el 11 Corigreso Internacional del Notariado Latino, publicada 
por la Kevista Notarial del Consqjo del Colegio de Notarios del Distrito Federal, 
Vol. V, Año VI, núm. 20, México, 1955. 
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Distrito Federal,45 al señalar, en su artículo 31 que: "El gercicio de la 
función notarial es incompatible con tolla restricción de la libertad personal, 
de lasfacultades de apreciación y de expresión: y uo podría ser de otra 
manera, puesto que si el notario es el confidente4Qe las partes, es 
en la exposición que se le presenta, doude hace una auscultacióii del 
negocio, de las verdaderas intenciones y deseos de los coritratarites, 
de tal modo que su ánimo no debe, eu lo más rnínirno, estar violen- 
tado por circunstaiicia. jurídica o extra-jurídica, alguna, debe tener 
una libertad absoluta para discernir de la mejor manera y apreciar en 
su justo contexto el interés en el negocio que se revela a sus sentidos; 
dc esta niauera, cquién inás que el notario está facultado para estu- 
diar los antecedcutes, examinar los titulas y redactar el iiistrurnento?, 
<quién más que él está capacitado para calificar la legalidad y proce- 
dencia del negocio? y, asimismo, ¿quién más que él está en aptitud 
de conocer las consecuencias jurídicas del acto celebrado por las 
partes, de modo tal que, con suficiencia, pueda "ilustrar a los otorgan- 
tes acerca del valor, las consecuencias y alcance legales del contenido de la 
esoitura"? "' La respuesta a estas interrogantes nos orilla a la afirma- 
ción de que el notario es el profesionista indicado para brindar segu- 
ridad y certeza a las partes contraiantes logrando, con ello, que se 
cumpla el fin último del ordenamiento jurídico mexicano, esto es, la 
seguridad juridica. En sunia es el notario quicii, couocedor de los 
pormeriores del negocio, pone los cimientos para la construcción de 
un instrumento notarial sólido en el que se cubrcn todos los requi- 
sitos de fondo y forma que el acto requiere de manera que, el mismo, 
surta los efectos deseados no sólo entre las partes sino tainbiéu freute 
a terceros, los que deberán estar y pasar, por la fe uotarial, a las 
corisecueiicias legales del acto formalizado. 

El notario es un jurista, "toma la norma vada,  en abstracto, que ha 
creado el iegkladoq la l h a  con un negocio juridico, y as i  contribuye a la 
creación de derec/zos subjetivos y de r~laciones jundicas. Convierte el pacto 
económico en pacto juridico y debe cmocer y está obligado a conocer e1 derecho 
vigente asi como la doctrina. Realizo, en suma, u n a  funci6njun'di~a.  E l  n e  
lario, en oca.sion,es, al no  encontrar molde legal el pacto económico yue se le 
presenta, idea u n a  norma popia para el coso, basado en sus cononmientos 
de jurirpmnto y en su ezpm'encia; y al hacerlo, como el legiskidol: mea u n a  

-- 

'"~iiblicada en la Gaceta Oficial del Distrito Fedcral, el 28 de marzo de 2000. 
" De1 latín confididens -nilis, participio activo de cor~fidérc, confiar- adjetivo 

que significa fiel, seguro, de confiaiira. Persona a quien otro Fía sus secretos o le 
encarga la ejeriición de cosas reservadas. Diccionario de lo L m p a  Españolo, u$. cit., 
pág. 379. 

" LLy del Notnriado para el Distrito Federal, Art. 102, fracc, XX, inciso d) 
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norma (v. gr. en los casos de contratos innominados, renuncias a las leyes que 
no  son de m d m  públzco, al redactar contratos complicados y que están insu- 
jicientemmte reglamentados, como el de fideicomiso, etc.). . . ':4" 

4.2. EL NOTARIO COMO ÁRBITRo 

El notario tiene reconocido por la mayoría de las legislaciones 
notariales de la República Mexicana, como un atribulo más en el 
deseinpelio de su función, la de fungir como árbitro o secretario en 
juicio arbitral (art. 33, fracc. VI de la Ley del Notariado para el D.F.). 
El árbitro es la persona que, sin ser funcionario judicial y por acuerdo 
de las partes en conflicto, conoce de un litigio, lo tramita y pronun- 
cia sentencia sobre él. El arbitraje es voluntario pues, en caso contra- 
rio, los tribunales carecerían de competencia y autoridad. Es, el arbi- 
traje, una fonna Iietero-compositiva, es decir, una solución al litigio, 
dada por un tercero imparcial (Carnelutti), un juez privado o varios, 
generalmente designado por las partes contendientes, siguiendo un 
procedimiento aunque regulado por la ley adjetiva tiene un ritual 
menos severo que el del procedimiento del proceso jurisdiccional. 
La resolución por la que se manifiesta el arreglo se denomina laudo, 
cuya eficacia depende de la voluntad de las partes o de la intervención 
judicial oficial, según las diversas variantes que se p r e ~ e n t e n . ~ ~  

El arbitraje puede definirse en una forma sencilla, como un me- 
dio o una técnica mediante el cual tratase de resolver las diferencias 
surgidas entre las partes o a través de la voluntaria sumisión de las 
mismas al fallo o laudo que debe rendir una tercera persona o comi- 
sión, no investidas de autoridad jurisdi~cional."~ El arbitraje es pues, 
un procedimiento formal, al que las partes acuden por voluntad propia 
y con reglas propias, encargarido la solución de su conflicto a un 
tercero imparcial, seleccionado por las mismas partes. 

En materia de arbitraje, encontramos los conceptos siguientes: 
a) Cliusula Compromisoria, que es un segmento, un apartado de un 
contrato en virtud del que las partes estipulan que en caso de surgir 
una contienda jurídica entre ellas, se someterán para su arreglo a un 
arbitraje. Es obvio, que esta cláusula que tiene el acuerdo de volun- 
tades de los interesados, es previa al nacimiento del litigio futuro y 

" Carral y de Teresa, Luis, op. cit., pp. 101 y 102. 
Flores Garcia, Fernando, Arbilraje. Diccionario Jurídico Mexicano, Tomo 1, 

A-B, Universidad Nacional Autónoma de México, México, 1982. 
"5iqneiros, José LUIS, Arl>iQe c&al Diccionario Jurídico Mexicano, Tomo 1, 

A-B, UNAM, México, 1982. 
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de su posterior arreglo arbitral; h)  Cumpromiso arbitral, es el acuerdo 
pactado entre las partes, una vez que ya se suscitó una controversia 
jurídica ciitre ellos, para que su lid sea diriiriida en el porvenir por 
medio del arbitraje; es decir, el conipromiso sc conviene después de 
planteado el pleito actual; y c) Contrato arbitral o contrato de arbitraje, es 
el acuerdo de voluntades entre los co~ileiidientes y cl árbitro desig- 
liado, en el que se consignan las obligacioiics y derechos de los ár- 
bitros en relación con las partes; así: el plazo para resolver, los liono- 
rarios a cubrir, 

En el ejercicio de su actividad corno árbitro, el notario debe 
ajustarse a las disposiciorics de los diferentes ordeiiamientos sustantivos 
o adjetivos, que reglameriteii esta materia; así piics, si de arbitraje 
coiriercial se trapa, las disposiciones conducentes se contienen en el 
Titulo Cuarto del Libro Quinto del Código de Comercio, por virtud 
de las cuales, el notario (erigido en Tribunal Arbitral) conocerá de las 
controversias que hayan surgido o puedan surgir entre las partes que 
decidieron someterse a su iritervencióii (mediante una cláusula com- 
promisoria o uri acuerdo independiente), respecto de una determi- 
nada relación jurídica, contractual o no contractual, excluyendo la 
intervención de un juez. El Código de Comercio Mexicano establece 
que el árbitro deberá coriducirse con imparcialidad e indel>t.ndencia, 
debiendo revelar a las partes todas aquellas circunstaiicias que le 
impidan actuar de la manera senalada y, en caso que no fuere así, al 
momento en que éstas sean conocidas por las partes, las mismas 
podrán recusarlo." Las cualidades de imparcial e indepclzdiente, son 
inherentes a la función norarial, por lo que podría afirmarse que un 
árbitro nato es un notario, ya que el mismo está impuesto para actuar 
con esti-icta s~jecióii a las leyes respectivas y cou absoluta objetividad, 
a grado tal que será el primero en excusarse de actuar conio árbitro 
si median circuiistancias que le impidan atender el procedimiento 
coi] iinparcialidiid, equidad, justicia y, consecuentemente, con scgu- 
ridad jurídica. 

" Flores García, Feriiaiido, Arbiiraje Diccionario Jurídico Mexicano, Tomo 1, 
A-B. Universidad Nacional Autónoma d e  México, México, 1982. 

Código dc  Comercio, ART. 1428.-"La persona u quien se cornuniqzre su po- 
ribb nmnbrumiento c m u  iLrliitm delierá r m h  todas im circu?~stancins yue puedan dar lugar 
a dudas just@cudas acwm de su irnpurcialidad o indel>endcnciar ... ': Alm 1429.-Un 
Úiltro sólo podrá ser recusado si ezUtm c i r ~ ~ r ~ s l a n ~ n s  que den lugar a dudas justificados 
wxpeda de su itnparciakdad o indepm<lencia, o si n o  posee las cualidada convenidar pm lur 
parter ". 
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La actuación del notario como árbitro que le permite, incluso, 
el cobro de las costas del procedimiento arbitral," sin sujctdrsc al 
arancel que se tenga establecido, irnprinic mayor garantía de efecti- 
vidad al procedimieiito mismo, pues si bien es cierto que el árbitro 
sólo decide como amigable coiriponedor o eri conciencia cuando las 
partes lo autorizan expresamente," tainbieii lo es que el notario (con 
una asccudciicia riatiiral sobre las partes que deriva de su considera- 
ción en la sociedad como honorable jurisperito), se conducirá coii- 
sideranrlo busca~ido resolver el litigio de mauera satisfactoria para 
ambas partes de manera que el laudo que dicte satisfaga los intereses 
dc ambas partes en conflicto (no obstante uno "gane" y otro "pier- 
da"), con lo que se logra una inipartición de justicia efectiva entre las 
pai-les puesto que todo conflicto tiende a buscar, siempre, una solu- 
ción y no a perpetuarse como conflicto. 

No obstante, se pregunta el doctor Bernardo Pérez Fernández 
del Castillo:'\es posible que el notario actúc como árbitro en los 
contraLos aiitc Cl otorgados?, iio será que ¿está excluido de esa posi- 
bilidad por considerar que tiene interés en el negocio? Las respuestas 
a estas interrogantcs las podemos encontrar en el desarrollo de este 
inciso y coincidiremos con el letrado, que sí es posible que cl notario 
actúc como árbitro eri los conflictos que resulten de los instrumentos 
otorgados ante él, pues si bien es cierto que él es su autor, también 
lo es que en su co~icepción, preparación e instrumeiitaciói~, se con- 
dujo con absoluta objetividad e imparcialidad y cuidó que el mismo 
satisficiera todos los requisitos legales; los derechos y las obligacioiies 
que nacen de los contratos otorgados autc Cl y de los cuales da fe, no 
son suyos, él no es parte en los mismos, las partes y los facultados u obli- 
gados son los que, eii su oportunidad, comparecieron ante él, le 
plantearon su rregocio y otorgaron el instrumento redactado por el 
notario y que, ahora, se encuentran en cotillicto que preteiideu re- 
solver medianle su arbitraje, con los mismos presupuestos que en su 
primera entrevista o audieiicia, esto es, descausando en la pericia y 
sapiencia del notario (ahora árbitro) y confiando en su imparcialidad 
y buena fe. Los impcdimentos que los códigos adjetivos establecen 
para que un juez conozca de un asunto se centran, prirnordial~nen~e, 

"' El Código de Comercio establece corno costas, lo siguiente: ARX 1416.- 
Para lor efecto.? del presnite t i t7h s i  enlmderá pm N Costas, los honwarios del tribunal 
arbitraS los p t o r  de viaje y demás expensas realizadus por h árliitros. .. ", 

" Articulo 1445 del Código de Comercio. 
" PPCrez Feriiáridrr d d  Castillo, Bernardo, El Cokpo de Notanos como centro 

admznistrador de arbitraje, Revista Mexicana de Derecho, Aiio 1, Núrn. 1, McGraw 
Hill/Interarnericana Editores, S. A de C. V., México, 1999, p. 199. 
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en el aspecto relativo a que pueda ser parcial; csto no sucede con el 
notario, la imparcialidad está en su naturaleza y no actúa con parcia- 
lidad, por convicción. Una cláusiila arbitral en un contrato, puede 
ser la vía por la cual, para todo lo relacionado con la interpretación 
y curriplimiento del rriisrno, las partes se sometan al arbitraje del 
notario autorizante del documento notarial y, en caso que a la ieclia 
del conflicto el notario respectivo rio estuviere en funciones, se pue- 
de convenir aceptar, como árbitro en el asunto, al notario que desig- 
ne cl Colegio de Notarios de la localidad. 

La mediación es uno de los mecanismos de solución pacífica de 
controversias, que se caracteriza por la participación de un tercero 
imparcial en Lin conflicto que, sin someterse a un procediniiento 
formal, involucra a otros, a fin de encontrar una solución satisfacto- 
ria para las dos o más partes en conflicto, razón por la cual, el me- 
diador o amigable componedor, no dicta una sentencia o emite una 
resolución que resuelva el conflicto y constriiia a las partes a acatar 
su dictamen; la solución alcanzada por las partes con la participación 
del mediador es conveniente para todas, no se resuelve el conflicto, 
se t m i n a  con él. 

La mediación es un proceso de resolución de disputas en el cual 
una o más terceras partes imparciales, intervienen en un conflicto 
con cl consentimiento de los disputantes y los asiste para que nego- 
cien un convenio satisfactorio para las partes. En otras palabras, la 
mcdiación abre u11 espacio seguro para que las personas involucradas 
en una controversia, puedan expresarse libre y abiertamente. En esta 
caso, las decisiones son tomadas por las partes. Además, la mediación 
trasciende la disputa y enseiia a los participantes nuevas formas de 
interacción y de manejo de situaciones conflictivas, habilitándolos 
para la interacción social, con el interés de que no tengan que recu- 
rrir a la mediación uuevaniente. 

En La mediación, lo que se busca es reconstruir la comunicación entre 
las partes que muchas veces están distanciadas: Corresponde al mediador 
facilitar la reconstrucción de esa comunicación fracturada y buscar el acerca- 
miento de las partes, a efecto de que su desavenencia no llegue a presentarse 
como u n  conflicto judicial, sino a que se den la oportunidad de amonizar sus 
distintos puntos de vista, a efcto de llegar a un acuerdo. El mediador se 
acerca a las partes mediante u n  mitodo para tmpatizm con ellas y lograr que 
uno y otro se escuchen activamente, no sólo los reclamos de sus posiciones, sino 
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sus verdaderas necesidades, así como sus sentimientos y emociones, para lo 
cual tmdru que haber sido capacitado en el mando de habilidades especzales 
para aplicar esle &lodo.i6 

La labor de mediación es otra de las que confonne a las leyes 
notariales del país, los notarios pueden reali~ar,"~ tal vez porque la 
actividad del notario consisle en ESCUCHAK a quienes acuden arite 
él a plantearle o un iiegocio o la solución de un conflicto; el notario 
a conciencia, con paciencia, sapiencia, y humildad, escucha a las par- 
tes, además, con una cualidad que lo deline y que es la imparcialidad 
(que lo coloca por cricinia del interés de las partes) aconseja a las 
mismas, caiializaiido sus diferencias a la obtención de una solución 
que resulte satisfactoria para las dos o más partes conflictuadas. Si 
bien es cierto que la mediación es posible cuando existe una disputa 
o diferencia, también lo es que al notario le toca prever dichas dispu- 
tas o diferencias y, en su caso, prevenirlas; así pues, el notario cono- 
ciendo cuál es la voluntad de las partes que acuden a su consejo, los 
asesora no sólo útil, sino eficazmente, labor ésta no sencilla, puesto 
que, las niás de las veces, quienes acuden al notario no saben lo que 
quieren y le corrcsporide al notario desentraiiar esa voluntad interna 
que no se sabe extcrnar, para conformar el negocio que no traicio- 
nará la voluntad de quienes confían en él y, además, satisfará sus 
intereses, tzrito en el aspecto jurídico, corno en el económico, adini- 
iiistrativo y fiscal. hí pues, el notario no sólo dcbe conocer el dere- 
cho, sino conocer la naturaleza humana, para conducirse de manera 
que inspire confianza a las personas que acudan arite él, logre ser el 
confidente de las partes y Ics proporcione la fórmula jurídica que 
colme sus aspiraciones e intereses y los mantenga a paz y a salvo de 
malas interpretaciones o soluciones inadecuadas. 

Ser notario no es suficiente para ser mediador, pero es un exce- 
lente principio para lograr la finalidad buscada por el mediador o 
amigable compoiiedor, u e  es la paz, valor éste que parece cada vez 
más alejado del modelo de vida dc las sociedades conternporáneas 
que se uianan por buscar preeminencias políticas o económicas, sin 
cuidado de los valores, personas o cosas que deban arrasar para 
conseguir su objetivo; que liacen de la violeucia no sólo un producto 
de difusión masiva, sino un modus vivendi, a grado tal que los ingresos 
por la comercialización de arrrias llegan a ser tan importantes que, 

. . 
" P&ez Frrnáiider del Castillo, Otlióri y Kodriguez Villa, Berta Mary Manual 

B&ico del Conciliador, Vivir en Paz, OKG, México, 2003, pp. 1415. 
" Ley del Notariado para rl Distrito Federal: An?i 33.-''El notario sipodrú . . .  

VI/. Ser mediador j~n'dico; WII. Ser mediador o concilzadm . . " 
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con la excusa de su destruccióri, se iuvierten cuantiosas sumas de 
diricro, se invaden piicl~los, se destruye11 culturas, se mancillari idio- 
sincrasias, y se construyen poderíos espurios que, en sus cimientos, 
llevari el material de su propia destrucción; en fin, las sociedades 
contemporáneas se olvidan de algo tan sencillo como lo que a los 
n~exicanos y a la humanidad, en general, nos criserió, de tiempo 
atrás, cl "benemérito de las américm", don Benito Juárez, al decir que: 
"entre los indi7iiduos como entre /as naciones, el respeto al derecho ajeno es la 
paz ". 

4.4. EI. NOTARIO COMO AUXILLiR DE La ADMINISTR~~CIÓN DE JUSTICIA 

La Corisii~ución Política dc los Estados Unidos Mexicanos, en su 
artículo 17, consagra el derecho de los rriexicarios para que sc les 
administre justicia por tribunales (indeperidicn~es y con fuerza ejecu- 
toria) que estarán expeditos para inipartirla en los plazos y términos 
quc fijen las leyes, emiticrido sus resolucioncs, seriala, de manera p n -  
tu, completa e imparcial. La administración ,de justicia, entonces, en 
este país, contiene las tres íes: INMEDITA, INTEGRA e IMPARCIAL. 

La administración de la justicia, para los riacionales mexicanos, 
es u11 derecho que preocupa, hondaniente, al Estado Mexicano, de 
modo tal que busca auxiliarse de la mayor cantidad de instituciones 
posibles, a fin de lograr el objetivo coiistitucioilal consisteute, preci- 
samente, en la administración de justicia; a este efecto, la Ley del 
Notariado para el Distrito Federal, en su artículo 7P, establece coino 
PRINCIITO REGULATORIO e IMPERATNO de la fuiicióri notarial: 
"V El qmicio de la actividad notarial, m la justa medida en que se requiera 
por los prestatarios de los swuicios; obrando con eslricto apego a la legalidad 
aplicable al caso concreto, de manera imnparcial, preventiva, voluntaria y 
auxiliar de la adminisiración de justicia, respclo de asuntos en que no  
haya corrtienda"; el artículo 11, expresamente, seiiala: "Los notarios 
son auxiiiares en la admiaisiración de justicia. La Asamblea, la Admi- 
nistración, el %Duna1 y el C&@o cea.dpi.,nr~ín a el desmtpmio de esta 

función"; y el artículo 42, cri su segurido párrafo, establece que: "El no- 
tario conserva los in,strumentos en el protocolo a su cargo, los reproduce y da  

fe de ellos. Actúa tamli ih  como auxiliar de la administración de justicia, 
como con~qmo,  áditro o asesor intmacional ,  en los términos que smialun las 
dirposLceones lelegales relativas". Dc los preceptos citados resulta que el 
notario, en el ejcrcicio de su función pública de responsabilidad 
privada, cs un auxiliar de la adrninistración de justicia en los asuntos 
en que no tiaya contienda. 
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Pero resulta importante precisar el seutido en que se cousidera 
al uotario corno auxiliar en la ndminislración de juslicia. Este término 
tieric dos significados: 1. Sinóriirno de función jurisdicciorial; y 11. Go- 
bicr~io y Administración de los Tribunales." Definitivamente, la acep- 
ción a utilizar es la primera, puesto que la segunda es una función 
propia de gobierno y corrcspoiide al Consejo de la Judicatura Fede- 
ral, en tCrmiiios de lo dispuesto por el artículo 100 de la Constitu- 
ción Política: "La administración, vigdancia y disciplina del PoderJudicial 
de Ea Federación,, con excepción de la Suprema Corte deJusticia de la Nación". 
La Adniinistración de justicia, corno fuucióu jurisdicciorial, se refiere 
a la actividad de los tribunales que se dirige a la resolución de con- 
troversias mediante el ejercicio, por los particulares, de las acciones 
que regulan las leyes adjetivas, conforme a los procedimientos regla- 
mentados por las rriismas. En este campo de la administración de 
justicia, los notarios tieueii un rol relevante, pues asuntos en los que 
no existe contienda y se someten a la jurisdicción de los tribunales 
(cpe son los conocidos corno jurisdicción voluntaria), son muchos y en 
todos ellos, el notario puede intervenir colaborando con el Estado en 
la adininis~ración de justicia. El Código de Procedimientos Civilcs 
para el Distrito Federal, en su artículo 839, define a la Jurisdicción 
Voluntaria, diciendo que: La jurisdicción voluntaria compiade todos los 
actos en que pnr disposición de lu lq o por solicitud de los inlwesados se 
requiere la intervenciiín de1 juez, sin que esté promovida n i  se promueva 
cualión alguna entre parter detmninadns. 

En la jurisdicción voluntaria no hay un vcrdadero juicio, no se 
juzga, iio se condena o se absuelve, el juez sólo se limita a fijar 
Iieclios, a realizar diligencias, a recibir declaraciones o archivar docu- 
mentos, siempre sin oposición alguna; tampoco en este tipo de asun- 
tos el juez dictará una sentencia, sino uua resolución, la cual no es 
necesario que "cause estado". 

Para I.avandera y Bellver <:ario, en España, como para Patria y 
Doni, en Italia, función notarial y jurisdicción voluntaria son, prác- 
ticamente, tí.rminos equivalentes. Según la tesis de este último, aun- 
que el iiotario carezca de jurisdicción en el sentido de que no tiene 
rnrrum imperium o ius glndii, ejerce jurisdicción si se acepta el sentido 
romauo de la llamada jurisdicción voluntaria que consistía en impri- 
niir forma y fuerza jui-ídicas a los actos y niariifestaciones conserisua- 
les o uriilaterales de la vida privada. Eutre la función ~iotarial y la 
función judicial del orden contencioso hay cierto parentesco, puesto 

1 
- 

'VixZamudio, 1-Iéctor, Administración de jiisticla, Diccionario Jiiridico Mexica- 
no. Tomo 1, A-B. Universidad Nacional Autónoma de México, México, 1982. 
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que ambas tienen como finalidad asegurar la eficacia de los derechos 
y, mediante ello, servir a la j u ~ t i c i a . ~ ~  

Para Francisco Xavier Arredondo Galván, en México,60 Ni ,Juris- 
diccicin n,i volunta&a, pues el vocablo 'Ijurisdicción voluntaria" es un 
desafortunado térniiuo jurídico, puesto que no significa su literalidad, 
ya que ni es verdadera '~tirisdicción", al no dirimir controversia algu- 
na, iii tampoco es realmente "voluntaria", puesto quc los particulares 
no pueden eri todos los casos optar por diversas vías o alternativas, 
sino que deben seguir ese procedimiento obligatoriamente por dis- 
posición de la ley ante los tribunales, si se requiere obtener el fin 
perseguido. 

Caben evidentes analogías entre la función notarial y la jurisdic- 
ción voluntaria: sobre todo si a esta última se le atribuye un signifi- 
cado de la máxinia latitud. Pero el resultado no es muy provechoso 
desde el punto de vista científico porque el concepto jurisdicción 
voluntaria es ambiguo en exceso. Por el proteísmo del coucepto puede 
concluirse que si bien toda o la mayor parte de la jurisdicción volun- 
taria dcbería integrarse en la furición notarial, esto no significa que 
todas las actuaciones notariales sean jurisdicción volu~itaria.~~ 

El procesalita José Becerra Bautista deuomina a los actos de 
jurisdicción voluntaria como pceso voluntario y los clasifica en dos 
grupos: 1. Proccsos voluntarios típicos. Son los procesos voluntarios 
de coritenido adrriinistrativo a cargo del ju=; en la formación de rela- 
ciones jurídicas concretas, acredita en forma solenine la legalidad del 
acto realizado. Entre estos procesos incluye: a) las informaciones ad 
papeluam; 6 )  la in~natriculación de inrnuebles; c) las informaciones 
posesorias; (li el apeo y deslinde. y 2. Procesos voluntarios alípicos. 
En cstos procesos, aunque también voluntarios, el juez debe resolver 
la petición respectiva, mediando tramitación siniilar a la contenciosa 
en que se reciben pruebas y se dicta resolucióii con fuerza constitu- 
tiva, de tal manera que crea derechos y obligaciones a favor del promo- 
vente y de terceros. Entre estos procesos incluye: a) adopción; 6) re- 
vocación voluntaria de la adopción; c) autorización para vender y 
gravar bicnes y trausigir sobre derechos de menores, incapacitados 
y ausentes; dj  declaración de estado de minoridad o de incapacidad 
por demencia; e) nombramiento de tutores;B nombrainicnto de cura- 

Y $  Jiinknez-Ariiau, Enrique, Demho nolnrial Euiisa, Paniplona, Espaiia, 1974, 

pp. 310-325. 
"" Arredondo Galván. Francisco Xaiier, La inlerumci&z del notario en algmos 

pincedimimtus de jurisdicción uolui~ta& Kevisra Mexicana d e  Derecho, Ano 1, iiiini. 1, 
McCraw IIill/liiteramericaiia Editores, S.A. de C.V., México. 1999, pág. 16'7. 

"' Jiménez-Arriaii, Ennquc, op. ñt., pp. 310-32.5 
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dores; g) autorizaciories judiciales que solicitan los emaucipados; h) de- 
pósito de personas; e, i )  otras intervenciones judiciales necesarias. 

Francisco Xavier Arredondo Galván distingue dos tipos de actos 
dc jurisdicción voluntaria, según el funcionario ante quien se trami- 
tcu, a saber: 1. Actos de jurisdicción voluntaria de compt.lmcia judicial. 
Se trata de los actos donde necesariamente debe iiitervenir el juez y 
que no pueden ser tramitados ante notario, porque implican autoriza- 
ciones o son complemento de capacidad insuficiente, donde el juez 
actúa corno autoridad en representación del Estado, protegiendo 
intereses superiores de la sociedad. y 2. Actos dejurisdicción iioluntaria 
de competencia nota7ial. Aquí se trata de actos de naturaleza exclusiva- 
mente cautelar-privada. donde uo se justifica la intervención del juez, 
pues sólo se protegen derechos de particulares sin existir materia de 
interés público alguna; actos que, sugerimos, deben pasar a la com- 
petencia notarial a fin de descongestionar la función jurisdiccional y 
abatir el costo de la justicia. Las actuaciones del registro y del estado 
civil que pueden quedar como concurrentes en la competencia de 
jueces del Registro Civil y notarios, aunque no son estrictamente 
de jurisdicción voluntaria, son: 1. El matrimoriio civil y las capitulaciw 
nes matrimoniales; 2. Aclaraciones de las actas del estado civil; 3. Di- 
vorcio aduiinistrativo."' 

En nuestra opinión, el notario moderno tiene ya los elementos 
para despacliar todo asunto de jurisdicción voluntaria; la mejor prue- 
ba de esta aseveración es que el notario despacha en la actualidad la 
mayor parte de este tipo de negocios (actividad documentadora y 
sucesoria); además, debemos tener en cuenta que el notario es fruto 
de una evolución social clara; y que esta evolucióii no está terminada. 
Por lo mismo, atribuirle al uotariado el despacho de diversos asuntos 
de cstc tipo, sería lo natural dentro de esta evolución y significaría 
progreso, no sólo para desahogar los tribunales que actualmente están 
congestionados de trabajo, sino para lograr una mejor colocación de 
estos negocios, los cuales como hemos visto no reúrieii los requisitos 
de los auténticos negocios judic ia le~.~~ 

Francisco Xavier Arredondo Galvári opina que, en principio, 
sólo deben ser atribuidas a la competencia notariai>quellas actuacio- 
nes de jurisdiccióu voluntaria o de carácter cautelar-privado, cuya 
finalidad puede ser lograda con la actuación del notario según las 
uormas qnc rcgulan su función y que no desvirtúen su compleja red 

" Arredurido Galváii, Francisco Xavier, op. cit., pp. 179-180. 
"' Morales Díaz, Francisco de Paula, El Nutmiado, su wulu~irin g pnrnncLpos mlmes, 

i\sociaciÓn Nacional del Notariado Mexicano, A. C.. 1? ed., hlfxico, 1994, p. 149. 
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de funciones públicas. En resumen, no deben ser notariales y deben 
quedar de la competencia judicial: a) los actos de jurisdicción volun- 
taria que afecten los intereses píiblicos; b) los actos en los que se trate 
dc la persona o de los bienes de menores e incapacitados; c) cuando 
se trate de autorizaciones compleniento de capacidad; y, d)  en gene- 
ral, cuando el juez intervenga como autoridad pan. definir y determinar 
un nombramiento o la definición de un derecho no controvertido. 
Actualineiite las legislaciones establecen algunos casos de coinpeten- 
cia concurrente judicial y notarial. El mismo autor cree que resulta 
conveniente suprimir dicha concurrencia, porque de esa manera no 
se logra el objetivo principal. Dejar en el ámbito de la jurisdicción 
todas aqiicll;is ar:tuaciones quc lo justifiquen; y, pasar al notario todas 
aquellas que no se justifiquen por la naturaleza del órgano jurisdic- 
cional y sí se acepten por la naturaleza misma cautelar privada de la 
función notarial. Se deben transferir al notario todas aquellas actua- 
ciones que rio sean de carácter jurisdiccional en su justa dimensión, 
a fin de que los jueces puedan administrar mejor la justicia entre los 
ciudadalos. Además, con tal Lrarisfereiicia, se cumple con la anhela- 
da medida de desahogar al Poder Judicial de todos los actos de 
~iatiiraleza cautelar-privada (actos de jurisdicción voluntaria que no 
inipliquen actos de autoridad o autorizaciones cornplcmcnLo de ca- 
pacidad), abatiendo así la lentitud y rezago y bajando considerable- 
mente el costo de la justicia para el Estado. 

l'ropoiie como actuaciones de jurisdicción voluntaria, las doce 
~i~pientes :  1. Las informaciones ad perpetuam rei memoriam para justi- 
ficar hechos y acreditar derechos; 2. Las iniormaciones ad perpetuam 
para acreditar residencia, buena conducta, dependencia económica 
o cualquier otro hecho notorio; 3. Las informaciones ad perpetuam para 
acreditar el dominio de construcciones; 4. Las informaciones ad per- 
petuam para comprobar la posesión de un derecho real; 5 .  Cambio 
voluntario de riorrilire o aclaración de uso indistinto de varhs nom- 
bres; 6. El procedimiento voluntario de apeo y deslinde; 7. La consti- 
tución y extinción voluntaria del patrimonio familiar; 8. Liquidación 
de sociedad conyugal sin conflicto ni menores; 9. Modificación vo- 
luntaria de capitulaciones rriatrirnoiiialcs; 10. La sucesióii testarrieii- 
taria sin conflicto ni menores; 11. La sucesión intestada sin conflicto 
ni mcnorcs; y 12. El iiombramicrito dc albacea en sucesiones sin coii- 
flicto ni menores. 

Por otra parte, corisidcra como ventajas para rnariterier o trans- 
ferir los actos de jurisdicción voluntaria a la función exclusiva de los 
notaiios, las siguientes: 
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1. Ap~ovechar la infrnestructura de las oficin(u nmtariales. 1.0s nota- 
rios tardan varios aiius para integrar un equipo de trabajo capacitado 
y eficiente. A través de constantes actualizaciones dotan a sus oficinas 
de los últiinos avances en iriformáuca e impresión documental. Todo 
eso corre a cargo de los propios notarios y el erario público no 
~eridría que dislraer partidas presupuestalcs para este fin. 

2. Utilizar la experiencia y capacidad juridica de 1o.s nota~fos .  En cl 
Distrito Fcderal, el acceso a la función notarial se realiza a travks de 
un riguroso examen de oposición quc implica serios estudios y larga 
capacitación previa eii la notaría por parte de su titular. De esta 
manera y por la práctica diaria el notario devicne en un verdadero 
expcrto jurídico. Esa experiencia adquirida, lo convierk en un verda- 
dero perito cri la materia, y lo coloca en la mejor posición como 
órgano adecuado para auxiliar al Poder Judicial en el buen manejo 
de los procesos de interés privado de jurisdiccióii voluntaria. Esta 
capacidad jurídica está garaiitizada con las responsabilidades admi- 
nistrativas, civiles y periales que establece la ley para la prestación de 
los servicios públicos notarialcs. Esta expcnencia jurídica y garanlía 
de responsabilidad puede ser aprovecliada por el Estado sin riecesi- 
dad de contratar o for~riar nuevos abogados para esta fuiicióir. 

3. Se logru un procedimiento más rúpido, más simple y más barato. 
El trimite del procedimiento de jurisdicción voluntaria en  notarías 
será sin duda más rápido, por contar éstas con equipos niodernos 
y personal suficiente; más simple, porque se evitan algunas etapas y 
tiempos que en materia procesal son inevitables y que alargan el 
procedimiento; mis barato, porque los costos que actualinetite se 
produce11 en la prestaciórr vía judicial, aunque formalnie~ite se dice 
son servicios gratuitos para el usuario, en la realidad generan liorio- 
rarios y gatitos, tanto dc abogados como de los terceros. Además, para 
el Poder Judicial se destina uii fuerte gasto administrativo que se 
croga del presupuesto público; y otro elemento que incide en el 
costo del actual servicio judicial es el tierripo; las "ires" y "venires" y 
la conocida lenta tra~riitación vía judicial por el cúnrulo de trabajo 
representan tiempo, el ticiripo cuesta dinero y esto cada quien lo 
valora de diferente forma. Todos estos gastos se reducirían notable- 
incrite con la intervención notarial. 

4. Se facilita a los ciudadanos mayor nncceso a la seguridad juridica. 
La poblacióir tendrá más facilidad para realizar trámites de jurisdic- 
ción voluntaria que hoy no efectúa, en virtud de que para empezar 
cl trámite tienc que acudir al despacho de algún abogado a contratar 
sus servicios y su expectativa es que será sin duda i i r i  engorroso 
trámite con muchos gastos. Por ello, muclias personas que desean y 
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requieren un trámite de jurisdicción voluntaria, no lo realizan, pri- 
vándose así de acceder a la justicia y a la seguridad jurídica, en de- 
trimento de la armonía y la paz social. Así, muchas familias acumulan 
trámi~es legales peiidientes que van dejando pasar, a veces de gene- 
ración en geueración, provocando en la intimidad de la familia ten- 
siones iuútiles y, en ocasiones, divisiones y discusiones iriterminablcs, 
que a la larga traen graves consecueiicias de desunión faniiliar y 
sobre todo, producen costos más elevados por la incomunicación 
cada vez mayor que se va creando. Con el traslado de algunos várni- 
tes de jurisdicción voluntaria al notario, la población tendrá un inayor 
acceso a la seguiidad jurídica. 

5 .  SI: aumenta la presencial del "derecho preventivo". El derecho "cau- 
telar", que no es otra cosa que el derecho "preventivo", es fuiidarnen- 
tal en la vida social. Tenemos que vivir todos con seguridad, para ello 
es convenieiite redactar los contratos de manera auténtica: debemos 
dejar certeza en lai obligaciories que asiiniirnos, si somos acreedores; 
debcnios obtener debidamente garantías de que seremos paga- 
dos; debeinos estar ciertos de que somos los únicos y verdaderos 
propietarios de nuestros bienes; que tenernos capacidad de represen- 
tacióii y defensa, que tenernos documerilos con los cuales podernos 
probar nuestros derechos y que nos permiten reclamar su cumpli- 
miento, cii fin, que contamos coi1 herramientas jurídicas válidas y 
eficaces para acceder a la justicia. El derecho preventivo realiza una 
función anti-litigiosa, pues evita que las personas tengan que discutir 
y litigar todo y, principalmente, que tengan que pagar el alto costo 
que implica acceder a la función jurisdiccioiial. El derecho prevenli- 
vo fija con precisión y deíinitividad los derechos y las obligaciones, 
evita dilaciones y discusiones que alteran la vida productiva del país. 
Si hay inayor presencia del derecho cautelar eii la vida social, si se 
fo~neiita la asesoría y el consejo a través de jueces, abogados y nota- 
rios, entoiiccs se verá reducida notablemente la acción jurisdiccioiial. 
Es uiia pi-ioridad social difundir y promover la presencia del derecho 
preventivo, en bien de las familias y de las empresas que desear) con- 
servar su patnnioriio y evitar ser sorprendidos por personas atrabiliarias 
que pretendan abusar de sus derechos. Es fundamental lograr en 
nucsiras coinuiiidades la armonía social y una buena parte de ellas 
se logra a trüves de una coritratación ágil y segura, y olra, con proccdi- 
mieiitos fáciles y seguros a través del juez y del notario, que pcnnitan 
a los ciudadanos lograr la certeza y seguridad jurídica que garantiza 
la Coristitución. 

6. Se abale el costo de la justicia a c q o  del Estado. Con el traslado 
de los actos de jurisdicción voluntaria a los notarios, se reducirá el 
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costo de la justicia, disminuirán los altos montos de presupuesto del 
erario público destinados a la prestación de los servicios del Poder 
Judicial. También se abate el costo de la justicia, al no distraer a los 
jueces en funciones que no son estrictamente jurisdiccionales, a fin 
de que dediquen toda su atención a resolver contiendas, o realizar las 
ac~uaciories de jurisdicción voluntaria que impliquen autorizaciones 
o actos de autoridad para proteger intereses públicos. 

7. Se traslada el costo del procedimiento a las particulares. En la actua- 
lidad todo corre por cuenca del erario público. Con el traslado de 
alguna fuiiciones de jurisdicción voluntaria, los costos se trasladan a 
los particulares que, a pesar de la primera impresión, no verin aumen- 
tados los "costos iridircctos" que ya hoy pagaban a través de los costos 
de abogados y de terceros. Los particulares tendrán la posibilidad de 
elegir el mejor servicio y el mejor costo. La libertad de elección viene 
a ser la característica dc la nueva prestación de tales servicios. 

8. Se garantiza u n  costo razonable del servicio a traués de las aranceles 
notariales. Los costos por los nuevos procedimientos de jurisdicción 
voluntaria no serán onerosos. La autoridad deberá fijar montos razo- 
nables y diferenciados, según la situación económica de los usuarios 
a través de los aranceles notariales que deberán ser actualizados. 
El costo notarial está regulado actualmente con aranceles que son 
bajos y, de ser necesario, si así se acordara con las autoridades nota- 
riales, se podría llegar a un corivenio con el colegio de notarios local 
para fijar cuotas razoiiables en los asuntos de jurisdicción voluntaria 
que garanticen a la población la prestación del servicio. 

9. Se refuerza la función, jurisdiccional del Estado. Con la supresión 
de funciones judiciales donde no haya controversia, se verá reforzado 
el servicio público jurisdiccional; pues éste podrá concentrarse en 
dirimir controversias y otorgar autorizaciones o dictar decretos de 
autoridad de interés público, sin necesidad de invertir su capacidad 
e infraestructura en trámites administrativos. Tendrá menos asuntos 
que desahogar y más capacidad y dedicación para impartir justicia 
pronta, como reclama al Estado la ciudadanía. 

El ler. Congreso de la Unión Internacional del Notariado Lati- 
no, celebrado en la Ciudad de Buenos Aires, en 1948, en materia de 
jurisdicción voluntaria, concluyó que: 

1. El notario latino es el profesional del derecho encargado de una 
función pública consistente en recibir, interpretar, y dar forma legal 
a la voluntad de las partes, redactando los instrumentos adecuados a 
ese fin y confiriéndoles autenticidad, conservar los originales de éstos 
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y expedir copias que den fe de su contenido. En su función está 
comprendida la autenticidad de los hechos; y 

2. Es su aspiración que todos los actos de jurisdicción voluntaria 
en el sentido dado a esta cxpresión en los países de tialila castellana, 
sean atribuidos, exclusivaniciite, a la competencia notarial. 

4.5. EL KOTrZRIO ANTP LOS ABUSOS EN LA CONTRATACION (CONI'RATOS 
DE ADIIESIÓN Y CONDICIO'IES GENERALES DE CONTRATACIÓN) 

De siempre, todos los negocios han tenido un sustrato económi- 
co; las ventajas o desventajas en un intercambio o trato ecoriómico, 
determinan nuestro proceder. Tan esto es así, que es de explorado 
derecho que todo proceso volitivo inicia con la concepción del acto 
jurídico a realizar, su deliberación en cuanto a su conveniencia o 
iriconveniencia. la decisión de su realización y, por Último, la &- 
festación de voluntad, en sentido &mativo o negativo, ya sea expre- 
sa o tácitameiite. Todo tralo se convierte en contrato, en tanto los 
negociantes lo presentan al notario y éste lo ajusta a derecho, 
conforniándolo en alguno de los tantos que reglamenta la legislación 
civil, que el notario debe conocer y redactar, con absoluta imparciali- 
dad, coordinando y equilibrando los intereses de aquéllos, de manc- 
ra que su voluntad fecunde en el campo del derecho. El documento 
que redacta el notario, reúiie tres elementos importantes: a )  Satisface 
las necesidades de las partes; 6)  Tiene la presunción de validez; y 
c) Produce todos los efectos jurídicos deseados; donde se dio cabal 
cunipliniiento a las leyes que tuvicron relevancia para el acto consig- 
nado en dicho documento. 

Con su intervención, en el mundo de los negocios, el notario 
garantiza no sólo el orden de aquél sino, además, un Orden Jurídico, 
que podría dcfinirse, como la coexistencia pacífica de un conglome- 
rado social, en una circunscripción territorial determinada, con es- 
tricto respeto a sus principios, valores y realidades que lo caracterizan 
y distinguen, de acuerdo a sus antecedentes e idiosincrasia jurídicas. 
"La actuación, del notario se i ~ s e r t a  a el mismo tráfico negocial, al que 
orienta con su labor asesora; se sitúa entre las partes, como tercero imparcial, 
que recoge s u  uoluntad negocinl, la traduce jun'dicamate, configura, redacta 
y dola al texto por él autorizado de u n a  presunción de legalidad e inviste de 
su fe pública. La  actividad del notario no  se refiere .sólo a un negocio presente, 
sino que empieza cuando todauia es futuro, y, d q k n d i a d o  de la voluntad 
de las partes, puede a ú n  moldearse, swtituirse o deshacerse" (Juan Vallet de 
Goytisolo). 
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La imparcialidad es una característica de definición del nocaria- 
do y está integrada por varios dcberes notariales que, cada vez más, 
sc ven presionados por diversos intereses económicos, de naturaleza 
pública o privada, que tratan de inclitiar la imparcialidad a su favor. 
Son muctcos los que a ú n  piensan que la función notarial es dilatmia y 
retardutoria, cumo si el notario tratara siempre de poner obstáculos a los 
negocios juridicos; nada mcis aIqado de lu realidad y h l  propio interés del 
notario, pues éste uive de hacer &rituras, n o  de no  hacerlas. L a  actuación 
nolarial estorba a los que actúan con segundas intenciones, con animo de 
f~aude, con deseo de violar las @es o no  pagar impuertos, etc., entonces s i  
m,contrarán e el notario u n a  molestia para sus finalidades (Alberto 
Paclieco). 

Se dice que los contratos que predoniinan en la actualidad, son 
los llamados contratos de adhesión6% aquellos en los que sc preseri- 
tan condiciones generales de contratación (véase, por ejemplo, aque- 
llos que versan sobre adquisición de vivienda con financiamiento 
oficial o privado, o bien, los relacionados con servicios públicos, conce- 
siooados o prestados por el sector oficial, o los de transporte, por 
citar algunos). Se sabe que el contrato de adhesióii es obra de la 
voluntad de una sola de las partes, el contenido de sus cláusulas ha 
sido confeccionado unilateralmente y la otra parte simplemente se 
adhiere sin posibilidad, en las más de las veces, de objetar su conte- 
nido. 

El abuso es el mal uso que alguna persona hace de la confianza 
que le ha sido depositada, aprovechándose de ella y, con esto, hacien- 
do víctima a otra persona de un acto, por regla general, deshonesto. 
En materia de contratación, abusa quien se aprovecha de la despro- 
porción de fuerza, iiúinero o de poder económico, en  una relación 
de negocios, haciendo víctima a la otra parte, a la quc se identifica 
como débil; no en todos los casos donde se presentan cundiciories 
generales de contratación o contratos de adhesión, existe u11 abuso 
del derccho, sino sólo en aquellos en que hay un aprovecliamiento 
con fines deshonestos. 

M La Ley Federal de l'roteccióii al Consumidor define, en su art. 85, a los 
contratos de adhesión corno: -...el documento elnborado unilntmal>nenu por el poueedor; 
para estacilecm en f m a t o s  i ~ n i j m e s  iar téminos y condiciona apkcabler a la adquisición 
de u n  producto, o la prestación de un seivicio, aun cuando dicho documento no contenga 
lodm lar cúíusulas mdinanas de un contrato. Todo contrato de d i e s iún  ce&ado en t m i -  
toiio nacional, para su iialidn, deberá atar  esm'to m idioma español y rus caraclma tendrán 
que ser legzbler a simple iiista.. Adm~ris no podrá implicar pleslocimw rlespr~orcimzadm a 
cargo de h x  cmlsumidDlPJ, oiiligncioner inequitatiuas o acimiuar, o mnlquier otra cláwula 
o texto que viole Inr disposiciones de esta ky". 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2004. Asociación Nacional del Notariado Mexicano, A. C.



Aparentemente, eu los contratos de adhesión, la labor del nota- 
rio se reduce a su mínima expresión, puesto que la voluntad de las 
partes, en el ncgocio, ya no se le plantea para que el notario confec- 
cione la solución Icgal, ésta ya se le presenta, incluso, redactada; no 
obstante: En los contratos con cláusulas predispuestas unilateralmate, el 
papel del notario permanece inmutable e insustituiblr: requiriéndok siempre 
su atento e imparcial control para asegurar que h partes conozcan el con- 
tenido y los efectos jurídicos de aquéllos, aun cuando el notario haya sido 
impuesto por urca de los ~tmgantes.~' 

Es claro que el redactor único, en un contrato, tendrá una in- 
clinación de proteger sus propios intereses y también a otorgar el 
menor número posible de concesiones a la otra parte; también está 
claro que, en cste tipo de situaciones, se puede llegar a la injusticia. 
Sin embargo, existen múltiples factores que tienden a equilibrar este 
tipo de relaciones, como por ejemplo, la intervención del Estado, 
que revisa y aprueba esos contratos de adhesión, estableciendo topes 
en la contratación, o bien, concediendo derechos específicos a la 
parte débil; o la intervención del notario que equilibra esta relación 
jurídica, explicando a cada una de las partes el valor y las consecuen- 
cias jurídicas de la operación que celebran, lo que proporciona al 
notario una magnífica ocasión para prestar asesoramiento jurídico a 
la "parte débil", cuando de esto carezca." Si el n o t h o  cumple con 
su deber de asesoría, no por esto desvirtúa su obligación de ser 
imparcial, pues podría decirse que se inclina por la parte más débil 
al aconsejarle y crearle la conciencia que podría, en casos extremos, 
impugnar el contrato por error o vicio en su voluntad; más bien 
cumple fiel y puntualmente con su obligación, pues debe informar 
a las partes (aun cuando la que confeccionó el contrato no lo nece- 
site) sobre el ualory consecuencias juridicas del contrato que celebran; 
no le corresponde al notario hacerles saber o explicarles el valor y 
consecuencias económicm del contrato que celebran, pues esto está ale- 
jado de su responsabilidad, si el notario explica el valor y consecuen- 
cias jurídicas, cuniple con su deber de obrar imparcialmente, pues en 
su calidad de jurisperito, debe advertir de esta circunstancia y si, a 
pesar de ello, las partes deciden contratar, en el caso específico, la 
parte débil decide contratar, las consecuencias económicas debe te- 
nerlas presentes, pues le tocará cumplirlas o sufrirlas en toda su 
dimensión. 

a Conclusión del XVII Congreso de la Unióri Internacional del Notariado 
Latino, celebrada en la Ciudad de Florencia. Italia, el año de 1984. 

* Morales Diaz, Francisco de Paula, ElNolmlado su mIuciÚn y fi'mipios osectores, 
Asociación Nacional del Notariado Mexicano, A. C., 1' ed., México, 1994, pp. R@-92. 
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En esta materia de contratos de adhesión, la Unión Internacio- 
nal del Notariado Latino, en su XVI Congreso Internacional, celebra- 
do en la Ciudad de Lima, Perú, en el año de 1982, recomendó que: 
es importante que el notario haga constar en la escritura que el contenido 
contractual ha  sido unilateralmente establecido pw la parte predominante. 
Recuérdese que existe u n a  regla sobre i n t e e t a c i ó n  de los contratos, expresa- 
mente recogida en algunas legislaciones, según la cual, la interpretación de 
las cláusulas de las contratos que sean oscuras o ambiguas nu debe favo~ecer 
nunca a la parte culpable de la oscuridad o ambigüedad. 

La Ley Federal de Protección al Consu~nidor,~~ vigcnte en Méxi- 
co, dispone (artículo 24) la creación de un Registro Público de Con- 
tratos de Adhesión, cuya organización está a cargo de la Procuraduría 
Federal del Consumidor (Organismo Descentralizado del Gobierno 

I Federal, con personalidad jurídica y patrimonio propio), donde se 
registran los contratos de adhesión que se celebren por los diferentes 
proveedores de bienes o semicios en el país, de manera que los con- 
sumidores tengan la certeza de que, dichos contratos cumplen con la 
normatividad aplicable; y dispone, también, que en caso de contratos 
de adhesión sujetos a Registro, éstos deberán contener una cláusula 
en la que se determine que la Procuraduría Federal del Consumidor 
será competente, en la vía administrativa, para resolver cualquier con- 
troversia que se suscite sobre la interpretación o cumplimie~ito de los 
mismos. 

Por lo que respecta a la contratación masiva, el notariado mexi- 
cano se ha visto inmerso, siempre, en las soluciones de los conflictos 
derivados de la explosión demográfica, que se traduce en escasez de 
todo tipo de satisfactores. Su calidad de jurista experto en diversas 
materias, le ha permitido interactuar cori todos los sectores sociales, 

"' La ley en cuestión entró cn vigor en México, el 25 de  diciembre de  1992, 
y fue recieiiternente reformada por decreto publicado cl 4 de mayo de 2004, y es 
una legislación, absolutamente, parcial, pues está destinada a protcger a una clase 
en la sociedad, esto es, a los consumidores, buscando con sus disposiciones, equi- 
dad, ccrteza y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y consurni- 
dores. La Ley de referencia establece como principios básicos, entre otros: "La in- 
,for?nai2ón &cuurlu y clara sobre los diferentes fmductos y souicios, c m  espec(ficncwn correctn 
de cantidad, caracterirticas, composición. calidad y precio, asi corno robe hlos viesps que 
representen ... La  protección contra la publicidad a p ñ o s a  y abusiua, métodos comerciales 
coercitivos y &leales, asi como contra pprkticas y cláusulas alrz~siuar o impumlur a el 
oliarteximiento de productos y smicios ... : y le imporic a los proveedores de bienes o 
servicios tina responsabilidad administrativa por los actos que realicen, tanto los 
mismos proveedores como sus siiburdinados, en contra de los derechos del consu- 
midor, obligando a dichos proveedores a uo aplicar cláusulas o condiciones abusivas 
en el abastecimiento de sus productos o servicios. 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2004. Asociación Nacional del Notariado Mexicano, A. C.



brindando la asesoría necesaria para la instrumentación de acciones 
coherentes deutro del niarco de leyes, políticas y programas naciona- 
les de desarrollo cconó~nico y social. A esto se le denomina labor 
social del notario. 

De csia manera, ha tenido que redimensionar sus herramientas 
tradicionales, tales como Instrumento y Prolocolo, para responder a 
una dinámica social que demanda agilidad en el servicio notarial, sin 
mella de la seguridad jurídica que es elemento definitorio de su 
actuación. La elaboración de instrumentos "cn niasa", resultado de la 
satisfacción simultánea a un gran cúmulo de demandas, no implica 
dejar de lado los requisitos tradicionales de los instrumentos públi- 
cos que pregonaba Rolandino, tales corno Extradocurnentales (o 
requisitos habilitantes, que no es indispensable que se narren en el 
texto del instrumento) e Intradocumentales (o sea, la escritura so- 
lemne y pública, el "tenor del negocio"), sino por el contrario, man- 
te~ierlos presentes en dichos instrumentos, iucluso de la manera como 
originalrnciite fueron concebidos. Así pues, las niiles de escrituras 
que se han elaborado (aproximadamente 500,000 escrituras en ma- 
teria de regularización de la tenencia de la tierra en el Distrito Fede- 
ral, con la intervención de la Dirección General de Regularización 
Territorial), con el sello de "escrituración masiva", satisfacen, plena- 
mente, los elementos que, para cada una de ellas, establecen las leyes 
notariales de los Estados de la República Mexicana. 
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5. LA IMPARCIALIDAD DEL NOTARIO 
EN EL DERECHO POSITIVO MEXICANO 

I 5.1. LEGISLACIÓN NOTNUAL MEXICANA 

I a) La imparcialidad de la seguridad jurídica notantanal 

El Notariado es una Institución que encuentra su origen en la 
sociedad misma, como satisfactor a necesidades cotidianas que nece- 
sitar~ llenar requisitos y formalidades ajustadas a derecho y que, con- 
secuentemente, traen armonias en las indistintas cuestiones que 
necesitando de legislación encuentran en éste (el Notariado), certeza 
y seguridad jurídica en el marco social donde el notario, corno perito 
en derecho, cs pilar fundamental de justicia, de equidad, de integri- 
dad, de honradez, es decir: de "IMPARCIALIDAD. 

La imparcialidad, como principio rector de la actividad notarial, 
es el meollo constitutivo de la identidad notarial, razón por la cual 
nace en gobernantes y ciudadanos la confianza, la fe, la certeza de 
que los actos que produzca el notario serán la verdad legal. 

Por las cualidades que tiene la institución del Notariado, que 
fue adquiriendo a través de los siglos por el requerimiento social y 
por las cualidades que ahora tiene, que lo signan como equitativo, 
justo, Iionesto, honrado, insobornable, ecuánime, incorruptible, justi- 
ciero, neutral, objetivo, desapasionado y, sohre todo, imparcial, es lo 
que se preteude razonar a través de este ensayo resaltando la impar- 
cialidad del notario como asesor en los negocios que se le consultan 
o se otorgan ante él, la importancia que la imparcialidad tiene, en la 
elaboracióri, preparación, y redacción de contratos, y señalando el 
papel fundamental que el Notario tiene y representa en la sociedad, 
viendo la tr-dscendencia de éste en el desarrollo de la misma y en su 

* Estado de Jalisco, México. 
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conservación, así conio la importancia que revestirá en el futuro en 
una sociedad que se desenwelve y desarrolla con todos los proble- 
mas de la globalización, siendo el Notario el jurista que por sus 
alcances y capacidad y preparación cotidiana, es idóneo para este 
progreso instilucional. 

La imparcialidad, conio principio cardinal eleniental de la fun- 
ción notarial al igual que el sistema jurídico que nos rige, es de 
innegable importaucia. Etimológicainente viene del prefijo in nega- 
tivo y parcial de pasqatens que significa parte, lo que se traduce que 
el notario no es parte, es decir, que 110 puede estar de un lado o de 
otro de las partes que integren un acto notarial. La enciclopedia nos 
dice que la calidad de imparcialidad, es carencia de parcialidad, o sea 
falta de designio anticipado o dc prevención a favor o en contra de 
persoiia o cosas, de que resulta poderse juzgar o proceder; por lo 
tanto, i~nparcialidad es: desinterés frente a las partes, un trato sin 
favoritismos, una consideración equidistante y ecuánime, observar 
desapasionadamente, objetivamente, neutralmente. 

El Diccionario Jundico define a la imparcialidad, conio "falta de 
designio anticipado o de prevención a favor o en contra de personas 
o cosas, de lo que resulta la posibilidad de juzgar o proceder con 
rectitud". 

La imparcialidad surge en la estructura básica de las sociedades 
que la deben de tener corno idea directriz de sus principios de j u i  
ticia, un acuerdo original de donde deben partir todo tipo de rela- 
ciones dentro de la misma, estos principios rectorcs son los que las 
personas dentro de la sociedad en libertad aceptan como definitorios 
de los términos fundamentales de su asociación. Estos principios que 
la sociedad misma acepta en un clinia de libertad, serán desde este 
momento punto de partida para regular todos los acuerdos posterio- 
res, especificando los tipos de cooperación social que se pueden 
llevar a cabo y las formas de gobierno que pueden establecerse. 

Este acuerdo al que Ilaniaremos Contrato Social, consiste en que 
todos los integrantes de la sociedad, en un acuerdo original, ponen 
el antecedente que regulará las pretensiones de unos y otros, y los 
principios que decidirán qué es justo y qué no lo es, determinando 
los principios de la justicia. 

En esta sociedad, los asuntos que necesiten dirimirse, lo serán 
con la seguridad que partirán de una base de imparcialidad, puesto 
que dé los principios que serán juzgados, dichos asuntos surgieron 
del consenso social, el cual es plenamente aprobado y la resolución 
que se de será socialmente aceptada, al estar apegada a los principios 
de justicia, que rigen dicha sociedad. 
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Por lo expuesto, la imparcialidad nace del consenso social, es 
decir, en el apego a este acuerdo de cada uno de los miembros que 
la forman, y donde se crean nomas de conducta social, de gobierno 
y la fonria de administración de la justicia, sin que ningún sector de 
la sociedad salga pe judicado, ni siquiera uno solo de los individuos, 
puesto que no se justifica el perjuicio de uno o unos cuantos a favor 
de una mayoría o viceversa, por lo que deberá de realizarse con el 
consentimiento de todos los que integran dicha sociedad. 

Obviamente esta concepción de justicia como imparcialidad, es 
meramente utópica, pero sirve para definir de una manera ideal el 
surgi~niento de la imparcialidad como principio de la justicia, ya que 
como desgraciadamente ocurre las normas que rigen el sistema o 
Contrato Social, la define la mayoría (en el mejor de los casos) y no 
la totalidad conio sena lo idóneo. 

D+rencias entre el actuar del Juez y el notmio respecto a la aplicación 
de la imparcialidad 

Aunque tanto en el Juez como eii el Notario es un principio 
rector la imparcialidad, su desempeiio es diferente, aunque las per- 
sonas que acuden ante ellos, esperan imparcialidad, ambos persona- 
jes la van a brindar en el terreno teórico-práctico en formas muy 
diferentes. 

La persona ante el Juez espera un fallo a su favor, para lo cual 
inatiza los hechos, dando a conocer lo que a sus intereses y fines que 
busca no le pe judican y alega razón partiendo de consideraciones de 
hecho y de disposiciones de derecho que juzga aplicables. Tal com- 
portamiento de las partes, evidentemente se origina en un proceso 
contencioso, arrojando al Juez la responsabilidad de considerar las 
versiones de hecho y de derecho de las partes que en sí mismo se 
excluyen, son contradictorias, y, por lo tanto, el fallo tras el estudio 
del Juez, razonará arguyendo razones y excepciones de cada uno de 
los mismos, pero fallando a la postre a favor de uno. Es decir, tarde 
o temprano no obstante que el Juez espere actúe "imparcialmente", 
sin tomar partido, llega a una decisión que obligatoriamente lo im- 
pele a inclinarse y dar la razón a uno de los litigantes, toma partido, 
en razón a las pruebas, a la justicia y al derecho. 

Podríamos decir que el valor dc la imparcialidad en la actua- 
ción judicial al cabo de su misión implícitamente señalada en forma 
constitutiva, lleva la tarea de inclinarse por uno de los dos partidos 
coritcndientes, quedando la conducta imparcial del Juez en virtud 
del otorgamiento dc igualdad de derechos procesales, y en la inter- 
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prctación de hechos-derechos en igualdad de circunstancias, con el 
mismo enfoque, en la formación de su voluntad, de manera desinte- 
resada, respecto a que el resultado llegara o no a favorecer a alguno 
de los litigantes, es esto el contenido a p s s o  modo de la imparcialidad 
del Juez, encargado de dirimir conflictos entre personas cuyos inte- 
reses son opuestos principal o accidentalmente. Entre personas cuya 
capacidad de convenir y crear nuevas relaciones obligacionales está 
paralizada por incumplimiento a la Ley General o particular, y en 
este últinio rubro, nos referimos a la materia contraclual, verdadera 
ley entre los otorgantes. Razón por las cuales el Juez se halla ante una 
realidad diferente del Notario respecto de las personas que acuden 
ante la misión dc sus facultades, una y otras realidades dan por sus 
estrictas diferencias un distinto significado a la imparcialidad que se 
erige a ambos funcionarios, ante el Juez las partes llegan en desacuer- 
do y sin voluntad de fomiarlo, ante el Notario los comparecientes 
llegan con la intención de formarlo y por lo tanto a dar validez for- 
mal a un acto que antes no existía en la vida jurídica, o bien forma- 
lizar el que ya tenían acordado y adolecía de vicios de diversa índole 
para entrar con plena eficacia al mundo jurídico. 

Como se observa de las diversas actitudes condiictuales, de las 
personas que acuden ante los funcionarios antes citados, el resultado 
efectivo esperado por las partes es al mismo tiempo contradictorio y 
paradójico, las partes ante el Juez quieren (porque les interesa que 
así sea) que sus derechos procesales sean iguales e integrales respec- 
to a su contraparte y así unidos en igualdad de derechos y obligacio- 
nes al fallarse el asunto sea sólo uno de ellos el beneficiado, o sea, 
igual pri~nero, para desigual después; en cambio los comparecientes 
(en caso de relaciones contractuales) desean que el Notario observe 
sus características especiales, las desigualdades de las partes, para que 
proteja a cada uno de ellos, y el resultado final sea de igualdad o 
equidad contractual, o sea, desigual primero para igual después. 

Razón esta última que hace patente no sólo las diferencias entre 
las funciones Notarial y Judicial sino que, además, pone de manifiei 
to que no obstante el valor irriparcialidad a cuya sombra deben ejer- 
cer notarios y juez, es de alguna forma uniforme e inequívoca, se 
actualiza, se concretiza de manera exactamente inversa, es decir lo 
que para el notario es fin-objetivo, para el Juez es presupuesto y 
viceversa; procesos que caminan en sentidos encontrados, y en cuyos 
mutuos presupuestos (en el Juez cuidará la igualdad para llegar a la 
parcialidad y en el Notario observar la desigualdad para equilibrar los 
efectos del contrato) aumenta la diferencia de matiz de ambas actua- 
ciones, el Juez en forma pasiva, su conducta es estática, y de vigilancia 
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de los mutuos derechos procesales de las partes, por lo que su impar- 
cialidad es más custodiada y espera que consejo e intervención -la 
litis es fijada por las partes-; mientras por el contrario el Notario se 
desenvuelve efectivamente, su papel es eminentemente dinámico, 
aconseja a los comparecientes y los configura hábilmente, la voluntad 
que normalmente no se encuentra técnicamente finiquitada, eficaz- 
mente elaborada, a un negocio jurídico garantizado en la medida de 
lo posible, la equidad entre las partes en el contrato, objetivamente 
esto, en el equilibrio entre las cargas obligaciones y en los derechos 
que cada parte del contrato ha estipulado. 

Es cierto, que el Juez está obligado no sólo a ser imparcial durante 
el proceso, también lo será y de manera más comprometida al formar 
su ánimo juzgador, al, corno acto volitivo, emitir una decisión sobre 
las pretensiones contradictorias de las partes, decisión que está legiti- 
mada por razones sociales, criterios axiológicos y disposiciones legales, 
todo con el único fin de buscar la justicia, de prever los efectos de 
la sentencia y no violentar el sistema jurídico a que pertenece. 

Al igual el Notario, al comprender su importante función social, 
y al saberse pieza estruc~ural del ordenamiento jurídico de un grupo 
social, busca adecuar el negocio puesto a su autorización iio sólo a 
las disposiciones legales -siempre interpretables- sino precisamen- 
te los que le dan contenido a las mismas, su significado: "el bienestar 
social", y en csto el instrumento notarial hábilmente configurado, es 
prueba: primero, preconstituida -fundatorio de un eventual litigio 
en cuyo caso la eficacia del acto sancionado con la fe notarial es 
preponderante-; y segundo, es una garantía de la adecuación de la 
voluntad de las partes al mundo de lo sancionado como legal. 

De lo dicho hasta ahora podría pensarse que sostenemos que el 
Notario casi sustituye la voluntad de las partes para lograr más o me- 
nos un forzado equilibrio. Evidentemente esto no sucede así, la labor 
notarial suele limitarse a advertir a una de las partes el equilibrio 
entre las contraprestaciones del contrato a otorgarse en cuyo caso 
esgrimiéndose la libertad contractual -libre autonomía- las partes, 
si insisten, pueden otorgar un contrato partidario, o, con serias injus- 
ticias en su seno, cumpliendo el notario con hacer constar en el texto 
del instrumento la observación hecha a las partes de su notoria injus- 
ticia para uno de ellos y la reiterada voluntad de éste, a pesar del 
señalamiento de sigiiarlo. Sin embargo el principio de imparcialidad 
pese a no aplicarse de la misma manera y que a su fin en ambos casos 
diveja mucho, en esencia busca la misma justicia. 

La imparcialidad en el sistema juniica se funda en principios de 
justicia, uno de ellos y el principal es éste, la justicia no puede ser, en 
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ningún momento parcial, de la misma forma los hombres en sus 
relaciones contractuales o en sus asuntos que se diriman ante el Juez, 
necesitan concordar los intereses en discordia y esto jamás se conse- 
guirá anteponiendo los puntos de vista de alguna &e las partes, la 
imparcialidad trae consigo la seguridad, la concordia, la justicia, la ra- 
zón, lo que jamás traerá consigo la parcialidad. 

La iniparcialidad garantiza la plena vivencia de los valores jurídi- 
cos sociales. El priricipio de imparcialidad es previo a otro cualquiera 
en el proceso judicial, está en el fundamento del procedimiento, ga- 
rantizando todos los otros razonamientos rectores que guían el pro- 
ceso judicial, por lo que es esencial que los tribunales se apeguen a 
este priricipio. 

Para garantizar este principio en el procedimiento judicial, exis- 
te la recusación que se crea para evitar faitar al principio antes men- 
cionado que es el de la imparcialidad. 

Como principio rector de lafunción notarial la imparcialidad, sin duda 
alguna, es uno de los niás importantes, pero no sólo lo es para el 
Notario y su función, iricluso para la sociedad en la que sirve, es la 
parte medular, es la esencia misma de este ensayo del cual parten 
todos estos puntos de vista. 

La importancia de este principio dentro de la función notarial 
es sustancialmente imprescindible, puesto que es la respuesta a una 
necesidad social, de seguridad jurídica, a la que redundará en con- 
fianza y credibilidad por parte de la sociedad, para con el Notario. 

El notario es, debe ser, un tercero imparcial frente a las partes, 
es un tercero en virtud de que no tiene intervención ni está involu- 
crado en los hechos o en los actos jurídicos de los que debe dar fe, o 
a los que debe de revestir de las formalidades o con las solemnidades 
legales, según sea el caso, o a los que debe estructurar dentro de un 
marco de legalidad, haciendo con esto posible las finalidades de las 
partes. Es un tercero, porque no participa y no está integrado, ni 
tiene ninguna iiljerencia en los actos o en los hechos jurídicos a los 
que hace mención o se refiere al ejercer la fe pública. Es un tercero, 
porque sólo participa en él para darle forma como un extraño en el 
acto como observador, guionista o relator, que complementará el acto 
dándole validez e ilustrando a las partes del valor o de las consecueii- 
cias legales que el acto que ante él se otorga y del cual se da fe, sin 
intervenir directamente en la voluntad de las partes. 

Este principio es complementado por otros, principalmente el 
de la Autonomía, el cual nos dice que es un principio de indepen- 
dencia en el cual no tiene niiigún tipo de subordinación ni jerárqui- 
ca ni económica, ni de otra índole (parentesco), lo que provocarfa 
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supeditación, por parte del notario hacia su superior o hacia a aquél 
del quc dependiese, provocando con esto parcialidad, para con el 
que sería su patrón, por lo que resulta inadecuado que los organis- 
mos que dependen directa o indirectamente del Estado, realicen 
funciones de notarios como son el INFONAWT y el ISSSTE, etcétera, 
que otorgan escrituras para sus asociados provocando desconfianza 
en la comunidad a la que pretendan servir, así como falta de aviso a 
autoridades y evasión de impuestos. 

Reforzando este principio, las legislaciones deberán dictar prohi- 
biciones impidiendo de actuar en algún negocio que se les encomien- 
de o impida atender con imparcialidad en cuestiones contractuales, 
cuando intervenga como notario por sí o en representación de tercera 
persona, su cónyuge, sus parientes consanguíneos o afines, sin limi- 
tación de grado, consanguíneos colaterales hasta el cuarto grado y, 
en fin, hasta los parentescos de índole religioso. 

Es pertinente, también, prohibir ejercer la profesión de abogado 
litigante en virtud de las evidentes diferencias de uno y otra (litigan- 
te-notario), siendo el notario un ente imparcial y el abogado litigante 
un ente totalmente parcial que debe patrocinar a su cliente hasta las 
últimas consecuencias. 

Este principio de autonomía nos dice que el notario no debe 
jamás actuar en dctrimento de alguna de las partes, no convertirse, 
como nos lo muestra el principio, en notario del comprador o del 
vendedor o de alguna de las partes, ni tampoco involucrarse en algu- 
no de los instrumentos que autoriza, con este principio el notario 
sólo busca brindar seguridad jurídica y certeza a los actos que ante 
él se otorguen y que repercute en la confianza total que la sociedad 
tiene en el accionar del notariado. 

El Notario buscará que los actos que él formaliza o los actos que 
él asesora, se apeguen, totalmente, a las normas legales y a la justicia, 
de modo que no existan discordias y se eviten litigios posteriores, ya 
sean éstos por parcialidad del contenido o por el incuniplimiento de 
los preceptos legales. 

"Se sabe que existe una desigualdad mayor que la de tratar las 
desigualdades de modo igual", Merger Diritto Civile. 

E1 notario, en ejercicio de su función, se convierte, a su vez, en 
aesorjurídico de la comunidad en la que sirve, tanto en sus relacio- 
nes internas como en las relaciones con el Estado, las cualidades de 
éste, lo hacen un excepcional asesor, sus conociniientos jurídicos 
comprobados mediante los requisitos que para expedir el fíat de 
notario seriala la ley; título de Abogado, ejercicio profesional, servicio 
notarial, exámenes de oposición, resultan en esta idoneidad a la que 
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nos referirnos y que aunados a los principios que rodean la Función 
nolarial se convierten en una confianza comunitaria difícilmente 
igualada. 

La asesoría que brinda el notario es tan amplia que difícilmente 
se podría nombrar toda sin omitir algún detalle en razón de la can- 
tidad de leyes, reglamentos, etc., de los que tiene que echar mano; 
su campo de acción es amplísimo, abarcando casi todas las ramas del 
derecho, si no es que todas, de mauera directa o indirecta, así mismo 
vigila el exacto cumplimiento de los cuerpos nonnativos que inter- 
veugan en el acto que asesore, redacte o autorice. 

El notario, en sus actuaciones, deberá poner, siempre, especial 
cuidado en brindar SEGURIDAD, por lo que deberá pouer todos sus 
conocimientos y experiencia en la certeza de que lo que él autoriza, 
esté revestido de seguridad jurídica, y que no contenga vicios en su 
estructura o en su contenido, por lo que deberá dirigir a las partes 
contratantes, a los testadores, o a las personas que intervengan en el 
acto que autorice él mismo, y que éste brinde cl efecto jurídico deseado 
por las partes o el otorgante. 

Es por eso que si la voluntad de las partes llega ya formada al 
notario, a éste sólo le corresponde confrontar el acuerdo con el 
sistenia normativo, advertir de posibles desequilibrios en el acto, y, 
sobrc todo, habilitar el docu~nento probatorio para que sirva de títu- 
lo para el ejercicio de los derechos y, durante este proceso, conser- 
varse neutral y no tomar partido con ninguna de las partes, de lo 
contrario, aun cuando las cláusulas ~iaturales del acto fueran equita- 
tivas, podría en las hipótesis de eventuales conductas posteriores, de 
los otorgantes, fijadas en el contrato, inclinarse a un lado de la ba- 
lanza como sucede cuando se trata de contratos de mutuo con inte- 
rés desmedido, y con cláusulas que imposibilitan cualquier defensa 
legítinia del deudor. En cuyo caso el Notario autorizante habría fal- 
tado a la imparcialidad, al proteger, en forma minuciosa, al mutuante 
y acorralar, de antemano, al mutuario, elaborando un contrato, como 
lamentablemente se da, partidario y, como tal, parcial. 

El notario deberá dirigir o explicar, a los que contratan, testan 
o realizan algún otro acto civil privado, cuando el caso lo exige o 
ellos lo solicitan, particularmente si son de escasa instrucción, las 
reglas del derecho que con sus mismos actos se relacionan: las demás 
prescripciones legales que al verificarlos, hayan de cumplir o les 
convenga tener presentes, los derechos u obligaciones que nazcan de 
sus convenios, disposiciones, actos, y cualesquiera otros efectos lega- 
les y consecuencias que puedan producir; para que con este conoci- 
miento les sea posible corregir sus determinaciones e intereses, y 
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d6spui-s no haya error en su co~iscntimiento ni les sobrevengan per- 
juicios. 

Prever y advertir a los contratantes y testadores las dificultades, 
inconvenientes o problemas que pueden ofrccer la ejecución de sus 
contratos o disposiciones, para que si es su voluntad los corrija o los 
eviten. 

Así mismo, advertir de los perjuicios o consecuencias que pue- 
dan seguírseles a la renuncia que hagan de leyes, derechos o bene- 
licios. Así como dc la responsabilidad en que pueden incurrir en 
caso de incumplimiento de disposiciones legales o en la morosidad 
de su cuniplimiento. 

Deberá calificar los títulos de fincas o derechos sobre las que 
contraten y los documen~os que sirvan de base o sean motivo de sus 
convenciones, explicándoles el valor que tuvieren, los defectos de 
que adolezcan y la manera de subsanarlos. 

El notario impedirá, en los. contratos que se redacten en su 
presencia o que él mismo redacte a petición de los interesados, que 
alguna de las partes abuse, con argucias o engaños, de la ignorancia, 
inocencia o descuido de la otra parte. 

El notario será, además, un conciliador de intereses, pretensic- 
nes, o deseos, allaiiando de esta manera las dificultades que surjan 
en los actos que se otorguen ante éste. 

Especial atención merece el tipo de acuerdos -contratos- que 
aún cumplidos entre las partes satisfactoriamente, compelen a las 
misnias a prestar la declaración de voluntad a fin de crear un título 
eficaz para el ejercicio del derecho, en cuyo caso, la forma legal la 
constituirá una obligación esencial del contrato, y la labor del Nota- 
rio es idónea si no es que la única para tal resultado. 

Son innumerables las funciones de asesoría que realiza el nota- 
rio, la cual no sería tan amplia si no existiera la confianza y la segu- 
ridad de IMPARCIALIDAD que el notario brinda a los que ante él 
acudeii, su autonomía de las funciones del Estado o de su tutela, 
haceu de éste el asesor ideal frente al Estado, y sus coriocimientos, en 
el derecho, el asesor idóneo de los particulares en sus relaciones 
contractuales, su imparcialidad hace que se constituya en un tercero 
ajeno a cualquiera de las partes, que regulará, advertirá, dará forma 
legal, conciliará, y brindará confianza a las partes de que, lo que ante 
él se otorgue, será justo, legal, y tendrá la garantía de SEGURIDAD 
e IMPARCIALIDAD, que la propia función brinda. 
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El netario en la sociedad 

El notario ante la sociedad, es un pilar indiscutible de la lega- 
lidad y de la imparcialidad, más estas cualidades son brindadas en 
igual manera de que son exigidas, es decir, el Notario para ocupar 
ese peldaño, donde se ha puesto, tiene que ganarse la confianza de 
la sociedad que lo tiene ahí en virtud del desempeiio de sus íuncio- 
nes, que deben estar siempre apegadas a los principios que las rigen, 
el mismo notario busca legitimar su función apegándose a las nor- 
mas legales, morales y éticas que su profesión le exige. 

L a  sociedad ve, en el Notaiio, a la persona idónea en la que puede 
depositar su confianza y, en su manera de actuar, la certeza y la segu- 
ridad jurídicas que deseaba. No debemos olvidar que, el origen del 
Notario, es la necesidad social de seguridad jurídica y certeza, es 
decir, la sociedad sintió la necesidad de dar a sus actos y convencio- 
nes la seguridad jurídica que les faltaba, y que los funcionarios, de- 
pendientes del Estado, brindaban, mas la sociedad los rechazaba por 
su falta de independencia o autonomía, por lo que hizo que surgiera 
el notario como lo conocemos actualmente, y que es el resultado de 
la necesidad social de otorgar seguridad, legalidad, validez plena, 
imparcialidad, confianza, conservacióri, publicidad, fe pública, legiti- 
mación, etcétera, etcétera, a sus actos. 

El Notario es, indiscutible, una persona que dentro del ámbito 
social juega un papel preponderaiite en el moderno equilibrio eco- 
nómico y político, ya sea porque salvaguarda los intereses de la colec- 
tividad al tener, en forma reglamentada, sus aranceles para el cobro 
de las escrituras, como para regularizar, en forma masiva, la tenencia 
de la tierra, según ha sido y es reconocido ya por el Ejecutivo de la 
Nación, y los demás poderes y organismos descenlralizados; igual- 
mente, como política de buen gobierno, coadyuva y colabora tanto 
a esos fines como en el cuidado y vigilancia del proceso electoral, ya 
que el Notario, no nada más actúa con su imparcialidad, sino como 
ciudadano de su patria, se convierte en el fiel de la balanza, al darle 
equilibrio al poder vigente frente a los pretensos candidatos de los 
partidos contendientes. 

De igual manera, el Notario, dentro del ámbito social, regu- 
larniente es persona respetada, por su honradez, moral y buenas 
costumbres, así como por otras virtudes. El notario, en su accionar, 
siempre tendrá la obligación de guardar el secreto profesional; sólo 
podrá expedir primeros testimonios a los directamente interesados, 
siendo su publicidad limitada, lo que resulta en una confianza absw 
luta por parte de la comunidad, ya que la coniidencialidad, el asesora- 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2004. Asociación Nacional del Notariado Mexicano, A. C.



miento de contratos como de disposiciones testamentarias y demás 
actos que ante él sean otorgados, deben tener el sigilo que la Ley 
exige y que las virtudes del propio notario, consolida. 

No se debe de olvidar la labor del notario frente a las personas 
morales (sociedades, asociaciones, etcétera), las cuales deben de 
constituirse, modificarse y extinguirse ante éste, igualmente del pa- 
pel de consejero que, dentro de estas personas, el notario desempe- 
íia, así como de la constmte actualización que el notario tiene y debe 
tener ante el cambiante panorama mundial de la globalización, todo 
en la riecesidad que una sociedad dinámica, económica, política y 
social exige, debido a los ca~ribios espectaculares de la misma. 

La i~nparcialidad del notario trae, también, la confianza que la 
Ley dentro del procedirniento judicial le otorga en los actos de juris 
dicción volunt=xia, en los que uene una participación destacada y en 
muchos otros actos que cada día van descargando, del trabajo judi- 
cial a los juzgados, en su fructífera labor, incluyendo los juicios 
sucesorios, que, indistintamente, podrían celebrarse judicial o 
notarialmente. 

Por todo esto y más, la sociedad, cada vez, está volteando sus 
ojos al notario, por la autonomía e iniparcialidad que éste representa 
y porque es un profesional del Derecho, recto, honrado, incorrupti- 
ble, justo, ecuá~iiinc, que se brinda a su vocación y a la comunidad, 
con un profundo respeto, y con la meta de buscar la convivencia, más 
armoniosa dentro de la sociedad que habita, por medio de sus acciones. 

Corno se ha visto en el desarrollo del presente ensayo, nos trae 
como coiisecucncia Desideratuin que van íntimamente ligados a las 
necesidades sociales en relación con el notario, ya que corno asenra- 
mos, el notario surge de la sociedad como respuesta a la necesidad 
de brindar a sus actos certeza y seguridad, por lo que el notario se 
convierte eii el salvaguarda ideal de los intereses comunitarios. 

La imparcialidad que busca la sociedad del Notario, cada día es 
más exigente, la dinámica que ha mostrado la economía, la cercanía 
de las coin~inicaciones, que va aparejado con la globalización, todo 
con un cáh económico, que trae aparejado cada día más la pérdida 
del poder adquisilivo de la población, es porque la sociedad ha 
buscado uua iiistitución qiic no es otra que el Notariado, por su 
imparcialidad y autoiiornía, y que responde a los nuevos retos, del 
inuiido actual, por lo que se propone: 
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1. Que como respuesta a la globalización (cambiante mundo 
económico) que se presenta cada día más exagerada, el notariado 
surja más preparado, con nuevas legislaciones, organismos de control, 
relaciones más estrechas con empresas y países extranjeros, con mer- 
cados comunes, tratados de aranceles, de exportación e importación, 
etcétera. El notario continúe, día a día, su capacitación, de confor- 
midad a la evolución que la sociedad le exige, a efecto de enfrentar 
y solucioriar las nuevas necesidades quc soliciten sus servicios, certe- 
za y seguridad jurídica que el conocimiento engendra y que, no por 
falta de preparación, actúe en pejuicio de alguna de las partes; que 
se convierta, carnbiéi~, en un consejero imparcial de las lransacciones, 
contratos, asociacioues y demás actos jurídicos, convirtiéndose en un 
pilar de conocimieiitos y de imparcialidad ante la sociedad a la que 
sirve y ante los demás erites que tienen y tendrán influencias sobre 
la mima. 

11. Oue el Notario sea consciente de la dificil condición de la 

ridad a las ;lases que no cuenten con recursos para regularizar su 
situación económica (lenencia de la tierra, etcétera), y que brinde 
sus servicios de igual forma al que tiene capacidad para pagar sus 
aranceles, como a aquel que sólo tiene para sobrevivir, y no se con- 
vierta en notario de sólo unos sectores de la comunidad en la que 
sirve. El Notariado debe preocuparse y llevar a cabo, como la ha 
hecho, escrituracioues masivas, en forma gratuita, en beneficio de las 
clases humildes, convirtiéndose en un esfuerzo continuo en benefi- 
cio de la sociedad. El gobierno debe dar las facilidades al Notario 
para el otorgamiento de estas escrituras, su apoyo incondicional ya 
que, sin éstos, el esfuerzo del notario sería aislado y desgastante. 

José Savra Savránsky señala: "las actividades prolesionales uo 
deben equiparse a los valores comerciales. El Notario debe de coo- 
perar a la equidad, prestar asistencia al derecho y a la justicia de 
TODOS". 

111. Que para cumplimentar es-ictamente con el principio de 
IMPARCIALIDAD, y de AUTONOMlA que brida el notario, dentro 
de su accionar, garantía de su proceder y ajeno a toda inclinación 
particular o d e  interés político, económico o personal, así como de 
una actuación libre de vicios que acarreen las instituciones depen- 
dientes del gobierno (tortuguismo, prepotencia, corrupción), así como 
la falta de avisos, pagos fiscales, conservación del instrumento y la 
rapidez del trámite, se instauren verdaderos servicios electrónicos 
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que puedan dar, con prontitud, a los solicitantes los requerimien- 
tos que soliciten. 

N. Agregar a todas las definiciones del Notario, como a la nues- 
tra, lo que dispone la Ley del Notasiado del Estado de Jalisco que, a 
la letra, dice: ART. le-"Notario es el profesional del derecho que 
desempeña una función pública, investido por delegación del estado, 
a través del titular del Poder Ejecutivo, de la capacidad de dar fe para 
hacer constar actos, negocios y hechos jurídicos, DE MANERA IM- 
PARCIAL, a los que se deba o quiera dar autenticidad y seguridad 
jurídica, conforme a las leyes.. . "  ART. 2?-"E1 Notario tiene la obliga- 
ción de ilustrar IMPARCIALMENTE, a las personas que le soliciten 
sus servicios, debiendo recibir, interpretar y dar forma a la voluntad 
de las mismas, redactando los instrumentos adecuados para confenr- 
les autenticidad, advirtiéndoles de las consecuencias legales de sus 
declaraciones de voluntad." 

V. Por último, la necesidad de publicar, como característica pri- 
mordial del notario, la IMPARCIALIDAD, resaltando las virtudes de 
ésta como son: a )  El ser equitativo, es decir, dar a cada quien lo que 
le corresponde. b) Íntegro, es decir, de una perfecta probidad. c) Ho- 
nesto, es decir, Iiorirado, razonable, justo. d) Insobornable, es decir, 
que no admite rerriuneración extra por inclinar su saber o hacer a 
ninguna de las partes. e)  Ecuánime, es decir, que tiene igualdad y 
constancia de ánimo hacia las partes e imparcialidad en el juicio que 
emite. f )  Incorruptible, que no se puede pervertir, sobornar, ni abu- 
sar. g) Que es neutral, es decir, que no se inclina por ninguna de las 
partes. h )  Honrado, de decir, que procede con rectitud. En fin, que 
por su proceder, a ciencia y conciencia, siempre actúa con morali- 
dad, ética, razón, igualdad y objetividad hacia las partes que solicitan 
sus servicios. 

Derecho notarial y Derecho Re,@tml, Luis Carral y de Teresa, Ed. Porrúa. 
Derecho notarial, Hernardo Pérez Fernández del Castillo. 
La institución notarial y el derecho, Ignacio M .  Allende. 
El semto profisional del a6ogado y el notario, Augusto Arroyo Soto, Ed. UNAM. 
Estudio .sobre el notario, Francisco de P. Morales Díaz. 
La posición del notanofiente al Estado nwdono, Gilberto Moreno Castañeda. 
Pn'ncipios rectores de la función notarialy registral, Dr. Othón Perez Fernández 

Del Castillo. 
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Notario e instrumento público, Horacio Hidalgo Mendoza. 
Rmi;>ta Notarial, Tomo 1, Núms. 13 al 19, Órgano del Colegio de Notarios 

del D.F. 
Rmista de Derecho Notarial, Asociación Nacional del Notariado Mexicano, 

1988, Núni. 97. 
La unión. del Notariado Latino a la hora pnsente, Lic. Fortino López de 

Legazpi. 
Elementos de Derecho Notarial, Mengua1 y Mengual. 
Diccionario J d i c o ,  José Alberto Garpone. 
Reuista del Colegio de Notarios de Jalisco. 
La teona de la justicia, John Rawls, Ed. Fondo de Cultura Económica. 

b) La imparciaúdad del notvio en los procesos electorales: 
"Garantia de la democracia efectiw" 

En atención al esquema del tema 1, del XXIV Congreso Interna- 
cional de1 Notariado Latino, a celebrarse en México en octubre del 
2004, "La imparcialidad del Notario: Garantía del orden contractual", 
propuesto por el Coordinador Internacional, Notario Diego Simó 
Sevilla, en el sentido de que estamos en el momento para contrastar 
la evolución dv las ideas en el ámbito de la imparcialidad del Nota- 
rio, mirando al exterior y a nosotros mismos, y toda vez que en 1982, 
cuando se trató este tema en Lima, Perú, era una necesidad social y 
lo sigue siendo, la Imparcialidad del Notario, en el entendido de la 
contratacióri privada y patrimonial y de que la garantía de iinparciali- 
dad que el Notario debe dar al orden contractual no sólo es de carác- 
ter privado, sino también público; porque el Estado es una organiza- 
ción jurídica, creada dentro del orden contractual, y la imparcialidad 
del Notario, es su garantía, proporciotiando al pueblo, el acceso a la 
Justicia y a la Legalidad, no sólo en las negociacioiies, sino en otros 
casos, hasta gratuitamente, como en los procesos electorales, para 
garanlizar la democracia, como forma de vida, furidada en el cons- 
tante mejoramiento ecoiiómico, social y cultural del pueblo. 

Los Notarios hemos enfrentado cueslionamientos sobre princi- 
pios y tradiciones o valores, identificados plenamente con el notaria- 
do, como la indcpendencia y la iniparcialidad. 

* Estado de Puebla. México 
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Dichos cuestionamientos se han acentuado en la actualidad, por 
la hegemonía dc algunos sectores de la sociedad, conlo el político y 
el cconórnico. 

Reflexionar sobre el valor añadido a la i~istitución del notariado 
en materia electoral, co~istituye el propósito de esta propuesla, que 
convoca a los notariados de los países, miembros de la unión, a fin 
de reafirmar cl valor añadido a la institución del notariado en los 
procesos electorales, sobre la garantía que implica su imparcialidad. 

Esta propuesta constituye la profilaxis necesaria en la Iristitu- 
ción del Notariado. El Notario no puede caer en la tentación parti- 
dista o de agrupación alguna relacionada con ellos, pondría en alto 
riesgo a la institución que perdería credibilidad, su razón de ser. 

Siguiendo el esquema del tema, sefialo que: No está definido 
por disposición legal ni jurisprudencia1 el concepto de la imparciali- 
dad del Notario, la legislación Notarial trata cl Lema en fosma super- 
ficial, subjetiva y ambigua, por ejemplo: cl artículo 20 de la Ley del 
Notariado del Estado de Puebla, México, en su fracción N expresa: 
"El Notario podrá excusarse de actuar: . . . Fracción IV. Si alguna cir- 
cunstancia fortuita y transitoria le impide atender con la imparciali- 
dad debida, o en general, satisfactoriamente, el asunto que se le 
encomiende, en caso de que haya otra notaría en la localidad...'' 
(Única refereucia legal, en relación a la imparcialidad.) 

Mi propuesta constituye el objeto ce~itral de la ponencia, por- 
que indepe~idientemente de todas las teorías que hay en torno a la 
naturaleza del Estado, debe reflexionane que el Estado nace por el 
acuerdo de voluntades de los ciudadanos, y da sustento a los actos 
jurídicos, por coherencia normativa. 

El Coordinador considera provechoso intercambiar inforinación 
sobre casos de abstención del Notario, si alguna circunstancia le impide 
atender con imparcialidad el caso. A mi juicio, el Notario no sólo 
debe abstenerse de actuar si tiene interés político, sino dejar de ser 
Notario, y evitar que sea Notasio si el interés es manifiesto, por 
ser trascendente su intervención en los procesos electorales, como 
sucede con los Ministros de culto religioso, que son severamente 
sancionados. 

Esta propuesta debe atenderse, estudiarse y analizarse para esta- 
blecer las limitaciones del Notario por su ideología política en la 
legislación notarial, pues el ámbito de la actividad del Notario en el 
derecho público, en donde la imparcialidad se presenta con perfiles 
propios y los cambios sociológicos producidos desde el siglo XX han 
dado lugar a un panorama distinto, se extienden a la función del 
Notario e11 la materia del derecho electoral. 
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La reglainentación electoral no proporciona equidad e igualdad 
en los procesos electorales; pero trata de hacerlo, al considerar al 
Notario como un elemento importante para dar a los ciudadanos la 
oportunidad de deiensa en un proceso de impugnación, en el cual 
haga valer su derecho mediante el instrumento del notario, que es 
un documento público con valor probatorio pleno; pero esta con- 
fianza que deposita la legislación electoral en el Notariado, no en- 
cuentra soporte en la legislación notarial, porque, no es un requisito, 
como debería ser la imparcialidad ideológica-política para ser Nota- 
no,  como existe respecto de la ideología religiosa. De ahí que la ley 
de la materia exprese: "...ningún notario podrá qercer como ministro de 
cualquie? culto.. . "  

A continuación, relato experiencias co~ncntadas en la comuni- 
dad poblana, que se han vivido en la práctica notarial, con auténtica 
parcialidad frente a los grandes operadores políticos que actúan 
presionando al Notario, directa o indirectamente, o que notarios 
coiiscieiite o inconscientemente realizan. 

No podcmos soslayar que atrás del poder político está el poder 
ecoiiómico, su injerencia en los procesos electorales que presiona 
también al Notario. 

La inclinación ideológica, sin mayor reflexión, permite graves 
anomalías en los procesos electorales, como el hecho de que el Notario 
no  asiente en el acta "alteración de boletas" por parte de eiiiplcados 
o funcionarios de los Comités Electorales, que en su presencia, alte- 
ran las boletas en el escrutinio; sin que éste considere el hecho, en 
el acta que levanta, originando un resultado fraudulento, que atenta 
contra la democracia efectiva al circular un documento que hace 
prueba plena. 

En ocasiones el notario se niega o se abstiene de levantar actas 
de le de hechos, en los procesos electorales, cuando algún ciudada- 
no le solicita su intervención, inclusive faltando a la verdad; en otras, 
el Notario levanta el acta conforme a instrucciones que recibe del po- 
der político, que influye en él, o las levanta conforme a su interés 
personal e ideológico, ya sea de motupropio o por ternor a represalias, 
especialmente de quien vigila su función; en el caso especial de Puebla, 
el Gobierno del Estado, o por ternor a perder prebendas y oportuni- 
dades de negocios, o bien por ternor de perder influencias o relacio- 
nes políticas, económicas y sociales. 

Otro de los casos más alarmantes y comunes es aquel, donde el 
Notario, no sólo es mieiubro activo de un partido político, lo mani- 
fiesta y lo propaga, sino lo preside o es candidato e inclusive hasta ti- 
tular del Poder Ejecutivo, y mantiene abierta al público la notaría de 
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la que es titular y en manos de un desconocido, que de repente surge 
corno suplente. 

Bastan cstos ejemplos para darnos cuenta de la importancia del 
principio de imparcialidad, que rige la función del Notario en los 
procesos electorales, y de que este principio es inoperante, porque 
uo está protegido por la ley. 

La sociedad no está protegida por la legislación para evitar que 
por influencia ideológica el Notario proceda con La ley, 
aunque tiene limitaciones para el Notario, no le impide desempetiar 
o haber desempetiado cargo de dirigencia en algún partido o asocia- 
ciones u orgaiiizaciones vinculadas a ellos; no tener ni haber tenido 
cargo de elección popular, ni haber sido postulado candidato, ni 
participar en actos públicos partidistas, extcrionzar su tendencia ideo 
lógica, no obstante que el Notario es custodio y un medio eficaz de 
asegurar el orden social, por su imparcialidad e independencia y por 
ser principal protagonista de los procesos electorales. 

Del Notario depende en buena medida la paz, el orden, el respe- 
to, la dignidad del hombre, el bien común de la sociedad, puesto 
que cl notario es garantía de certeza en la convivencia humana, su 
misión social es evitar conflictos. Por ello el artículo 269, del Código 
dc Instiluciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla y sus 
concordantes de las demás entidades federativas, expresa: "Los Nota- 
rios mantendrán abiertas sus oficinas durantc todo el día, en que se 
desarrolle la jornada electoral y deberán atender gratuitamente las 
solicitudes que les hagan los órganos del instituto, los fu~icionanos 
de las casillas, los representantes de los partidos políticos y los ciuda- 
danos, para dar fe de hechos que se susciten y certificar documentos 
concernientes". En téminos similares está redactado el artículo 241 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

Además, el Notario no sólo interviene durante la jornada elec- 
toral el día de la elección, sino antes y después: en los procesos de 
envío, recepción, elaboración, conteo y distribución de credenciales 
para votar; en los eventos de elaboración, entrega, recepción, embar- 
que, y destrucción de boletas electorales; para acreditar la indelebilidad 
de la tinta con la que se impregna la huella digital de los electores 
el día de la elección; en la entrega y recepción de los paquetes elec- 
torales que contienen la documentación y elementos materiales para 
el día de la elección; también los notarios hemos realizado un cotejo 
muestra1 de las listas nominales de electores utilizadas en el proceso 
electoral y los ejemplares en poder de los partidos políticos. Durante 
el día de las elecciones la intervención Notarial más frecuente se da 
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en: a) No instalación de casillas en tiempo y forma; b) Designación de 
furicioriarios de casilla en sustitución de los originalmente nombra- 
dos; 6) Existencia de propaganda y proselitismo político en lugares 
prohibidos (próximos a las casillas); d) La prohibición del voto que 
los fimcioii~os de casillas hacen a los sujetos armados o ebrios; y e) Co- 
tejo de documentos relativos a la elección. 

Al término de la jornada electoral los notarios hemos dado fe en 
la entrega, guarda y resguardo de los paquetes electorales que coritie- 
neii las actas de resultados levantadas en las casillas, y de las condicio- 
ries en que se ericuentrari los paquetes; de igual forma los Notarios 
hemos dado fe de las sesiones de cómputo de votos y de muchos otros 
actos relacionados con el proceso clcctoral. Ello, por lo que significa 
la investidura del Notario; las facultades que la legislación y no los 
Gobernantes le atribuyen: el poder de dar fe, certeza jurídica, vera- 
cidad, autenticidad y fuerza probatoria. 

Lo anterior obliga a una reflexión que, en mi opinió~i, impli- 
ca una necesidad urgente: asegurar que el desempeño del Notario 
responda a la confianza que el Legislador le consideró, para lograr la 
eficacia de la Ley Electoral, evitando que ésta se convierta en una 
trampa para la buena fc de los ciudadanos, que confían en la impar- 
cialidad del Notario. 

Para esos efectos, la legislación notarial debe prever que el 
Notario sea cabalmente imparcial, evitar que, en los procesos electo- 
rales, se desborde su pasión política y florezca su parcialidad, ocasio- 
nando desconfianza de los ciudadanos y el rechazo social al Notaria- 
do, con corrosivas corisecueiicias. 

Esta responsabilidad de imparcialidad del Notario, es la razón 
fundamental de su intervención en los procesos electorales. El nota- 
rio es un tercero imparcial que tiene como función exclusiva y origi- 
naria dar fe, constituye a la vez una garantía tanto para las libertades 
del ciudadano y colectivas del Estado como para un adecuado y equi- 
tativo cumplimiento de las leyes. 

La función notarial tiene su eje central en la imparcialidad y en 
la independencia, principios y valores que debemos preservar celosa- 
mente. 

El Notario debe cumplir su función de forma escrupulosamente 
imparcial. Toda injerencia ajena al notariado (administrativa, política 
o económica) desiiaturalizaría la función notarial, por ello, el Nota- 
rio, debe ser sólo Notario de tiempo completo. 

El Notario es autónomo, su potestad deviene de la ley, depende 
sólo de ella, lo que lo hace imparcial. El desacato al principio de im- 
parcialidad, origina notarios dependientes y subordinados. 
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Invariablemente la imagen y figura del Notario va uriida a la 
ética, razón por la cual eri todo momento debe caracterizado su 
imparcialidad e independencia. 

El Notario debe actuar lleno de equidad y entrega imparcial, 
prudente y responsable. Así, satisface una necesidad netamente jurí- 
dica no ideológica ni administrativa de servicio, con lealtad a los 
ciudadanos y a los Poderes del Estado consistente en establecer, crear 
y constituir titularidades de derecho, obligaciones y responsabilidades 
objetivatido sin lugar a dudas, pero sólo jurídicamente, los intereses 
sociales. 

Este quehacer profesional del Notario es el más dificil de desein- 
peiíar, pues, requiere experiencia, sólida formación jurídica y autori- 
dad moral. 

Considerando la democracia como un Estado de derecho, y un 
sistema de vida, el Notario completa el esquema de la estructura 
democrática, actúa corno garantía de Libertad, Legalidad y Justicia 
en torno a los objetivos de las leyes electorales. 

El Notario participa en un plano de igualdad con otros órganos 
del Estado en el ejercicio de la fe pública, y debe estar garantizada 
la independencia de su función, para que sea verdaderamente im- 
parcial. 

La asistencia ixuparcial e iridependierite que presta el Notario, 
se fundamenta en la probidad, equidad, legalidad y la justicia, lo que 
constituye uri complemento indispensable para el funcionamiento 
de la democracia efectiva, asegura el equilibrio social y protege los 1 derechos de la persona humana, entre ellos, el derecho de creer, 

I el derecho a la ceriew, a la seguridad, a la eficacia del derecho que 
proporcioria el Notario; por ello, es un elemento indispensable, no 
sólo en las negociaciones jurídicas, sino eil los procesos electorales. 
Esta necesidad de confiar en el Notario es la verdadera razón de ser 
del Notario. 

Estudios historiográíicos indican que el Notario existe y vive, no 
solamente por el Poder Público de dar fe que le confiere el Estado 
de Derecho Social y Democrático, sino también porque subsiste el 
origen de la fe pública que fue concebida por una necesidad social 
antes de ser derecho fundamental. Creer en alguien es un derecho, 
es un bien público; porque es la fe del pueblo fuente del poder 
democrático, del poder público y Cuerite continua que riutre la pro- 
fesión del Notario, por ello el Notario, participa de la soberanía del 
Estado. 

Estoy de acuerdo en que el ciudadano no sólo demanda al 
Notario una garantía patrimonial, sino demanda la certeza, la con- 
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fianza que el pueblo le deposita; por su probidad indiscutible, y su 
preparación rigurosa que se refleja en su imparcialidad e indepen- 
dencia funcional. 

Como el Notario es un medio eficaz de solución de conflictos 
electorales segiín el artículo 269 del Código de Instituciories y Proce- 
sos Electorales del Estado de Puebla y sus cori-elativos, el Notario 
debe guardar conciencia del hecho de que toda decepción, aun 
pequeña de la co~ifianza de la sociedad, de la necesidad de creer de 
la gente en el Notario, hace un daño a su propia imagen, al notaria- 
do entero y a la sociedad en general, que mientras el notariado 
maritenga la confianza de la sociedad y satisfaga la necesidad de creer 
de las personas en el Notario, éste no corre riesgo rii peligro de des- 
crédito y de su existencia. Por esto, el notariado Liene su eje central 
en el carácter de la imparcialidad y de su independencia funcional, 
esto no es actual, sino desde sus orígenes se trata de la razón de ser 
del Notario. Es fundamenk?l~nente un ~nedio alternativo de paz so- 
cial, de seguridad nacional, debe estar garantizado su funcionamien- 
to cabalmente. 

El Notario no es apto para dar fe si demuestra parcialidad, por 
esto no debe ser militante activo de un partido político, rio cumpliría 
su función de fedatario imparcial; la militancia política se opone a la 
función pública de dar fe; debe asumir v acreditar una estructura 
merital libre de ideologías políticas, lo contrario sc opone a los prin- 
cipios universales del derecho notarial instituidos en todas las legis- 
laciones notariales: la independencia y la imparcialidad. 

El Notaiiado moderno, que compreude quince siglos de tradi- 
ción, valores, principios, reglas y visión de futuro, tiene su eje central 
en la IMPAKCIALIDAD, que debcinos preservar, defender, resguar- 
dar, y proteger. La referencia de la necesidad de asegurar la confianza 
social en el Notario, nos lleva a considerar la dinámica de la legisla- 
ción riotarial en el marco de un Estado de Derecho Social y Demo- 
crático, demanda una revisión completa al marco jurídico del pasado 
reciente, para su proyección a la luz de las exigencias de los tiempos 
que vivimos y que habremos de vivir. 

Ante la imposibilidad, por la profundidad de la temática nota- 
rial, el papel social y humano del Notario y el esquema diseñado 
para este Tema 1, "La imparcialidad del Notario: Garantía del orden 
contractual", del XXIV Congreso Irrternaciorial del Notariado Latino, 
de presentar un proyecto que sirva de base para la legislación nota- 
rial del mundo germano-latino, hoy rne conforrno en mejorar lo que 
a mi juicio define al Notario y su desempeño en su participación en 
los procesos electorales y tratar de niejorar la legislació~i en esta 
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materia, con relación a las limitaciones, prohibiciones e impedimen- 
tos del Notario y de su ejercicio profesional. 

La sistematización de los principios o bases fundamentales del 
Notariado de tipo latino, en un texto dividido en títulos, capítulos y 
artículos, implica en primer lugar la ventaja de poder invocar estos 
principios o bases en leyes; en segundo lugar, la de precisar las ideas 
y, sobre todo, la de ofrecer instrumentos de trabajo que sirvan de 
guía y orientación a los usuarios del derecho notarial y al mismo 
Notario. 

Para reforzar las tesis que expongo, considero necesario resaltar 
las características de la fuiicióti del Notario que la doctrina precisa: 
La independencia de su función tiene tres veriientes inescindibles: 
una privada, otra pública y una tercera social y humana. 

La función privada del Notario es el trabajo intelectual que 
desarrolla como profesional del derecho: consejero calificado e im- 
parcial de todas las partes, medio eficaz de solución de conflictos, 
tutor, propagandista y responsable de la legalidad, creador de la ley 
entre las partes, Lex est quod cumque nolamus (Todo lo que escribimos 
es ley); en resumen, iunción preventiva a la del juez, eliminando o 
reduciendo los riesgos de litigio. 

La función pública del Notario como consecuencia de la fe 
pública atribuida por el Estado, por el Estado de Derecho Social y 
Democrático, faculta al Notario para dar fe, certeza jurídica, veraci- 
dad, autenticidad y fuerza probatoria plena. 

La función social y humana del Notario es la regla de equilibrio 
entre la autonomía intelectual y el poder de dar fe, entre los intere- 
ses privados de los usuarios del servicio y el interés público del Esta- 
dos expresado, por el sistema jurídico, a fin de asegurar la equidad 
en el contrato y la justicia en los hechos. 

Por el carácter de la imparcialidad con que actúa el Notario y la 
independencia de su función, el Estado y particularmente los ciuda- 
danos demandan al Notario, la segusidad jurídica que buscan; base 
de la seguridad pública que reclama la sociedad. 

<Cómo garantiza el Notario esta seguridad, su imparciaiidad?: 
En primer lugar, en la base preparatoria: debe tener y acreditar el 
aspirante a Notario una conducta pública, hurrianamente intachable; 
vocación y mística notarial; no haber desempeiiado cargo de dirigencia 
por representación naciorial, estatal o municipal de algún partido o 
de asociaciones u organizaciones vinculadas a ellos; no tener ni ha- 
ber tenido cargo de elección popular ni haber sido postulado candi- 
da~o. Con lo anterior se pretende dar un voto de confianza al Nota- 
riado, legitimando su función, al desviricular a los notarios de 
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ideologías ajenas a sus tareas, corno el aspecto de habcr sido o ser 
militante activo de un partido político, prohibición establecida para 
todos los funcionarios electorales, como lo es un Notario, aunque la 
ley no lo diga expresamente; pero sí lo considera, y debe imperar 
el principio que cxpresa que donde está la misma razón, debe estar 
la misma disposición, sobre la base de los argumentos expuestos en 
los debates de las leyes elcctorales por todas las corrientes ideológicas 
y partidos políticos, posición que debe ser congruente en relación 
con cl Notario, que es un instrumento fundamental para legitimar 
los procesos electorales y los actos y hechos que se originan en ellos. 

El impacio de las constantes reformas legislativas, con relación 
a los procesos legislativos, plantea una serie de problemas debido a 
que el Noiario ya no está en armonía con su evolución, ello implica, 
reitero, la necesidad de reformar las leyes notariales, prohibiendo, e 
impidiendo la militancia política y partidista del Notario, como me- 
dida preventiva por imposición de la ley. 

Las limitaciones, prohibiciones e impedimentos, impuestas al 
Notario, no constituyen violaciories a las garantías individuales ni a 
los derechos humanos; porque si una ley anula por completo un 
derecho, haciendo imposible su ejercicio, si atiende a los fines que 
persigue dicha disposición, que en el caso obedecería a razones de 
interés general, al bien común de la sociedad, que conduce a la 
vigencia de los valores deinocráticos y al orden público; si establece 
las condiciones que aseguran el funcionamiento armónico y normal 
del notariado, sobre la base de un sistema coherente de valores y 
principios, a la luz de las justas exigencias de una sociedad democrá- 
tica, que tiene en cuenta el equilibrio de los distintos intereses en 
juego, y la necesidad dc preservar las instituciones nacionales conio 
es la institución del notariado, dicha disposición es correcta, así lo 
establece el articulo 30 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y la Corte Interainericana de Derechos Humanos, además 
ha interpretado este precepto en conexión con los preceptos que ven 
al bien común y al orden público. 

Insisto, podría haber falsedad ideológica en el ejercicio de su 
función, en nri proceso electoral, por su inclinación ideológica y par- 
tidista que afectaría gravemente el prestigio de la iristitución, su cre- 
dibilidad, y lesionaría el derecho que tienen los ciudadanos de 
creer en el Notario. 

La fc pública encaminada a los hechos apreciados por los seii- 
tidos del Notario, con inclitiación ideológica y partidista, sería una fe 
pública deformada, viciada, inserta en el documento notarial, que si 
no es atacada de falsedad por negligencia o ignorancia, sí lesiona la 
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democracia efectiva, pues, va a servir de prueba en  el proceso de 
impugnacióii. 

El Notario que narra un hecho, siempre tiene una influencia 
ideológica, quiérase o no; por lo tanto, el Notario autor del docu- 
mento, no sólo debe abstenerse de participar en actos públicos que 
demuestren su tendencia ideológica y partidista sino acreditar absti- 
nencia para no dañar la imagen de la institución que represcrita y a 
su misma dignidad, y para no defraudar al ciudadano que con buena 
fe cree en él y en la institución del notariado. 

Además, cl Notario que falta a su deber de imparcialidad, realiza 
actos de corrupción, de inmoralidad plena, es infractor de los pnn- 
cipios deontológicos notariales, no debe ser Notario. 

El Notario que desempeña una función pública distinta a la 
función notarial, altera cl orden público, viola la Constitución; toda 
vez que no puede reunir dos o niás poderes del Estad? en  su perso- 
na; la Fe Pública es el Poder 1,cgitimador del Estado. Este es el espí- 
ritu que se manifiesta en los artículos, 49 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 29, y Fracción N del artículo 74 de 
la Constitución del Estado de Puebla y sus correlativos de las Cons- 
tituciones de las demás entidades federativas, que debe imperar en el 
comportaniienro del Notario. El Notario que desempeíia dos funcio- 
nes públicas del Estado, es un infractor permanente y habitual de la 
ley. Debe ser excluido del Notariado, no tendría autoridad moral 
para desempeñar ningún cargo, demerita la institución. 

El Notario con licencia sigue sicndo Notario; deben suprimirse 
las suplencias de Notarios que se dedican a otras tareas, sus protoco- 
los debcn enviarse al Archivo General de Notarías; las notarías deben 
considerarse vacantes y convocarse a los aspirantes para cubrirlas. 
Además, un Notario que tiene otra fuiición estatal, origina compe- 
tencia desleal que se traduce en inmoralidad plena. 

La doctrina uotarial internacional ha dado la pauta para que las 
distintas legislacioues del Notariado se unifiquen en lo esencial. Es- 
pero que las legislaciones del Estado Mexicano y las de otros países, 
miembros de la Unión Internacional del Notariado Latino, en esta 
niateria, se adecuen y se hoinologuen en los capítulos y en los artícu- 
los de la Legislación Notarial de esa manera unificada. 

Invito a mis colegas para ampliar o redargüir los conceptos ver- 
tidos en esta propuesta, pero siempre con el propósito de la supera- 
ción del Notario y de la Institución que representa. 
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5.2. LEY DE TRANSPARENCIA Y FOMENTO 
A LA COMPETENCIA EN EL CRÉDITO 

GARANTIZADO 

El 30 de diciembre de 2002 se publica en el Diario Oficial de la 
Federación un ordena~niento denominado Ley de Transparencia y de 
Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado, dicha ley no 
tiene precedente en nuestro derecho, ya que sus fuentes son dispo- 
siciones aplicadas con éxito en la República de España. 

En efecto, desde el año de 1994 en España se dieron dos ordena- 
rniciitos que sirvieron de inspiración a nuestros legisladores, el primero 
es La Ley 2/1994 de 30 de marzo sobre subrogación y modificación 
de préstamos hipotecarios y el segundo la Orden de 5 de mayo de 
1994 sobre transparencia de las condiciones financieras de los prés- 
tamos hipotecarios; con dichos ordcriamientos sc buscaba resolver 
dos problenias que se presentaban en la sociedad espaiiola y que 
eran: 

1.  Permitir o facilihr la subrogación en los créditos que tenían 
los deudores con las Entidades Financieras, aunque en los contratos 
respectivos no estuviere permitido o se hubiese pactado una comi- 
sión por prepago demasiado onerosa, logrando con ello una compe- 
tencia entre dichas Entidades que beneficiara al deudor. 

2. Atacar la desconfianza de los deudores hacia las Entidades 
Financieras, obligando a éstas a informar oportuna y suficientemente 
de las coridiciones que tendrán los créditos que otorguen, así como de 
las cláusulas que contendrán las escrituras que formalizarán dichos 
contratos, en esta parte, las disposiciones españolas depositan en la 
funci6ri notarial cl cuidado de los intereses de los acreditados. 
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Los beneficios prácticos de ambas disposiciones han sido de 
enorme importancia en el mercado hipotecario de vivienda en la 
Península ibérica, tal y como podemos apreciar en las conclusiones 
del VI1 Congreso de Notarios Españoles, dentro del tema general 
"Suelo y Vivienda en el Siglo XXI", celebrado en la Ciudad de Ma- 
drid los días 8.9 y 10 de mayo de 2003, que a continuación transcnbo: 
"PRIil.1ERA. Se constata, como hitos que h a n  contribuido a incrementar la 
transparencia y competencia en el mercado hipolecario a la Orden M i n i s t á a l  
de Pansparencia (de 5 de mayo de 1994) y a la Ley de Suhgaciones (2/94). 
Tala objetivos se con,siguen mediante la introducción del sistemn del folleto 
i n f m a i i u o  y la o p t a  vinculante, y la potenciación de la actuación notarial, 
que se erige m qe  del sistema de protección del consumido?; diluyendo las 
opacidades, conriguiendo que el consentimiento informado se poyecte sobre 
todo el con,tenido contractual evitando las cláusulas sorprendentes y 
desincentiuando el uso futuro de ccláwulas abusiuas.. . "" 

Si bien es cierto que las condiciones que imperan en nuestro 
país no son idénticas a las de los españoles, nuestro legislador creyó 
oportuno tomar ambos ordenamientos y crear una ley que fomentara 
la competencia de las Entidades Financieras Mexicana y que además 
las obligara a dar transparencia en la información que dan a sus 
acreditados, buscando con ello en última instancia el proteger los 
intereses de los deudores mexicanos. 

Desde luego nuestro legislador modifica los preceptos de los 
ordenanientos que le sirvieron de fuente (la mayor de las veces de 
manera desafortunada) y el 30 de diciembre de 2002 publica la Ley 
de Transparencia y de Fomento a la Competencia eii el Crédito 
Garantizado. 

La ley mexicana, que como ya se dijo, aunque se inspira en los 
ordenamientos espaiioles tiene cambios en relación a ellos en aspec- 
tos que resiilwn de vital importancia y seguramente son muclias las 
críticas que de él sc pueden hacer, pero no son el objetivo del pre- 
sente estudio, de nianera que solamente me referiré a las disposicio- 
nes de nuestra ley que se refieren a la intervención del notario en la 
formalizacióu de los créditos garaiitizados y concretamente a la ac- 
tuaciún que la misma le impone. 

-- 
"Vnformación obtenida por correo electrónica de: internaciotia1@nota1iado.org 

18.11.038 
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B) OBLIGACIONES DEL NOTARIO EN LA LEY 

De los 19 artículos que componen la Ley de Transparencia y de 
Fomento a la Competencia en  el Crédito Garantizado, los numerales 
8 y 9 se refieren al instrumento notarial que formaliza los créditos 
garantizados, al notario y a su actuación: 

"ART. 89-Los actos jurídicos relativos a los Créditos Garanliza- 
dos se deberán otorgar en escritura pública, sin importar su cuan- 
tía. Con el objeto de procurar la unifoririidad de los contratos de 
Créditos Garantizados, éstos debcrá~i contener un mínimo de cláu- 
sulas financieras incluyendo entre otras: 

1. El capital del préstamo, en donde se advierta el importe del 
iiiisnio y su forma de entrega; 

11. Las condiciones quc deba cumplir el acreditado antes de 
disponer del capital y el plazo para cumplirlas; 

111. La o las tasas de interés, incluyendo las aplicables en caso 
de mora, y la obligación de proporcionar al cliente el Costo Anual 
Total en los estados de cuenta en términos de lo establecido en el 
artículo 12 de la presente Ley; 

N. La forma en que se amortizará el adeudo, considerando, 
en su caso, el número, periodicidad y cuantía de  los pagos; 

V. La aceptación expresa de que recibirá cl pago adelari- 
tado del mismo por parte del deudor o de cualquier otra Entidad 
y le cederá todos sus derechos derivados del contrato correspon- 
diente; y la aceptación expresa de que admitirá la sustitución de 
deudor, y 

VI. Las demás que establezcan las Rcglas. 
E1 contenido y características de  las cláusulas financicras estará 

previsto en las Reglas. En las escrituras públicas en las que se for- 
malicen los Créditos Garantizados deberán estar visiblemente iden- 
tificadas dichas cláusulas." 

"ART. 99-LOS fedatarios públicos frente a los cuales se otorgue 
la escritura tendrán las siguientes obligaciones: 

1. Comprobar que las cláusulas financicras contenidas en el 
contrato dc crédito coincidan con los términos y condiciories 
ofertados en la oferta viiiculante; 

11. Comprobar que no se incluyan gastos o comisiones a cargo 
del acreditado, que debieran haberse incluido en las cláusulas fi- 
nancicras, y 

111. Las demás que prevean las Reglas."" 

m Diaio Oficid de la Federación. 30.12.2002. Tercera Sección, pp. 105-109. 
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El artículo 8? de la Ley, siguiendo los preceptos espaiioles, regu- 
la el clausulado financiero, que deberá de estar visiblemente identi- 
ficado en los contratos de crédito garantizado, dicho precepto señala 
la obligatoriedad de que se otorgue prccisainente en escritura públi- 
ca cualquier acto relativo al crédito garantizado, lo que excluye la 
posibilidad de que dichos actos consten en otra fonria distinta. 

E1 contenido de las cláusulas financieras de las escrituras que 
formalicen créditos garantizados, debe ser igual a la información que se 
le proporcionó al deudor en la oferta vinculante, dichas cláusulas 
deberán de identificarse visiblemente en el instrumento notarial. 

El artículo 9 9  establece obligaciones para los notarios ante quie- 
nes se otorguen créditos garantizados, que consisten primeramente 
en verificar que las cláusulas financieras del contrato coincidan con 
los términos y condiciones que se le ofrecieron al deudor eri la oferta 
vinculante y además debe de verificar la no-existencia de algún otro 
gasto o comisión que debiera haberse incluido en las cláusulas firian- 
cieras. 

En ambos preceptos se incorpora la posibilidad de que la Secre- 
taría de Hacienda y Crédito Público, mediante la expedición de re- 
glas gciierales, dictamine las características y contenido del clausulado 
financiero de los contratos de crédito garantizado y así mismo im- 
ponga nuevas obligaciones a los notarios en esta materia. 

1 C. OBLIGACIONES DEL NOTARIO EN LAS REGLAS 

Al parecer la prisa con la que se aprobó la Ley de Transparencia 
y de Fomento a la Competencia en el Crédito Garautizado, aunada 
a la falta de estudios senos del mercado hipotecario mexicano que 
debió hacer el Poder Legislativo, impidieron que se hiciera un orde- 
namiento, ya uo digamos bueno sino completo, de la lectura de su 
articulado se desprende que los elerrientos más importantes del mis- 
mo serían deterrniriados por Reglas de carácter general que al efecto 
la Secretaría dc Hacienda y Crédito Público se encargaría de publicar 
dentro de los seis meses siguientes a la publicación del propio orde- 
namiento, dejando en manos de dicha dependencia del Poder Ejecu- 
tivo la posibilidad de aumentar las obligaciones que emanan de la 
Ley, así como determinar las características de los elementos que son 
indispensables para su observancia. 

El último día del plazo concedido, esto es el 30 de junio de 
2003, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público publica en  el Diario 
Oficial de la Federación las mencionadas Reglas, las cuales se compo- 
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nen de un total de  diez y son importantes para nuestro estudio las 
siguientes: 

'%PTIMA. CONTRATOS DE cRÉDITo GARANTIZADO.-Con el objeto 
de dar uniformidad a los contratos de Crédito Garantizado, éstos 
deberán de contener como mínimo las cláusulas financieras que 
contengan lo siguiente: 

El importe del Crédito Garantizado y su forma de entrega; 
Las condiciones que deba cumplir el Cliente antes de dispo- 

ner del capital y el plazo para cumplirlas; 
La tasa de interés, la tasa moratoria, así como otras penas 

aplicables en caso de mora, y la obligación de proporcionar al Cliente 
el Costo Anual Total en los estados de cuenta en términos de lo 
establecido en el artículo 12 de la Ley; 

La forrna en que se amortizará el adeudo, considerando, en su 
caso, el núniero, periodicidad y cuantía de los pagos; 

La aceptación expresa de que recibirá el pago adelantado del 
crédito por parte del deudor o de cualquier otra Entidad y le ce- 
derá todos sus derechos derivados del contrato correspondiente; y 
la aceptacióri expresa de que admitirá la sustitución de deudor 
siempre y cuando el comprador presente a la Entidad una Solicitud 
de Crédito y se cumpla con los demás requisitos y obligaciones que 
establece el artículo 6? de la Ley y las presentes Reglas, y 

Las condiciones y comisiones por pago anticipado del crédito 
conforme a lo establecido en el artículo 16 de la Ley. 

l Las cláusulas financieras deberán de estar identificadas en los 
contratos mediante un encabezado al inicio del capítulo o apartado 

l 
que las contenga y que las identifique claramente como "Cláusulas 
Financieras". 

Todas aquellas cláusulas que no sean financieras deberán estar 
ubicadas en capítulos o apartados identificados mediante ericabeza- 
dos que indiquen que son "Cláusulas Generales" y/o "Cláusulas No 
Financieras". 

OCTAVA. OBLIGACIONES DE LOS FEDATAMOS P~BLICOS.-Con fun- 
damento en lo dispuesto por la fracción 111 del artículo 99 de la Ley, 
los fedatarios públicos, frente a los cuales se otorguen las escrituras 
públicas que contengan los contratos de Crédito Garantizado debe- 
rán, además de lo sehalado en la citada disposición legal, efectuar 
lo siguiente: 

En caso de que el importe o las demás características estable- 
cidas cri la Oferta Vinculante sean distintos a lo pactado en las 
"cláusulas financieras" del contrato, hacer constar en la escritura 
que se haga ante su fe, que la Entidad dio a conocer dichas diferen- 
cias al Solicitante y le explicó las razones por las que la Oferta 
Vinculante no fue respetada, ya sea porque la información dada 
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por el solicitante no coincida con la documentación entregada, o 
porquc haya cambiado su situación crediticia o el valor de la garantía; 

En caso de haber existido Oferta Vinculante, hacer constar en 
la escritura pública que la Entidad dio a conocer al Cliente el cálcu- 
lo del Costo Anual Total del crédito correspondiente al momento 
de la firma; 

En su caso hacer constar en la escritur-a que las partes decla- 
ran que no existió Oferta Vinculante previa a la celebración del 
contrato; 

En todo caso, el fedatario deberá de hacer constar que el 
representante de la Entidad explicó al Solicitante los términos y 
condiciones definitivos de las cláusulas financieras, así como las 
comisiones aplicables y demás penas convencioiiales, y 

Entregar al Cliente una copia simple de la escritura que for- 
malice el Crédito Garantizado corre~pondiente."'~ 

La regla séptima no cumple con lo mandado por la Ley en el 
Último párrafo del articulo 8" ya que debería de determinar las carac- 
terísticas y contenido de las cláusulas financieras de los contratos que 
contengan créditos garantizados, ya que solamente se limita a repetir 
lo que dice la Ley agregando algunos elementos que debcn de ser 
considerados como cláusulas financieras en los contratos. 

Es de subrayarse que en  la orden española de 5 de mayo de 
1994, las cláusulas financieras son un anexo del ordenamiento y se 
deben de transcribir literalmente en el contrato y no se puede in t ro  
ducir variación alguna sin consentimiento previo de la Dirección 
General del Tesoro y Política Financiera del Ministerio de Economía 
y Hacienda Español. 

Con ello, en España, se logra que toda persona al firmar un cré- 
dito de los regulados por esa orden, no tenga ningún temor de que 
los pactos contenidos en su contrato sean de alguna manera contra- 
rios a sus intereses, ya que las cláusulas financieras (que son las únicas 
en donde puede contenerse algún pago a su cargo) han sido revisa- 
das y aprobadas por las autoridades y su contenido es IMPARCLAL, 
logrando con ello que las partes del contrato tengan un equilibrio 
entre ellas. 

Por desgracia en México el legislador no quiso hacer lo mismo 
que las autoridades españolas, agregando un clausulado único a la 
Ley y se liniitó solamente a señalar cuáles deben de considerarse 
cláusulas finaucieras, y a delegar en la Secretaría de Hacienda y Cré- 
dito Público la facultad de dictar Reglas Generales que determinen 

'" Diario O/lcial de la Federación. 30.06.2003. Primen Sección. Págs. 2-12. 
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sus características y contenido, sin embargo dicha dependencia tam- 
bién rehuyó su responsabilidad y solamente repitió el catálogo enu- 
nierado en la Ley cou algunas adecuaciones menores. 

Lo anterior dará por resultado que cada Entidad Financiera 
redacte su propio "clausulado financiero" para los contratos de cré- 
dito garantizado que celebre y con ello existirá siempre la sospe- 
cha de que los pactos contenidos en dichas cláusulas serán en bene- 
ficio del acreedor, con lo que no se logra la tan ansiada transparencia 
en dichos actos jurídicos y se limita la actuación del notario en el 
olorgamiento de los instrumentos que los formalizan. 

Por lo que respecta a las nuevas obligaciones para los notarios 
coutenidas en la Regla Octava, iridependiente~nente de la discusión 
sobre la constitucioualidad de las mismas, derivada de la delega- 
ción que hace el legislador en favor de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público para establecer obligaciones de carácter general, 
podemos afirmar que al igual que las disposiciones españolas, dicha 
Regla ve en el notario una institución imparcial que debe de servir 
de auxiliar de la parte más desprotegida, en este caso el deudor, para 
impedir que las Entidades incluyan pactos distintos a los ofrecidos en 
la oferta vinculante y si esto llega a suceder deberá de explicársele al 
deudor las razones por las que no se respetó dicha oferta, aunque, 
como ya se dijo, en nuestro país no se le brindan al notario las armas 
necesarias para cumplir toialmente su cometido, ya que el contenido 
de las cláusulas financieras sigue quedando al arbitrio de la Entidad 
Financiera, esta y otras deficiencias de la Ley harán que la interven- 
ción, en esta materia, del notariado mexicano no tenga el mismo 
éxito que el notariado espafiol. 

D. PROTECCI~N DE LOS DEUDORES EN LOS CONTRATOS DE CR~DITO 

Durante el siglo XX observamos una evolución en algunos contra- 
tos, que cuestionan aquel viejo principio contractual de que "La vo- 
luntad de las partes es la ley suprema de los contratos", en efecto, al- 
gunos contratos han dejado de ser acuerdos libres de las partes, en 
el que la voluntad de ellas no va a producir el contenido obligacional 
del mismo, ya que se ha dejado de negociar su contenido, para con- 
vertirlos en actos de simple adhesión a la voluntad de uno de los 
contratantes, generalmente el más poderoso económicamente ha- 
blando, es así que en materia de contratos de crédito con garantía 
que celebran las Entidades o Instituciones Financieras, enconúamos que 
el prestamista elabora el clausulado del contrato y el solicitante del 
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crédito debe de adherirse al contenido del mismo, sin ninguna 
modificación, pues en caso de no  estar de acuerdo con los pactos 
previamente esiipulados el crédito le sería negado. 

Este fenómeno que inició fuera del ámbito notarial, actualmen- 
te se encuentra profundamente arraigado en nuestro medio, ya que 
el notario se limita a transcribir en su protocolo el fonnato de con- 
trato (que es prácticamente de adhesión) que le proporciona la 
Entidad o Institución Financiera, quedando imposibilitado de cam- 
biar sus términos, aunque contengan cláusulas o disposiciones que 
pudieran resultar contrarias a los intereses del acreditado (no por 
ello ilegales), lo que limita de manera drástica la función del notario 
como asesor de las partes y convierte su actuación en la de un revisor 
de los antecedentes de los inmuebles dados en garantía y trarnita- 
dor de la documentación necesaria para la elaboración de la escri- 
tura de crédito y garantía y su posterior inscripción en el Registro 
Público de la Propiedad correspondiente, ello sin menoscaho de la 
función certificadora de que se encuentra investido. 

El plano de desigualdad en el que actúan las partes en los contra- 
tos de adhesión, entre los que se encuentran los contratos de otorga- 
miento de crédito por parte de Entidades o Instituciones Financie- 
ras, ha provocado que las diversas legislaciones del mundo establezcan 
normas protectoras de los derechos de la parte más débil (el acredi- 
tado); en nuestra legislación la materia de créditos otorgados por 
Entidades Financieras no tenía un marco jurídico que respondiera a 
estas necesidades, pues solamente enco~itrábamos dispersas algunas 
disposiciones que se referían directa o indirectamente a la materia, 
como pueden ser: 

a) La Ley Federal de Protección al Consumidor dedica un capí- 
tulo a los contratos de adhesión, incorporando diversas disposiciones 
que son protectoras del contratante, que no tiene posibilidad de 
intervenir en la confección del clausulado de los mismos: 

Capítulo X. De los contratos dc adhesión 
ART. 85.-Para los efectos de esta ley, se entiende por contrato 

de adhesión el documento elaborado unilateralmerite por el pro- 
veedor, para establecer en formatos uniformes los términos y con- 
diciones aplicables a la adquisición de un producto o la prestación 
de un servicio, aun cuando dicho documento no contenga todas las 
cláusulas ordinarias de un contrato. Todo contrato de adhesión 
celebrado en territorio nacional, para su validez, deberá estar escri- 
to en idioma español, y sus caracteres tendrá11 que ser lcgibles a 
simple vista. 
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ART. 86.-La Secretaría, mediante normas oficiales mexicanas, 
podrá sujetar contratos de adhesión a registro previo ante la Procu- 
raduría cuando impliquen o puedan implicar prestaciones despro- 
porcionadas a cargo de los consumidores, obligaciones inequitativas 
o abusivas o altas probabilidades de incumplimiento. 

Las Normas podrán referirse a cualesquiera términos y condi- 
ciones, cxccpto precio."" 

Sin enibargo, aunque nuestra legislación trata de crear un mar- 
co jurídico para resolver el problema de la falta de equidad en la 
elaboración de contratos de adhesión en general, las disposiciones 
contenidas en los artículos antenomente transcritos y los demás que 
componen el capítulo respectivo de la Ley Federal de Protección al 
Consurriidor, no son aplicables a los conwatos de otorgamiento de  
crédito de las Entidades Financieras ya que así lo dispone expresa- 
mente el artículo 5Wel  propio ordenamiento: 

ART. ->?-Quedan exceptuadas de las disposiciones de esta Lty, los 
smicios que se presien en virtud de una relación o conirato de trabajo, 
los de las Instituciones y Organizaciones cuya suprruisión o vigilancia esté 
a cargo de las Comisiones Nacionaks Bancaria y de Valvns, de Sepros y 
Fianzas o del Sistema de Ahorro para el Retiro; así como los smicios profe- 
sionaks p e  no sean de carácter mer~antil."'~ 

6) La Ley de Protección y Defensa al Usuario de  Servicios Finan- 
cieros, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de enero 
de 1999, que en su capítulo segundo "De la Información de los 
Usuarios" artículos 56, 57, 58 y 59, se ocupa del tema: 

"ART. 11.-La Comisión Nacional está facultada para:.. ...... . 
XVIII. Revisar y, en su caso, proponer modificaciones a los con- 
tratos de adhesión utilizados por instituciones financieras para 
la celebración de sus operaciones o la prestación de sus servicios; 
XIX. Revisar y, en su caso, proponer a las instituciones financieras, 
modificaciones a los documentos que se uiilicen para informar a los 
usuarios sobre el estado que guardan las operaciones o servicios 
contratados;. . . . . . . . . . ..contratados;......................... contratados;......................... contratados;......................... . contratados;......................... contratados;......................... contratados;......................... contratados;......................... contratados;......................... . . .. 

... ART. 56.-Conlo una medida de protección al usuario, la 
Comisión Nacional revisará y, en su caso, propondrá a las institu- 
ciones financieras modificaciones a los modelos de contratos de 
adhesión utilizados en sus diversas operaciones, en términos de lo 
dispuesto en la fracción XVIII, del artículo 11 de esta ley. 

" Fuente: http://info4juridicas.uiiam.nix/iJure/tcfed/ll5.l1tni?s= 01.03.04 
Fuente: http://info4juridicas.unain.mx/iJiire/tcfed/ll5.him?s= 01.03.04 
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Se entenderá por contrato de adhesión, para efectos de esta lq ,  aquél 
elaborado unilateralmente por una instituciónfinanciera, cuyas estipulacio- 
nes sobre los términos y condiciones aplicables a la contratación de opera- 
ciones o seruicios sean u n ~ o n n e s  para los usuarios. 

ART. 57.-La revisión que en su caso se haga de los conhatos de 
adhesión tendrá por objeto d e m i n a r  que se ajusten a los ordenamientos 
comspondientes y a loJ disposicionei emitidas confonne a ellos, asi como 
verificar que dichos contratos no contengan estipulaciones confusas o que no 
pennitan a los usuarios conocer clarammtte el alcance de las obligaciones de 
los contratantes. 

A m .  58.-De igual formn la Comisión Nacional podrá ordenar a 
las instituciones financieras que le informen sobre las caracteríJticas de lar 
operaciones que f o m l i c e n  con contratos de adhesión, a efecto de que ésta 
pueda i n f m a r  a los usuarios sobre dichas caracthsticas. 

ART. 59.-Asimismo, la Comisión Nacional reuisará y, en su caso, 
propondrá modificaciones a los documentos que se utilicen para infmmar a 
los usuarios s o h  el estado que guardan las qperaciones relacionadas con el 
smicio que éste haya contratado con las instituciones financimas, en Iéni- 
nos de lo dispuesto por la fracción XCY del articulo 11 de esta lqr " 

c) El artículo 118-A de la Ley de Instituciones de Crédito, el cual 
se encuentra dentro del T~TULO SEXTO denominado "DE LA PRO- 
TECCIÓN DE LOS INTERESES DEL PÚBLICO, mismo que fue adi- 
cionado el día diecinueve de noviembre de mil novecientos noventa 
y cinco dispone lo siguiente: 

"ART. 118-A.-La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá 
m i s a r  los modelos de contrato de adhesión utilizados par las instituciones 
de crédito. 

Para efectos de este articulo se entenderá por contrato de adhesión 
aquél elaborado unilatmalmente por una institución, que conste en docu- 
mentos de contenido unforme a los que se eslabiacan los términos y con- 
diciones aplicables a las operaciones aclivas que ce leh  la instituciin. 

La revisión tendrá por objeto detmninar que los modelos de contrato se 
ajusten a la presente Ley, a las disposiciones emitidas conforme a ella y a los 
demás odenamientos aplicables, así como v a i z a r  que dichos instrumentos 
no contengan estipulaciones confusas o que no permitan a la clientela cono- 
cer claramente el alcance de las obligaciones de los contratantes, 

La Comisión podrá mdmar que se modzfiquen los modelos de contratos 
de adhesión y, en su caso, suspender su utilización Iiasta en tanto sean 
modzficados. 

- 

'' Fuente: http://info4ljuridicas.unam.mx/~ure/tcfd/66.ht?s= 01.03.04 
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La Comisión Nacional Bancaria y de Valmes podrá ordenar n las 
instituciones de crédito que publiquen h caracteristicas & las operaciones 
que formalicen con contratos & adhesión, a los términos que la propia 
Comisión indique. " 74 

Aunque la disposición pareciera abarcar a los modelos de con- 
tratos de crédito que se otorgan en escritura pública, pues son ela- 
borados unilateralmente por las Instituciones (con una escasa o nula 
participación del notario) y su contenido es uniforme, en la práctica 
dichos modelos de contratos no son revisados ni aprobados por la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, pues se estima que el con- 
tenido de los mismos será "negociado" con el acreditado y existe por 
tanto la posibilidad de "cambiar su contenido", por lo que no serían 
propiamente contratos de adhesión. 

De la lectura de las disposiciones contenidas en los ordenamien- 
tos citados se desprende que el acreditado no tiene una norma protec- 
tora de sus intereses, que efectivamente funcione, lo que lo obliga, al 
ser la parte más débil en dichos contratos, a plegarse a los requisitos 
y condiciones que le son impuestos por las Instituciones Crediticias, 
sin que el notario tenga ningún argumento legal para lograr la equi- 
dad en dichos "acuerdos de voluntades". 

Desde luego que la falta de una correcta regulación protectora 
de los intereses de los acreditados, ha dado lugar a numerosas con- 
troversias judiciales entre las Instituciones Crediticias y estos, las cuales 
en su mayoría versan precisamente sobre el contenido de los contra- 
tos, que habiéndose elaborado por las Instituciones y sin una posibi- 
lidad real de negociar su contenido, frecuentemente acaban por 
generar obligaciones excesivas para los acreditados y éstos utilizan 
como argumento de defensa ante los tribunales, precisamente, la 
redacción leonina de los mismos o la falta de claridad en el conte- 
nido de las cláusulas o bien la supuesta simulación que existe en los 
contratos crediticios. 

Algunas de las resoluciones judiciales que se ha11 producido en 
relacióri a los contenidos de los contratos de crédito, han tenido 
importancia no solamente para el mundo jurídico, sino también para 
el econó~nico y social de nuestro país, corno ejemplo de ello transcribo 
las siguientes tesis jurisprudenciales: 

p.- 

" Fuente: littp://info4ljundi~as.unam.mx/~e/tcfed/42.ltm?s= 01.03.04 
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CONTM~O DE APE~TURA UK wrÉorfo.-I;I~ declaraciones del secretario 
de Hacienda y Crédito Público sobre la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, publicada en el Da'ano Oficial de la Federa- 
ción el veintisiete de agosto de mil novecientos treinta y dos, que 
hacen las veces de exposición de motivos de tal ordenamiento, son 
categóricas en cuanto al propósito de establecer contratos de cré- 
dito consensuales, distintos del préstamo y de otras convenciones 
tradicionales, para abrir un amplio campo de operaciones que la 
falta de prescripciones legislativas habían hecho imposible en Méxi- 
co. A esa clara intención responde la figura jurídica denominada 
apertura de crédito, regulada por los artículos del 291 al 301 de la 
ley indicada, de los cuales el legislador dispuso todo lo que estimó 
pertinente acerca de ese contrato; así, en el artículo 291 se define 
el contrato; en el 292 se regula la hipótesis en que se establezca un 
Ií~nite máximo del crédito; en el 293 regula el supuesto de que no 
se fije importe rriáximo de disposición; en el 294 se reglamenta la 
hipótesis de que las partes podrán convenir en restringir el plazo o 
el monto del crédito concedido; en el 295 se establece que el acre- 
ditado podrá disponer a la vista, salvo convenio en contrario, de la 
suma objeto del contrato; en el 296 aborda la mecánica de las 
disposiciones y abonos en cuenta corriente; el 297 está destinado a 
establecer las reglas de pago por parte del acreditado cuando el 
crédito estribe en la aceptación de obligaciones a su nombre por 
parte del acreditante; el 298 tiene por objeto precisar que en la 
apertura se puede pactar el otorgamiento de garantías personales 
y reales y que se entenderá que es por el monto del crédito ejerci- 
do; el 299 impide al acreditante negociar, previamente a su venci- 
miento y sin consentimiento del acreditado, los documentos que 
éste hubiere dejado en garantía; el numeral 300 preceptúa las re- 
glas a seguir para la disposición y el pago del crédito y el 301 enlista 
las causas de extinción del crédito. La detallada configuración que 
se ha reseñado pone de nianifiesto que el legislador no incurrió en 
olvido u omisión en cuanto a la potestad de las partes para pactar 
que los intereses vencidos y no pagados puedan, a su vez, generar 
nuevos intereses, o la capitalización de intereses en este tipo de 
contratos por el contrario, la supresión realizada en la ley sobre 
esos puntos se debe interpretar en el sentido de que tales cuestio- 
nes se dejaron a la libre voluntad de las partes, con la única salve- 
dad de que, cuando en tales convenciones funja como acreditante 
una institución de banca múltiple, deberá cumplir con las regula- 
ciones que sobre el particular expida (como ya lo ha hecho para 
determinados créditos) el Banco de México. Esto último deriva de 
que los artículos 6P, párrafo primero y 48, párrafo primero, de la 
Ley de Instituciones de Crédito, someten a las instituciones de banca 
múltiple, específicamente en cuanto a las tasas de interés y demás 
características de las operaciones activas que celebren, a las dispo- 
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siciones de la Ley del Banco de México y, esta otra, en sus artícu-los 
24 y 26 respectivamente, faculta al Banco de México para expedir 
disposiciones generales con el propósito, entre otros, de  proteger 
los intereses del público, y establece que las características de las 
operaciones activas, pasivas y de  servicios que realicen las institu- 
ciones de crédito se ajustarán a las disposiciones del banco central. 
De todo lo expuesto se desprende que las normas legales especiales 
que regulan el contrato de  apertura de crédito no adolecen de 
deficiencia alguna sobre el punto de que se trata, motivo por el cual 
el artículo 2397 del Código Civil para el Distrito Federal en Materia 
Común y para toda la República en Materia Federal, no resulta 
aplicable supletoriamente a dichas disposiciones. 

P/J. 48/98 
Contradicción de tesis 31/98.-Entre las sustentadas por el Octavo Tri- 

bunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y otros y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y otros.-7 de octu- 
bre de 1998.-Mayoría de ocho votos.-Disidentes: Juventino V. Castro y Cas- 
tro, Humberto Román Palacios y Juan N. Silva Meza.-Ponente: Juventino V. 
Castro y Ca5tro. Secretario: Arturo Aqnino Espinosa. 

El Tribunal Plena en sesión celebrada hoy emitió, con el número 48/ 
1998, la tesis jurisprudencia1 que antecede.-México, Distrito Federal, a siete 
de octubre de mil novecientos noventa y ocho. 

!nstancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga- 
ceta. Epoca: Novena Epoca. Tomo VIII, Octubre de 1998. Tesis: P/J. 48/98. 
Página: 372. Tesis de Jurispnidencia." 

11) "ANATOClSMO. LO CONSTITUYE EL CONVENIO RESPECTO DE 1N- 
TERES= AÚN NO VENCIDOS.-E1 artículo 363 del Código de Comercio 
dispone que: "Los intereses vencidos y no pagados no devengarán 
intereses. Los contratantes podrán, sin embargo, capitalizarlos." 
De este precepto se desprende, por una parte, la prohibición de  
que los intereses vencidos generen a su vez intereses y, por otra, la 
posibilidad, como caso de excepción y acto posterior, la capitaliza- 
ción de los intereses vencidos y no cubiertos atendiendo a la volun- 
tad de los contratantes; sin embargo, este dispositivo no permite la 
celebración de convenios en que se capitalicen los intereses que 
aún rio se han generado, porque dicho numeral se refiere a intere- 
ses vencidos y no pagados, pero no autoriza a capitalizarlos en for- 
ma anticipada; sin que obste para ello lo estipulado por el diver- 
so 78 del propio ordenamiento ya que éste se refiere a las conven- 
ciones que no se encuentran prohibidas por la ley; pues interpre- 
tarlo de otro modo implicaría afirmar que los contratantes pueden 
pactar convenios prohibidos por la ley. 

Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito. 
xVI.20. J/4. 
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Amparo directo 646/97. Banca Promex, S.A., Institución de Banca 
Múltiple. 7 de  noviembre de 1997. Unan!niidad de  votos. Ponente: Juan Manuel 
Arredondo Elias. Secretario: Salvador Alvarez Villanueva. 

Amparo directo 873/97. Alfonso Boja  Qiiintanar. 13 de febrero de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Javier Pons Licéaga. Secretario: José Guillermo 
Zárate Granados. 

Amparo directo 923/97. Banca Proniex, S.A., Institución de Banca 
Múltiple. 20 de febrero de 1998. Unanimidad de votos. Poiiente:Juan Manuel 
Arredondo Elías. Secretario: Francisco Javier Solír López. 

Amparo directo 656/97. Bancomer, S.A. 13 de marzo de  1998. Uriani- 
midad de  votos. Ponente: Froylán Guzmán Guzmáii. Secretario: Francisco 
González Chávez. 

Amparo directo 1074/97. Bancomer, S.&, Institución de Banca Múlti- 
ple, Grupo Financiero. 20 de marzo de 1998. Unanimidad de  votos. Ponente: 
Juan Manuel Arredondo Elías. Secretario: Francisco Javier Solís López. 

Nota Sobre el tema tratado existen denuncias de contradiccióri de  tesis 
números 2/98 y 11/98, pendientes de  resolver eri la Primera Sala. 

Instancia: Tribunales Colegiaflos de Circuito Fuente: Semanario Judi- 
cial de la Federación y su Gaceta. Epoca: Novena Epoca. Tomo VIII, Julio de 
1998. Tesis: XVI.20. J/4. Página: 243. Tesis de Jurisprudencia." 

111) "APERTUKA DE CRÉDITO ADICIONAL PARA EL PACO DE IN-rERE- 
SES CAUSADOS, PACTADA EN EL MISMO INSTRUMENTO O EN OTRO. POR 
SOLA, NO CONSTITWE SIMULACI~N.  De acuerdo con el artículo 2180 
del Código Civil para Federal en Materia Cornún y para toda la 
República en Materia Federal 'Es simulado el acto en que las partes 
declaran o confiesan lo que en realidad no ha pasado o no se ha 
convenido entre ellas', y del artículo 2183 del mismo ordenamiento 
se infiere que, con el acto simulado, las partes tienen la intención 
de causar perjuicio a un tercero o de transgredir la ley. Estas con- 
sideraciones permiten comprender que en el contrato de apertura 
de crédito adicional que celebra una persona con un banco con 
objeto de disponer del crédito necesario para cubrir los intereses 
devengados con motivo de otro contrato bancario celebrado en el 
mismo instrumento o en uno distinto, no adolece de simulación, en 
primer lugar, porque no se ve que haya ningún tcrcero que pueda 
resultar perjudicado ni, obviamente, la dañada intención de los 
contratantes en este sentido y, en segundo lugar, porque no puede 
haber transgresión a la ley, porque estando configurada la apertura 
de créclito en los artículos 291 a 301 de la Ley General de Títulos 
y Operaciones de Crédito, como un contrato mediante el cual el 
acreditante se obliga a poner una suma de dinero -entre otras 
posibles obligaciones- a disposición del acreditado, para que éste 
haga uso del crédito, en la forma y en los ~érminos y condiciones 
convenidos", debe admitirse que no está vedada la convención que 
permita disponer de dicho crédito para el eventual pago de intere- 
ses; y si, por otra parte, coincide la realidad de los hechos con el 
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pacto jurídico, del que aparece que el acreditado se obligó a efec- 
tuar pagos parciales con intereses, debe concluirse que en esos 
términos, la sola celebración del contrato de apertura de crédito 
adicional no adolece de  simulación. 

P/J. 56/98 
Contradicción de tesis 31/98.-Entre las sustentadas por el Primer Tri- 

bunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y otros y el Segurido Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y otros-7 de octubre de 
1998.-Cinco votos.-Ponente: Juventino V. Cartro y Castm.Secretario: Arturo 
Aqiiino Espinosa. 

El Tribunal Pleno en sesión celebrada hoy emitió, con el número 56/ 
1998, la tesis jurispnideiicial que antecede.-México, Distrito Federal, a siete 
de octubre de mil novecientos noventa y ocho. 

Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga- 
ceta. Época: Novena Época. Tomo VIII, Octubre de 1998. Tesis: P/J. 56/98. 
Página: 365. Tesis de Jurispmdericia." 

IV. "INTERESES. LAS TASAS VARIABLE.? EN LOS CONTRATOS DE APEK- 
TUKA DE CRÉDITO SON DETEKMINABLES, NO IMPRECISAS. El pacto de ta- 
sas variables, en operaciones activas, se encuentra permitido, según 
se infiere de lo dispuesto en los artículos 291 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito y 78 del Código de Comercio, 
relacionados con las circulares que emite el Banco de México, por 
lo quc la remisión a índices inequívocos no le resta precisión, pues 
si bien pudiera existir cierta dificultad sobre la forma de llegar a 
conocer exactamente el monto de las obligaciones de  los deudores, 
la determinación de  cuál es la tasa de  interés aplicable a cada ven- 
cimiento es objeto de conscntimiento recíproco de las partes desde 
el momento del nacimiento del contrato. El banco no puede, váli- 
damente, escoger a su arbitrio la tasa conforme a la cual se deter- 
minarán los intereses, sino que dehe esperar a que los datos que la 
realidad objetiva arroje, indiquen cuál será la tasa de interés que 
resultará aplicable para un periodo determinado, de conformidad 
con las reglas que, para estos efectos, los contratantes han estable- 
cido. El deudor puede llegar a conocer el monto líquido de su 
obligdción de pago en el momento en que se genera, con recurrir 
a la mecánica del instruuiento de que se trate o, simplemente, acu- 
diendo al banco para obtener la información correspondiente. Sos- 
tener lo contrario llevaría a considerar que el establecimiento de 
fórmulas que, en ocasiones, resultan complicadas para cumplir con 
obligaciones de pago, provocaría que se estimaran contrarias a de- 
recho, aun cuando con la realización de ciertas operaciones aritmé- 
ticas y la reunión de determinados datos informativos, se podría 
cumplir con la obligación. El hecho de que la tasa pactada sea deter- 
minable y no determinada no la hace, de suyo, imprecisa, arbitraria 
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o ilegal. El procedimiento podrá resultar complejo, pero esa com- 
plejidad no se traduce en imprecisión. 

P/J. 54/98 
Contradicción de tesis 31198.-Entre las sustentadas por el Primer Tn- 

bunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Segundo Circuito.-? de octubre de 1998.-hfayoria de diez 
votos.-Disidente v Ponente: Tuventino V. Castro v C;trtro.-Secretario: Arturo > 

Aquino Espinosa 
El Tnbunal Pleno en sesión celebrada hov emitió. con el número 5411998, 

la tesis jurisprudcncial que antecede-Mkxico, Distrito Federal, a siete de 
octubre de mil novecientos noventa y ocho. 

!nstancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga- 
ccta. Epoca: Novena Epoca. Tomo VIII, Octubre de 1998. Tesis: P/J. 54/98. 
Página: 378. Tesis de Jurisprudencia." 

La legislación notarial vigente e n  el Distrito Federal, reitera d e  
manera especial la imparcialidad con que dcbe d e  actuar el notario 
en el ejercicio d e  su función, d e  ello se ocupan los siguientes nume- 
rales: 

ART. 3?- ... Su imparcialidad y probidad debe extenderse a 
todos los actos e n  los que intervenga de acuerdo con ésta y con 
ouas Icycs." 

ART. 6?-Esta Ley regula el tipo de  ejercicio profesional del 
Derecho como oficio jurídico consistente en que el Notario, en 
virtud de su asesoría y conformación imparcial de su documenta- 
ción en lo justo concreto del caso ... 

AKT. 7-Esta Ley establece como principios regulatorios e 
interpretativos de la función y documentacióri notarial: ... V. ... La 
ulteralteralidad es la actitud y procedimiento de asesoría notarial y 
de conformacióri del instrumento notarial que va más allá de una 
simple imparcialidad, llevando al notario a ser un verdadero consul- 
tor o consejero de cada parte, con atención personal y entrega 
cuidadosa, de forma tal que se cubran los requisitos de asesoría y 
consejo para cada una de las partes o solicitantes del servicio, sin 
descuidar los de la contraparte, ni ser parcial contra ella, sino ejer- 
ciendo hacia ella la misma actitud, basada cn lo justo concreto del 
caso de que se trate ... 

AKT. 14.-De conformidad con los postulados del Notariado 
latino incorporado al sistema del Notariado local, en cada instrumen- 
to y en la asesoría relativa el Notario deberá proceder conforme a 
los principios jurídicos y deontológicos de su oficio profesional; 
consiguientemente. no podrá tratar a una parte con10 su cliente y 
a la otra no, sino la consideración será personal y profesionalmente 
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competente por igual desde la buena fe y la asesoría imparcial a 
cada parte o persona que solicite su servicio. La violación a este 
artículo ameritará queja. 

ART. 30.-E1 ejercicio de la [unción notarial y la asesoría jurí- 
dica que proporciona el notario, debe realizarlos en interés de todas 
las partes y del orden jurídico justo y equitativo de la ciudad, y 
por tanto, i~iconipatible con toda relación de sumisión ante favor, 
poder o dinero, que afecten su independencia formal o mate- 
rialmente.. .".75 

Es claro, que la legislación notarial quiere ver al notario actuan- 
do de manera imparcial en todos los actos que se celebran ante su 
fe, asesorando por igual a todos los interesados en los mismos, sin 
privilegiar a ninguno de ellos en detrimento del otro u otros intere- 
sados y sin que para ello el legislador haya creado, en el propio 
ordenamiento, casos de excepción. 

Sin embargo ¿podríamos matizar esta imparcialidad del notario 
cuando interviene en actos en los que las partes no actúan en igual- 
dad de circunstancias?, cuando la posición de una de las parles es 11- 
toriamente más privilegiada que la del otro contratante, como es el 
caso de los contratos otorgados por instituciones crediticias y sus 
clientes. 

La respuesta tendría que ser en sentido negativo, si no se crea 
un marco jurídico que así lo permita, pero dicho marco debe de ser 
congruente con nuestra realidad social y económica y no simplemen- 
te una copia de instituciones y ordenamientos extranjeros, que en su 
país de origen han probado su eficacia, pero que no necesariamente 
serán la respuesta idónea para nuestras necesidades, máximc si a ello 
le agregamos que nuestro legislador, de manera irreflexiva e impro- 
visada, pretende modificar las normas extranjeras que está copiando, 
sin detenerse al estudio de su esencia y con ello lo único que logra 
es un texto que causará innumerables controversias, pues las dispo- 
siciones que nuestro legislador le agrega o modifica, le quitan lo que 
de bueno tiene el ordenamiento original. 

F) LA ACTUACIÓN DEL NOTARIO EN LA FORMALIZACIÓN DE CRÉDITOS 
C ~ T I Z A D O S  

Antes de la entrada en vigor de la Ley de Transparencia y Fo- 
mento a la Competencia en el Crédito Garantizado, la actuación del 

'Waceta Oficial del D. F. De 28 de marzo de 2000 
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notario eri la celebración de contratos crediticios no podría favorecer 
al deudor, en detrimento de la Institución de Crédito, pues ello lo 
llevaría a.violar las disposiciones de su propia Ley, que como ya hemos 
visto propone una imparcialidad absoluta notarial. 

Sin embargo una vez que dicho ordenamiento ha entrado en 
vigor, el notario está obligado a realizar delerminados actos que re- 
dundan en beneficio del deudor y que por lo tanto le dan cierta 
parcialidad a su actuación, tales como: 

Hacer constar, en la escritura que las partes declaran que no 
existió Oferta Vinculante previa a la celebración del contrato. 

Comprobar que las cláusulas financieras contenidas en el con- 
trato de crédito coincidan con los términos y condiciones de la oferta 
vinculante, con lo cual se le otorga certeza al acreditado de que la 
Institución respeta lo ofrecido al iniciar el trámite del crédito. 

Si hay variacih entre la Oferta Vinculante y las cláusulas fi- 
nancieras del contrato, cerciorarse que la Entidad dio a conocer dichas 
diferencias al acreditado las cuales únicamente se pueden deber a 
que la información dada por el solicitante no coincida con la docu- 
mentación entregada, o porque haya cambiado su situación crediticia 
o el valor de la garantía no sea suficiente. 

Comprobar que no se incluyan gastos o comisiones a cargo del 
acreditado, que debieran haberse incluido en las cláusulas financie- 
ras, con lo que se pretende cuidar que el acreditado no sea sorpren- 
dido con costos mayores a los que tiene presupuestados. 

Hacer constar en la escritura pública que la Entidad dio a 
conocer al Cliente el cálculo del Costo Anual Total del crédito corres- 
pondiente al inoineiito de la firma. 

Hacer constar que el representante de la Entidad explicó al 
acreditado los términos y condiciones definitivos de las cláusulas fi- 
nancieras, así corno las comisiones aplicables y demás penas conven- 
cionales. 

Entregar al acreditado una copia simple de la escritura que 
formalice el Crédito Garantizado correspondiente. 

Definitivamente cxiste unajustificación para que el ordenamiento 
trate de que la actuación del notario sea parcial en esta materia, pues 
como lo hemos sefialado, en el otorgamiento de contratos de crédi- 
to, la posición del deudor es notoriamente de desventaja frente a la 
Institucióti y es en la actuación notarial (aunque parcial) donde 
podemos encontrar un elemento que auxilie para lograr el equilibrio 
de las partes. 
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Por desgracia, nuestra Ley de Transparencia y de Fomento a la 
Competencia en el Crédito Garantizado tiene senas deficiencias, que 
no van a permitir que la actuación notarial sea utilizada de la mejor 
manera para lograr el equilibrio de las partes en los contratos que 
regula, ya que en primer término no tiene un objeto preciso, pues el 
ordenamiento parece referirse a la totalidad de los créditos garanti- 
zados, sin embargo sus puntos medulares se limitan exclusivamente 
a los créditos garantizados a la vivienda; de igual forma la oferta 
vinculante prevista por el ordenamiento y que sirve de detonante 
para la mayoría de sus disposiciones, no es obligatorio expedirla para 
las Entidades Financieras, ya que solamente deben de hacerlo cuan- 
do  lo solicite el acreditado; el ordenamiento no contiene tampoco 
un clausulado uniforme, redactado y aprobado por un organismo 
imparcial (asesorado por el notario), que permita suponer a los acre- 
ditados que no existen pactos leoninos o cláusulas dolosas en los 
contratos de crédito que regula la Ley y finalmente la intervención 
que tiene el notariado es poco útil, pues debido a todas las deficien- 
cias del ordenamiento, no existen muchas posibilidades de una ac- 
tuación efectiva que verdaderamente sirva para lograr al equilibrio de 
las partes que intervienen en los contratos que la Ley regula. 

Coiisidero que este ordenamiento, es la co~itinuación de una 
reciente política legislativa, que con el tiempo y la experiencia en su 
aplicación práctica, habrá de perfeccionarse y con ello crear un marco 
jurídico más adecuado, para aprovechar la actuación notarial de 
manera más eficiente. 

Sería deseable que, de manera inmediata, la Ley de Transparen- 
cia y de Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado de 
nuestro país se reformara en los siguientes aspectos: 

1. Se limite el objeto de la Ley exclusivamente a créditos desti- 
nados a la vivienda y hasta un cierto monto, con el objeto de que la 
protección de la misma sea para aquellos que verdaderamente re- 
quieren de ella. 

2. Se obligue a las Entidades Financieras a entregar de manera 
obliga~oria ofertas vinculantes a sus posibles clientes, aunque ellos no 
lo soliciten, para así otorgar al acreditado la posibilidad de comparar 
las condiciones que ofrecen cada una de las instituciones. 

3. Se debería de uniformar un clausulado tipo para los contratos 
crediticios, debiendo esto ser efectuado por la autoridad correspon- 
diente con la asesoría del notariado, prohibiendo su posterior modi- 
ficación sin autorización previa y solamente en casos que así lo 
ameriten. 
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4. El contenido del clausulado financiero tipo se debería poner 
a disposición de los solicitantes del crédito en las sucursales de las 
Entidades Financieras para informarlos oportunanreute de los pactos 
que tendrán que aceptar al momento de formalizarlo, transparentan- 
do con ello las condiciones del otorgamiento del mismo. 

5. Prohibir a los notarios autorizar aquellos contratos de crédito 
que no contengan el clausulado financiero aprobado o bien que 
impongan obligaciones pecuniarias en contra del acreditado en las 
demás cláusulas del referido contrato. 

La actuación de un jurisperito que, además, cuenta con la con- 
fianza pública, como el notario, ha sido y será factor indisperisable 
para salvaguardar la certeza y seguridad jurídicas en cualquier entor- 
no; así pues, el Estado Mexicano no ha dudado utilizar esta iiistitución 
notarial para garantir la transparencia en los procesos eleclorales a lo 
largo y ancho del país. La participación del gremio notarial en la 
mayoría de los actos que pudieren resultar sensibles a las partes 
involucradas en los procesos electorales (como traslado de material 
electoral, coiiservación y guarda de las papeletas electorales, verifica- 
ción de tirita indeleble, por citar algunos), ha sido definitiva para 
evitar conflictos e imprimir certeza a los mismos que, durante varios 
aiios, fueron materia de cuestionamientos serios. Los notarios mexi- 
canos han desarrollado su labor (con los principios que le son carac- 
terísticos, como el de la imparcialidad), a solicitud de cualquier iti- 
teresado, integrante de un partido político o no, en momentos áigidos 
a grado tal que, ante la presencia del señor notario, los ánimos se 
calinan, las cosas toman sus causes ordinarios y todos los actores 
colaboran con la labor del notario que dejará constancia de los he- 
chos, mediante el acta respectiva, y al que, cuando más, se le reque- 
rirá la expedicióii de un testimonio para agregarlo como documental 
en el proceso que se inicie o se pretenda iniciar ante los Tribunales 
Electorales respectivos. Los ciudadanos mexicanos confían plenamen- 
te, en la actuación de sus notarios, les profesan respeto y simpatía 
pues han constatado que los días de elecciones un despacho notarial 
está abierto y un notario está atento al proceso electoral. Si bien es 
cierto que, en México, muchos notarios tienen filiación partidista y 
algunos, incluso, rriilitaii en partidos políticos, deserripeñando diver- 
sos cargos, también lo es que en los procesos electorales, dichos 
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notarios se abstienen de intervenir a grado tal que la participación 
notarial no se ha visto cuestionada sino, más bien, cada vez más 
solicitada por la probidad en la actuación de los notarios. 

Entre los diversos actos en que intervienen los notarios, en 
materia electoral, el Código Federal de Iustituciones y Procesos Elec- 
torales, considera a los siguientes: 

a) Instalaciin y Apertura de Casillas: El día de la elección, las ca- 
sillas electorales deberán instalarse, a m& tardar, a las 8:15 a.m. y, en 
caso contrario, el artículo 213 dispone que un funcionario del Insti- 
tuto Federal Electoral integre a la mesa directiva de la casilla y ésta 
inicie sus actividades, para lo cual se requerirá la presencia de un 
notario que debe dar fe de los hechos relativos. Además, conforme 
al artículo 219, el notario tiene derecho de acceso a la casilla, para 
dar fe de cualquier acto relacionado con la integración de la mesa 
directiva, la instalación de la casilla y, en general, con el desarrollo de 
la votación, siempre y cuando se haya identificado ante el Presidente 
de la mesa directiva y precisada la índole de la diligencia a realizar, 
misma que en ningún caso podrá oponerse al secreto de la votación. 

b)  C i m  de Ea votación: La votación se cierra a las 18:OO horas 
(art. 219) y las casillas sólo permanecen abiertas después de esa hora, 
siempre y cuando se encuentren formados electores para votar; para 
el caso que alguno de los electores formados no se les permita votar 
o que la casilla hubiere cerrado a la hora senalada, aún con electores 
formados, los notarios son requeridos para dejar constancia de esos 
hechos o de cualesquiera otro que tuviere que ver con el proceso de 
votación como, por ejemplo, en caso dc  propaganda electoral o 
desórdenes en las casillas de votacióri. 

En términos generales (art. 241), los notarios en ejercicio man- 
tienen abiertas sus oficinas el día de la elección y atienden las soli- 
citudes que les hacen los funcionarios de casilla, los ciudadanos y los 
representantes de partidos políticos, dando fe de ciertos y detemina- 
dos hechos o certificando documentos concernientes a la elección; 
para tal efecto, los colegios de notarios de las entidades federativas 
publican, cinco días antes del día de la elección, los nombres de sus 
miembros y los domicilios de sus oficinas. 

En caso de infracción a las disposiciones electorales, o que los 
riotarios incumplan con las obligaciones que les impone el ordena- 
miento electoral, el Instituto Federal Electoral conoce de ellas, intc- 
gra un expediente que remite al Colegio de Notarios o autoridad 
competente, para que proceda en los términos de la legislación apli- 
cable; mis~rios que deben coniunicar al Instituto Electoral las medi- 
das que hayan adoptado en el caso. 
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